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ESCRITO DE SOLICITUDES, ARGUM ENTOS Y PRUEBAS DE LOS
REPRESENTA..'ITES DE RONALD E RNESTO RAXCACÓ REYES ANTE

LA CO RTE INTERAMERICANA DE DERECHOS H UMANOS

"R ONALD ERN EST O RAXCACÓ RE YES VS. GUATEll fALA"

CASO N° 12.402

I. ASPECTOS GENERALES

1. Antecedentes

El día 5 de agosto de 1997, el señor Ronald Ernesto Rexcac ó Reyes supuestamente habría
participado en el secuestro de Pedro Alberto de León Wug, quien para entonces tenia 9 años
de edad. Al día siguiente, mediante un operativo policial, el menor fue liberado y una serie de
personas, incluidas él, fueron de tenida s como sup uestos autores del secuestro .

E1 14 de mayo de 1999, el señor Raxcac ó Reyes, junto con los otros presuntos autore s del
secuestro', fue juzgado por el Tribunal Sexto de Sentencia Penal, Na rcoactivida d y Delitos
contra el Ambiente y condenado a la pena de muerte sobre la base del artículo 201 del Código
Penal de Guatemala. D icho Tribunal resolvió:

''[QjJl(JORGE AiARIO MURGA RODRÍGUEZ, HUGO HUMBERTO RUIZ FUE..·\rTES y
RON4LO ERiVESTO RAXC4CO REYES, 1&11 mpMlabin tÚI !kh/() df PL4G IO O
SECVESTRO EN GR.4DO DE A UTORES DIRECTOS, romftido m cont ra tk la libertad y
Hgwidad ifldi¡i b al dd mmor PE DRO A LBE RTO DE LEON WUG. POR jWA YORIA DE
VOTOSY rom() ",n'¡ffumáa a la ifl./raairifl & la norma ~flaIIr le¡imp()flf LA PENA DE MUERTE,
la 'IlJf dduro ser ge."Utadp por ti ]JtrZ tÚ Fdrcuaón ""fM,1i1"J pi ag()tam todos fIN retursos qJtf la '9' le!
M()rga. ,"

Frente a la decisión judicial, la defensa del señor Raxcac ó Reyes promovió y agotó todos los
recursos disponibles en la jurisdicción interna, sin encontrar una respuesta satisfactoria para la
protección de los derechos de la víctima.

El 28 de enero de 2002, el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (en adelante
CEJIL), el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala (en adelante,
ICCPG) y el Instituto de la Defen sa Pública Penal de Guatemala (en adelante el IDDPG) - en
adelante los rep resentantes de la víctima - presentamos una petición ante la Comisión
Inreramericana de Derechos Humanos - en adelante, "la Comisión", " la Comisión
Interamcricana" o "la CIDH"- por la condena a muerte del señor Raxcac ó Reyes con tra el
Estado de Guatemala - en adelante "el Es tado" o "el Es tado guatema lteco"-.

1 Tales pc[so~as fueron; jo rge Mano 1'lurga Rodríguez y Hugo JIumberto Ruiz Fuentes.
Z Tnbunal Sexto de Sentencia Penal, Narcoactividad y D elitos contra el Ambiente, Sentencia de 14 de mayo de
1999 contra Rona ld Ernesto Raxcacó Reyes.
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Los peticionarios ante la Co misión Interamecicana, alegamos que las sucesivas reformas
legis lativ as al de lito de secuestro ampliaron la cobertura de la pena de muerte más allá de lo que
era la ley vigen te al momento de la ratificación de la Convención Americana por parte del
Estado de Guatemala. También denunciamos la falta de un proceso interno para solicitar
indulto, demencia o conmuración de la pena en contradicción con el artículo 4.6 de la
Convención Americana. Solicitamos a la Comisión que declarara que el Estado de G uatemala
había violado en pe rjuicio del señor Raxcac ó Reyes los derechos contemplados en los artículos
1.1, 2, 4, 5, 8, 25 Y 10 del citado ins tru me nto y; en razón de ello, le exhortamos a recomendar
al Estado que suspendiera la ejecución del señor Raxcac ó Reyes hasta que la Co misión haya
tenido op ortunidad de examinar el caso, e igualmente que se recomendara al E stado que le
concediera al sed a r Raxcac ó Reyes un nuevo juicio con todas las garantías del debido proceso
que pueda llegar a una sen tencia acorde con las normas de la Convenció n.

El 9 de octub re de 2002, la CID H aprobó el Informe de Admisibilidad No. 73/02, y el 2 de
enero de 2003, los peticiona rios presentamos nuestros argumentos de fondo, solicitando en el
mism o escrito que se incluyera como 'víc tima al señ or H UG O H U1-1BERTO RUIZ
FUENTES, quien fuera juzgado y condenado junto con el señor Raxcac ó Reyes, señ alando
que la defens a del señor Ruiz había sido no tificada el 12 de diciembre del año 2002 de la
resolución judicial que le rechaz ó el Recurso de Amparo que presentó para evitar la condena a
muerte y que las circunstancias que rodearon su condena eran exactamente las mismas que las
del señor Raxcacó Reyes.

El 8 de ocrubre de 2003, la Ilustre Comisión aprobó el informe de fondo 1\:0 . 49/03, en el
cual hizo una serie de recomendaciones al Estado. En dicho informe, la Comisión rechazó la
inclusión de una nueva víctima considerando que hab ía operado la preclusi ón, " toda vez que la
oportunidad procesal para estudiar y decidir sobre dicha cuestión era la etapa de admisibilidad
que en el present e caso precluyó con el Informe de Admisibilidad No. 51/02 emitido el S de
octu bre de 2002. Conforme a la solicitud de los peticionarios, la defensa del señor Ruiz habría
sido notificada de la resolució n judicial por medio de la cual se le rech azó el recurso de amparo
el 12 de diciembre de 2002, esto es, una ve? prccluida la etapa en la que se discutieron los
asuntos relativos al cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 46 de la Convención
y ea que se habría garantizado el derecho de defensa del Estado en esa materia" En
consecuencia, dado que se tra ta de una situación ind ependiente, la Comisión instruye a la
Secretaría Ejecu tiva a que compulse copias de las actuaciones que obren en el expediente que
se refieren al señor Hugo Humberto Ruiz Fuentes y, en aplicación del articulo 24 del
Reglamento, dado que se encuentran presente s los requisitos para tal fin, inicie la tramitación
de una petición indcpendienre'".

Habiendo tran~l."Urrido el plazo de do s meses concedido s al Estado para el cumpli miento de
sus recomendaciones, a solicitud de éste, la Comis ión le concedió el 19 de marzo de 2004 una
prórroga de tres meses.

El 15 de junio de 2004, los representantes de la víctima dirigimos a la Honorable Comisión un
informe sobre la falta de implementación de las recomendaciones por parte del Estado y le

~ CIDH, Rona/dErnuttJ Rax.ao'Ó 10'tJ- Gllatema/a, Caso 12.402, Informe de fondo 29/03, párr. 29, 30.
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exhortamos a solicita r in formaci ón concre ta al E stado antes de concede rle una nueva. ,
prorroga.

E11 7 de junio de 2004, la Comisión concedió una nueva prórroga de tres meses al E stado para
que atendiera sus reco mendaciones. En dicha not a la Ilustre Comisión solicitó al E stado que
info rmara durante el lapso de la prórroga ororgada za, cada tres semanas, sobre el
cumplimiento de las recomendaciones formuladas en el In forme No. 49;03, en particular, de
las referentes a la conmutación de la pena impuesta al señor Raxcac ó Reyes y a sus condiciones
de detención.

E l 20 de agosto d el mismo año, los rep resen tantes de la víctima n uevamen te dir igimo s una
comuni cación a la CID H se ñalando la falta de cum plimiento de las sus recomendaciones y
solicitándole el envío del caso a la Co rre.s

El 29 de sep tiembre de 2004, la Comisión Interamericana de Derec hos Humanos presentó a la
Corte Interamericana de D erechos H umano s - en adelante " la Corte IDH", " la Honorable
Corte" o "la Corte In teram ericena" - una demanda contra el E stado de Guatemala co nforme a
lo dispuesto en el artículo 51 de la Convención Americana sobre D erechos Humanos - en
adelante "la Convención Americana" , "la Convención" o " la CAD H"- como consecuencia de
la im posici ón de la pena de muert e contra: Ronald E rn esto Raxcacó Reyes po r la comisión del
delito de secuestro.

En su demanda, la Comisión consideró que el Estado de G uatemala ha bía incurrido en
violación de los derechos a la vida (artículo 4), a la in tegridad personal (artículo S), a las
garantías judiciales (artículo 8), }' a la protección judicial (artículo 25), todos ellos de la
Convención Americana, en relación con la obligación general de respeto y garantía de los
derech os humanos y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno establecidos en los
artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en razón de la imposición de la pena de muerte al
señor Raxcacó Reyes PO! la comisión de un delito para el cua l dicha sanción no se encontraba
prevista en la ley al mom ento en que el E stado ratificó la Convención Americana.

2. O b jeto de la demanda-

Sobre la base de los argumentos y pruebas que serán presen tados en el transc urs o del litigio
ante la H onorable Corre, los representantes de la víc tima, en aten ción a los requerimientos de
ella y de sus familiares, solicitamos a la Corte Interame ricana que co ncluya y declare que:

1· E l E stado de G ua temala es responsable de la violació n de los derechos consagrados en
los artículos 4(1), 5(1), 5(2), 8(1) r 25, así como del incumplimiento de la obligación
general contenida en el artículo 1(1) de la Convención, por haber sentenciado al señor
Raxcac ó Reyes a la pena de muerte. El Es rado senten ció a la víctima a una pen a de
muerte obligatoria, sin ninguna consideración de sus circuns tancias individuales. La

~ Escrito presentado por los peticionarios ante la CIDH, & na/d Emato Raxctl/:ó~'U - Gua!emah, Caso 12.402, 15
de junio de 2004. Viaít, Anexo 13 del presente: escrito.
5 E scrito present ado po r los peticionarios ante la CIDH, & nald E mes/() Raxcaai Rqes - GllaumaIa, Caso 12.402, 20
de agosto de 2004. V/ase, Anexo 14 del presente escrito.
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imposición automática de la pena no contó con ningún análisis - fund amentado en los
principios que orientan la pena - para determi nar de man era razonada cuál era la fo.rma
adecuada de castigo según las circunsta ncias particulares del caso; por lo que la
ejecución de la víc tim a, configuraría una muer te arb itraria a man os del E stado;

2- E l Estado de Guatem ala es responsable de la violación del derecho establecido en el
artículo 4 (2) de la Convención en relación con las obligaciones generales contenidas en
los articule s 1(1) y 2 del mismo instrumento, en perjuicio del señor Raxcacó Reyes, por
haber extendido la aplicación de la pena de muerte a un delito para el cual la le)' no
preveía dicha sanción al mom ento que Guatemala. ratificó dicho instrumento;

3- El Estad o guatemalteco es responsable de la violación del derecho establecido en el
artículo 4(6) por haber negado al señor Raxcac ó Reyes el derecho a solicitar la amnistía,
el indulto o la conmutación de la pena de muerte, ya que no existe en la legislación
interna un procedimiento que garantice , de manera efec tiva, el ejercicio de ese derecho;
asi como por no haber resuelto aún el recurso de indulto interpuesto por el Señor
Raxcac ó Reyes, a pesar de la falta del proc edimiento pertine nte para ello.

4~ El Estado es responsable de la violación del derecho a la integridad personal
consagrado en el articulo 5(1) y 5(2) en perjuicio del Señor Raxcacó Reyes por haberle
impuesto pena de muerte obligatoria, así como por estarlo sometiendo al fenómeno del
corredor de la muerte y a adversas condiciones carcelarias de detención que
cons tituyen formas de tratos crueles, inhumanos o degradantes.

5- El Es tado de Guatemala es responsable de [a violación en perjuicio del señor Raxc ac ó

Reyes del derecho al debido proceso legal con las debidas garantías judiciales, por
haberle negado el derecho a un juez o tribunal indep endiente e imparcial, el derecho de
defensa y de presentar pruebas, asi corno el derecho de recurrir en forma efectiva ante
un tribunal superior, consagrados en los artículos 8(1), 8(2)(c), 8(2)(d) r 8(2)(h) de la
Convención Americana, respectivamente..

6- E l Estado es responsable por la violación del derecho a la pro tección judicial,
consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana en perjuicio del señor
Raxcac ó Reyes por no haber tenido acceso a una revisión efectiva de su sentencia, para
determin ar si la pena de muerte es el castigo adecuado según el caso particular.

7- E l Estado de Guatemala es responsable por haber violado la obligac ión general
contenida en el artículo 1(1) de la Convención Americana en perjuicio del señor
Raxcac ó Reyes por no haberle garantizado el respeto de los derech os proptegidos por
el citad o instrumento, toda vez que el Estado sancionó leyes contrarias a los estándares
internacionales, aplicó de manera ilegal dichas normas, y contribuyó a desmantelar el
procedimie nto establecido por ley, necesario para la presentación y trámite de las
peticiones de clemencia .

8- El Estado guatemalteco es responsable por haber violado la obligación general
establecida en el ar tículo 2 de la Convención en perjuicio del señor Raxcac ó Reyes , que
establece el deber de adecuar las disposiciones del derecho interno para hacer efectivos
los derechos y las libertades reconocidas en la misma. Tod o ello, por cuanto, el Estado
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por un lad o, no adoptó las medidas legislativas necesarias para garantIZar que el
condenado a muerte tenga la posibilidad de solicitar el indulto, la amnistía o la
conmutación de la pena. de conformidad al artículo 4(6) de la Convención y; por el
otro, adoptó reformas legislativas al articulo 20 1 del Código Penal en clara
contravención a Jo dispuesto en el artíc ulo 4(2) de idéntico instrumento.

Como consecuencia de lo anterior, solicitamos a la Honorable Corte declarar que el Estado de
Guatemala debe proceder a reparar efectivamente el daño causado y para evitar la repetición de
los hechos denunciados el Estado debe proc eder a:

1. Otorgar al señor Raxcac ó Reyes las medidas de reparaeton que se solicitan como
consecuencia de los daños sufridos por habe rle impuesto la pena de muerte obligatoria,
así como por el irrespeto a su integridad física y psíquica y a sus garantías judiciales;

2. G arantizar al Señor Raxcac ó Reyes un nuevo proceso judicial aplicando la legislación
pena l que resulte de las reformas que ordene esta Honorable Corte, señalando
expresam ente que bajo ninguna circunstancia el seño r Rax cac ó Reyes puede ser
condenado a muerte;

3. Adoptar las medidas legislativas y de otra índole necesarias para garantlZar que a
runguna persona le sea impu esta de manera obligato ria la pena de muerte en
Guatemala;

4. Adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para garantizar que
la pena de muerte no se aplique a delitos que no la contemplaban al momento de la
ratificación de la Convención Americana;

5. Ado ptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para garantizar la
solicitud de amnistía, indulto o conmutación de pena por las personas condenadas a
mu erte en consonancia con 10 permitido por la Convención Americana;

6. Adoptar las medidas legislativas r de otra índole que sean necesarias para garantizar la
efec tividad en Guatemala del derecho a la integridad personal y a un trato humano, en
lo que respecta a la pena de muerte obligatoria, al fenómeno del corredor de la muerte
y a las condic iones carcelarias de detención, deb ido a la efectaci ón psíquica y moral que
produ cen en las personas condenadas a muerte.

7. Promulgar una ley especial que regule el sistema penitenciario, po r medio de la cual, se
garan tice a las persona s privadas de libertad el derecho a una ejecución de la pena
compatible con la dignidad del ser humano, de confo rmidad a las reglas minimas
establecidas por los instrumentos internacionales.

8. Promulgar una ley, en virtud de la cual, las personas privadas de libertad puedan
beneficiarse del derecho derivado del principio de pena por trabajo, todo ello, basado
en Jos estándares internacionales relativos a esta materia.
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9. Pagar las costas y gastos legales incurridos por el Señor Raxcac ó Rl-l 'CSy sus familiares
en la tramitación del caso tanto a nive l nacional, como las que se originen en la
tramitación de l presente caso an te el sistema interamericano.

3. I&gllimación y notificaciones

E13! de agosto de 2001 , la víctima otorgó el pode r legal al Centro por la Justicia y el Derecho
Intern acional (CEJ IL), al Instituto de Estudios Co mparados en Ciencias Penales de Guatemala
(lCCPG) y al Institu to de Defensa Pública Penal de Guatemala para que lo represen ten ante la
Corre Interarnericana de Derechos Humanos en este proceso. Para tales fines, actuarán en su
representación los abogados: Viviana Krsricevic (Directora Ejecutiva de CEJ IL), Soraya Lo ng
(Directora del P rogram a Regional de CEJ IT. para Centroam érica y M éxico}, Leonardo A.
Crippa (Abogado de CEJIL) y Alejandro Rodríguez (Abogado del IEC CPG).

Los representantes de la víctima, solic itamos de manera aten ta a la H onorable Corte, que las
notificaciones res pecto de este caso se en víen a la siguiente dirección:

Doctora Viviana Krstícevic/Doctora Soraya Long
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJ IL)
250 metro s al sur, y 75 metros al este del Cen tro Cultural Mexicano
Casa Amarilla, portón negro, Sao Pedro de Mo nres de O ca.
San José, Costa Rica
T eléfono ' (506) 280-7473
FaX' (506) 280-5280

4. Competencia

La Honorable Corte es competente para conocer el presente caso sometido a su consideración.
El Estado de Guatemala ha ratificado la Convención Americana el 25 de mayo de 1978 y
acep tó la co mpetencia contenc iosa de la H onorable Corte el 9 de marzo de 1987. Según el
artículo 62(3) de la Convención Americana, la Corte In teramericana es competent e "l...1para
conocer de cualquier caso relativo a la interpretaci ón y aplicación de las disp osicio nes de esta
Convención qu e le sea sometido, siem pre que los Estados partes en el caso hayan reconocido
o reconozcan dicha competenc ia [. . .]"

11. FUNDAMEN T OS DE H ECHO

1. La co ndena a muerte del sd iot RaxcacÓ Reyes

En el apartado correspondiente a este tema de la demanda de la Co misión Interamcricana, la
misma hace alusión a los hechos que se desprenden de la prueba documental. No es intención
de los representantes de la víctima reiterar lo señalado por la Comisión, lo cual co mpartimos
en un todo, pero quisiéramos hacer algunas precisiones que también surgen de la pru eba
documental aportada en su momen to a la Comisión Inreramerican a y ahora a la Corte.
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1- El niño Pedro Alberto de León Wug fue secuestrado el S de agosto de 1997, mientras
se encontraba en la patada d el bus escolar junto co n su m adre. Los autores del
secuestro subiero n al niño a una camioneta pick up roja y luego exigieron a su familia
un millón de quetzales para devolverlo.

2- Al día siguiente , el niño fue liberado por investigadores adscritos a la Sección
An tisccuestros y Extorsiones de la Policía Nacional Civil.

3- La policía estableció como presuntos respo nsables del secues tro a Jorg e ~vlarto Murga
Rodríguez, Hugo Humberto Ruiz Fuentes, Carlos Manuel Garcia Morales, O iga Isabel
Vicent e y RonaJd E rne sto Raxcacó Reyes.

4- E l 20 de abril de 1999, el Tribu nal Sexto de Sentencia Penal, N arcoactividad y Delitos
contra el Ambiente realizó la audiencia para establecer la inocencia o culpabilidad de
los proce sados, sindicados por el delito de Plagio o Secuestro.

5- La defensa del seño r Raxcac ó Reyes interpuso en dicha aud iencia dos incidentes: el
primero de de tención ilegal, ya que fue detenido en otro lugar en compañia de su
esposa r por personas de particular; yel segundo, de falta de objetividad en el actuar
del órgano investigador, por no investigar pruebas de descargo. Los abogados
defensores de los otros imputados compartieron estos incidentes y presentaron otros.

6- E l T ribunal resolvió admitir para su trámite los incidentes planteados por los
defensores que se refieren a la detención ilegal de los acusados, los que resolvería al
dictar sentencia6

•

7- En las conclusiones del deba te, la defensa del señor Raxcac ó Reyes manife stó que en
ningún momento se probó la participación de su patrocinado, por lo que solicita que se
declare con lugar el inc iden te y que se dicte una sentencia absolutoria.

8- El 14 de mayo de 1999, el Tribunal dictó sentencia condenando a muerte al señor
Raxcac ó Reyes, señalando que él y los otros imputados fuero n de tenidos
flagranremente y puestos a disposición de la autoridad judic ial. En lo que se refiere al
señor Raxcac ó Reyes, el Tribuna l afirmó que participó en el secuestro del niño y que se
encontraba en el inmueble donde luego fue rescatado: " ...donde se encontraba usted, )'
al verlos grito allí viene la policía y entonces escaló la pared que da hacia atrás, teniendo
us ted un n iño en los brazos y se le incautó en la mano derecha una pistola . . . , el menor

~ En el acta de debate co nsta qu e el señor Raxcac ó Reyes se abstuvo de declarar. Se escucharon varios testigos de
cugo y de scargo . Entre los primeros están los agente s po liciacos que participaron en el rescate del menor,
quienes coincidieron en destacar la ubicación de la casa donde hallaron al menor, indi cando que dos individuos
querían fugarse - reñrí éndose a Ronald Ernesto Raxcacó Reyes y a Hugo Humberto Ruia Fuentes -, sallando por
una pared hacia atrás de la casa, cayendo en un terreno baldío dond e fueron apresados po r otros agentes .
Señalaron que el seño r Raxcac6 Reyes tenía una niña como de un año en br azos y un arm a en el cincho. Los
testigos de descargo (la madre del señor Raxcacó Reyes entre dios), en rérminoa generales manifestaron q Ul':

vieron cuando el señor Raxcacó Reyes y su esposa OIga Isab el Vicente fueron metidos violentamente, por
ho mbres arm ados, en dos carros. El 7 de mayo de 1999, como parte del pro¡;eso penal, el Tribunal realizó un
reconocimreerc judicral en el inm ueble donde fue enco ntrado el menor secuestrado. Constataron que se trata de
un in m ueble de d os niveles, con ven tanas con balcones, y que la pared ua~ra que da a un lote tien e una altura
aproximada de siete metros.
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que usted tenia en sus manos era su hijo y de OLGA ISAB EL VICENTE." Con
relación a las declaraciones de los testigos de descargo, el T ribunal señaló: <CA
preguntas formula das, respondió que su hijo y su nuera tenían aproximadamente de
vivir en esa casa, como veinte días. D e estas declaracione s, se extrae contradiccio nes
serias, en el sentido de que la madre del acusado manifiesta que la pareja (Ronald
Ernesto Raxcac ó Reyes y O iga Vicent e) tenían vein te dias de v ivir en esa casa, en tamo
que lo informado por la testigo Susana Tinri, indicó que tenían como tres meses de
vivir en esa casa. Ad emás, se desprende que lo informado por Susana Tin o y María
Alicia Siq uics Tepcu, con tradicción en cuenta a que el vehículo en que se dice
observaron ellas q ue fue ron introducidos los acu sados, una de ellas manifiesta que era
una panel de color azul. y la otra se refiere a un pick up azul de cuatro puertas, por 10
que el T ribunal resolverá lo procedente en cuan to a la falsedad o no de lo afamado par
las testigos Siqu ies T epeu y Susana Tin ti, y como consecuencia, no les concede valor
probatorio alguno".

9- La cirada sentencia no fue aprobada por votación unánime. Hubo un voto razo nado de
la jueza Silvia Roxana Morales Alvarado, quien manifestó que la Convención
Americana sobre Derechos Huma nos tiene preeminencia sobre cualquier no rma legal
en materia de derechos humanos, incluyendo, por supuesto al ordenamiento penal
vigen te, y que el decreto vigente relativo al delito de secuestro constituye una
ampliación del tipo penal co ntenido en el artículo 200 1 del Código Penal.

10- Como bien lo señala la Ilustre Comisión en su demanda, el señ or Raxcac ó Reyes apeló
la citada sentencia pero el 13 de sep tiembre de 1999, la Sala Cuarta de la Corte de
Apelaciones rechazó su recurso de apelación especial; el 20 de J unio de 2000. la
Cámara Penal de la Corte Suprema declaró improcedente el recurso de casación
interp uesto; y el 28 de Julio de 2001, la Corte de Constitucionalidad le rec hazó un

recur so de amparo. En todos los casos el señor Raxcac ó Reyes reclamaba la violación
por parte del Estado de Guatemala de la norma co nsagrada en el Articu lo 4.2 de la
Convenci ón debido a la ampliación de la pena de muerte a delito s que no la tenían
impu esta al momento de ratificar el Estado la Convenció n Americana.
Consecuentemente pedía la no aplicación de esa pena, tal y como ya había sido resuelto
en casos similares por parte de otros tribunales gua temaltecos de la misma jerarquía
que los nombrados.

11- E n ma yo de 2000, el Congreso de la República aprobó el decreto 32-2000, por medio
del cual, derogó el D ecreto Legislativo 159 que estab lecía el mecani smo de las
peticiones de clemencia ante el Presidente de la Rep ública .

12- Al mome nto de confirmarse la sentencia definitiva contra el señor Rexcac ó Reyes, el
procedimiento para el pedido de co nmutación de pena o d emencia ante el Presidente
de la República de Guatemala había sido derogado. Aún así. el señor Raxcacó Reyes
presentó una solicitud de indulto el 19 de mayo de 2004, sin que a la fecha haya sido
resuelto 7

•

1 Recurso de Indulto interpuesto por Ronald Ernesto Raxcacó Reyes ante el Ministerio de Gobem ación de la
Rep ública de Guat emala, 19 de mayo de 2004. Via.r" Anexo 12 del presente escrito.
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A. La leg islación interna sobre la p ena de muerte

Ames de la en tra da en vigor de la Convención Americana so bre D erechos Humanos, el
Código Penal guatemalteco de 1973 (enmendado en 1994) establecía en su artículo 43 que la
pena de muerte rendri a car ácter ex traordinario. Al mi smo tiempo, disponía que tal pena no se
aplicaría sino después de agotar se todos los recursos legales y só lo podría ap licarse en los casos
expresamente con signados en la ley. en ese momento el homicidio con agravantes del
Presid ente (o del vicepresidente en fun ciones) o de un familiar dir ecto del acusado y la
violación de una niña menor de 10 años.

E n la Constitución de 1985 (enmendada en 1993), artículo 18, se estableció que la pen a de
muer te no se puede imponer cuando la inculpación se ha basado en prueba s circun stanciales a
mujeres, a mayores de 60 años, a personas culpables de delitos políticos y comunes conexos
con los político s, o a personas a quienes se les ha concedido la extra dición con la condición de
que no se les aplicará la pena capital. La condena solo puede ser ejecutada después de que se
hayan agota do todas las vías para recurrir la pena. La Cons titución especifica que el Congreso
de Guatemala puede abolir la pena de muerte.

Cuand o se estaba deba tiendo la Constitución de 1985, Mo nseñor Próspero P enados, arzobispo
de G uatemala, el Rector de la Universidad de San Carlos )' algunos miembros del Congreso
solicitaron la abolición total de la pena de muerte, basándose en razones tales como los valores
cristian os, la po sibilidad de error y la tendencia inte rnacional a la limitación de la pena.
Empero, otros grupos realizaro n campañas públicas a favor del mantenimiento de la pena
capita l, en especial para el delito de secuestros.

Mediante Decre tos 38-94; 1995, 14-95; Y1996, Y 81-96, el Congreso de la República amplió la
cobertura de la pena de muerte para aplicarla, no solamente a secuestros resultantes en muerte
de la v íctima, sino también a secues tros que no den como resultado la muerte, así como a los
delitos de ejecución extrajudicial y desaparición forzada, que no habían estado tipificados en la
legislación interna en el momento de la ratificación de la Convención Americana por parte de
Guatemala, el 25 de mayo de 1978.

Los delitos que actualmente contemplan la pena de muerte como sanción 5 0 0
9:

1- Parricidio, ar tículo 131 del Ctldigo Penal.

2- Asesinato, artículo 132 de l Código Penal.

3- Ejecución Extrajudicial de menor de 10 años o mayor de 60 años, articulo 132 bisdel
Código Penal.,

H Aranistia Internacional, ' 'CuaI:lM ti 1/ Estado ti qUl 11Iattl . . .1.N dmehol humanolJ'mIfr a la pma Ik m,mu'; ED.\I,
Madrid, .-\br:iJ de 1989, pág_172.
? En este sentido véase Rod ríguez Alejandro. "Ls Pena dl A1ulrtt lJl Gllat!ma/a, un trtudio politiM minina/, cnminológicoy
dogmátiro", Guatemala, Abril de 2003, pág. 111 Yss.
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4- Violación calificada de menor de 10 a ños, artículo 175 del Código PenaL

5· Plagio o secuestro, ar tículo 201 del Código Penal.

6- Desaparición forzada de pe rsonas cuando la víctima resultare con lesiones gra-ves
gravísimas, trauma psíquico o psicológico permanente o falleciere , artículo 201 bis del
Código Penal.

7- Magnicidio, artículo 383 del Código Penal.

8- En la ley de narcoacnvidad se contempla la pena de muerte en el artículo 52, el cual
señala: "Delitos cualificados por el resultado. Si como consecuencia de los delitos
tificados en esta ley, resultare la muert e de una o más personas, se aplicará la pena de
muerte o treinta años d e prisió n , según las circunstancias d el hecho" .

D e los delitos señalados mas arriba, algunos contravienen el articulo 4.2 de la Convención
Am ericana, que prohíbe la extensión de la pena de muerte hacia nuevos de litos . Los delitos
qu e preveían la pena de muerte en el Código Penal antes de la ra tificación del Pacto de San
José eran parricidio, asesinato, violación calificada de menor de 10 años, plagio o secuestro con
resultad o de muerte de la víctima y el magnicidio.

Por 10 tan to, resulta contrario a los compromisos intern acionales en mater ia de derechos
humanos el que G uatemala haya extendido la aplicación de la pena de muerte a los siguientes
casos:

1. Delito de E jecuci ón Extrajudicial, cuando la ..ríctima tenga menos de diez años de edad,
el cual fue aprobado por el ar tículo 1 del D ecreto 4&-95 del Congreso de la República.

2. Secuestro sin resultado de muerte de la víctima, reformado por el ar tículo 1 del
Decreto 81-% .

D esaparición Forzada que fue aprobado por el artícul o 2 del D ecreto 48-95.

Artículo 52 de la Ley de N arco tráfico, D ecre to 48-92 del Congreso de la República,
que estab lece que si como consecuencia de los delitos que ella contempla (siembra y
cultivo, posesión para el consumo, tráfico internacional) resul tare la mu erte de una o
más personas, se aplicará la pena de m uerte o trein ta años de prisión.

Con respecto al delito de plagio o secuestro, su desarrollo hasta la figu ra delictiva acrual ha
tenido cuatro etapas;

1. Con el D ecreto 17/ 73 del año 1973, tal pena sólo era aplicable cuando "con motivo u
ocasión del plagio o secuestro, falleciere la pe rsona secuestrada".

2. Co n el D ecreto 38/ 94 del año 1994 que modificó el anterior, y estuvo vigente desde el
18 de mayo de 1994 hasta el 5 de mayo de 1995. Según éste, la pena de muerte
resultaba aplicable en los casos en que el secuestrado era pe rsona me nor de 12 o mayor
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de 60 años d e ed ad y en el que el secuestrado fallecie ra o resultara con lesiones graves ()
gravísimas o con trauma psíquico o psico lógico permane nte. E l precepto contemplaba
además la po sib ilidad de arrepentimiento del autor de l ilícito, concediéndole en tal caso
el beneficio de la atenuación de la pena.

3. Con el D ecreto 14/ 95 del año 1995, vigente desde el 6 d e mayo d e 1995 , la pena de
muerte se ap lica a to dos los au tores del delito d e p lagio o secuestro sin la apreciación
de ninguna circunstancia atenuante.

4. Y finalmente, su estado actual, confo rme al Decreto 81/96, que señala que se
condenará a m uer te a los autores materiale s o intelectuales del delito de plagio o
secuestro de una o más personas, co n el p ropó sito d e lograr rescate, canje d e person as
O la toma de cualquier dec isión contrario a al vo luntad del secuestrado o con cualquier
decisi ón contraria a la voluntad del secuestrado o con cualquier otro propósito similar
o igual, se les aplicará la pena de muerte y cuando ésta no pueda ser im puesta, se
aplicará prisión de veinticinco años. E n es te caso n o se ap recia rá ninguna circunstan cia
atenuante.

La pena de muerte como sanc ión ÚI11ca sólo se desconoce por las excepcIones
generales a dicha pena previstas en el artículo 43 del Código Penal, que establece:

[ ..J l/Opodrá impo7l ffSe la pena de muerte: 1. Por ddiws polititrJS; 2. Cuando la rondma se¡lindamente l!I

prrsJtnciMts; 3. A nlsg'ms; 4. A fI<lfOilU tn'!yort! de setenta aios; 5. A personas <:tt)'d ex /radidó" ha)'d sido
roncedida bqjo 1St; /;(!fIdiáón.

B. Las peticiones de clemencia ante las autoridades internas

En mayo de 2000, el Congreso de la República aprobó el Decreto 32-2000, por medio del cual
derogó el Decreto Legislativo 159 que establecía el mecanismo de las peticiones de clemencia
ante el Presidente de la República. La divulgación de la derogatoria creó una confusión en los
medios juríd icos, puesto que por algunos se sostuvo que se había derogado la insti tución de la
G racia co mo tal, mientras que pata otros se derogó solo el procedimiento.

Pese a la derogato ria, el Presidente recibió y valoró varias solicitu des de ind ulto. Así, a fines de
mayo del 2000, conmutó la sentenc ia de muerte impuesta a Pedro Rax Curcl, indígena
condenado a muerte por ases inato, cuya caso había sido som etido ante la Comisión
Interamericana. E l Preside nte Portillo justificó su actuar en la existe ncia de serias
preocupaciones con res pecto al de bido proceso~ pero también rechazó las peticiones hechas
por Ferm ín Rarnírez, ..Amilcar Cetin P ércz y T omás Cerrare H crn ández, pese a que
MINUGUA confirmó la existencia de graves irregularidades en los procesos judiciales. Cetín y
Cerrare fueron ejecutados mediante inyección letal el 29 de junio de ese mismo año .

Lo ciert o es que actualmente exis te en G uatemala un vacío jurídic o, pero para los detracto res
de la pena de muerte se es tima que ello no es un obstáculo para que el Presidente de la
República conozca de las peticiones de indulto y las trami te.
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Cabe señalar también q ue el Decreto 159 ya se encontraba fue ra de vigencia cuando el
Congreso procedió a emitir su derogatoria en el20001U

• En efecto , en Opinión Consultiva de
22 de sep tiem bre de 1993, la Corre de Cons titucionalidad había señalado que no existía en
Guatemala ninguna ley vigen te que indicara la forma en que debía rrami tarse el indulto, pero
que el Pre sidente se encontraba o bligado a co nocer de una so licitud por virtud de la
Convención America na sobre D erechos Humanos. tt

C. La e jecución de la pena de muerte

Se conocen al menos cuatro ejecuciones de la pena capital en 1975 por delitos penales". En
1982, el régimen del G eneral Ríos Mo ntt creó mediant e Decreto los tribunales militares
especiales, facultados para im poner la pena de muerte por una amplia gama de delitos
políticos". Estos tribunales ese mismo año ordenaron la ejecución de cuatro personas y al año
siguiente de once; las prueb as contra los ejecutados presentaban graves incongruencias y hubo
fuertes ind icios de que habían confesado bajo tortura. La mayoría de ellos no dispuso de
abogado defensor y no se ins tituyó un procedimiento de apelación hasta la proliferación de
protestas internacionales tras las primera s ejecuciones practicadas en aplicación del decreto" .
Tras la abolición de los tribunales militares en 1983, no se ejecutaron má s p enas de muerte
hasta 1996, cuando en medio del temor renovado de los ciudadanos por el elevado índice de
criminalidad se gencró un debate sobre la pena de muerte. Así, fueron ejecutados por un
pelotón de fusilamiento , p ese a la adopción de medidas cautelares por la Comisión
lnteramen cana", Roberto Girón y Pedro Castillo el 13 de septiembre de 1996 por la violación
y mu erte de un a niña de cuatro años. Al no morir por los disparos del pelotón del fusilamiento,
uno de los hombres recibió un tiro de gracia. Las ejecuciones fueron televisadas en directo y
esto provocó la condena del Estado guatemalteco por parte de la comunidad internacional".
La repugnancia generalizada por parte de la sociedad guatemalteca tambi én provocó que el el
gobierno enviara a los Es tados Unidos una delegación para que estudiara las ejecuciones
mediante inyección letal, sistema considerado por alguno s como más moderno y humano; es
así como luego el Congreso aprobó la inyección letal como método de ejecución de la pena
capital 17. EllO de febrero de 1998, se llevó a cabo la primera ejecución por inyección letal
(Manuel Martinez Coronad o, campesino indígena chortí, condenado por asesinato) y
posteriormente el 28 de junio de 2000, se llevaron a cabo las ejecucione s de Luis Amílcar Cetil

11) Sob re este particular, la Comisión Nacional para el Seguimie nto}" Apoyo al Fortalecimiento de la Justicia, en
carta abierta publicada el 26 de jun io de 2000, reco rdó que la deroga toria expresa del Decreto 159 en nada
afectaba la vigencia de la gracia. establecida por la normativa constitucional, la legislación ordinaria y la vigencia
del Pacto In ternacional de Derechos Civiles y Policicos, }" de la Coo\'"ención Americana.
t1 V iau, Anexo 2 del presem e esco ro.
12 Arrmistia Internacional, op_ cit . supra4, pág_ 172_
Il Cabe señalar que el régimen represivo que imperaba en ese momento utilizaba la muerte como arm a, sin las
fo rmalidades de los procesos judiciales, a través de una po lítica de Estado de ma sacres }' tier ra arrasada [Cfr.,
Comisión de Esclarec imiento His tórico, ''Mmw iat iY/ il4/'1dQ ': Primera edición, G uatemala, 1999, párr. 1792 y
4009].
H Amnistía Intern acion al, op. cit. JJ/j)ra 4, pág. t 72..
1; O sea, que suspe ndiera la ejecución hasta que la Comis ión estudiara si las actuaciones qu t': desembocaron en las
condenas a muerte. La Co misión debía verificar si se protegía los derechos humanos establecidos por la
Convención ..Americana [Rodríguez, Militza, ' 'Ei C4fUl rtQg=t""a/t~ctJ t1l1tt /o Cone 11l~.."tUi(,1/t1/Y lo AboJiaifr. d, la Pena de
Mutrtt", IECCPG , Observador Judicial, N° 45, Setiembre y Octubre de 2004].
16 1bid.
17 l bld.
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P érez y Tomás Cerrare Hemández bajo el nusmo m étodo". Estas han sido las últimas
personas ejecutadas.

Po r de cisión del 31 de octubre de 2000,1\1 la Corte de Constitucionalida d declaró inaplicable la
pena de muerte en aquellos casos de secuestro en donde la víctima no hubiese fallecido . En
ese momento, la Corte consideré que la modificación del delito de plagio o secuestro constituí a
una extens ión de la pena de muerte h acia un d elito que no la tenía contemplada al m omento de
la entrada en vige nc ia de l Pacto de San J osé. Sin embargo, la citada Corte revirti ó su decisión
pOI sentencia del 28 de juni o de 2001, precisamen te en el caso de Ron ald Ernesto Raxcac ó
Reyes, d onde afirma que la ap licación de la pena de muerte al secuestro sin resultado de muer te
de la víctima no ....iola la Convención Americana, pues el delito ya se encon traba vigente antes
de 197821

:1. En varias ocasiones, la Corte de Constitucionalidad se ha pronunciado con firmando
la imposición de pena de muerte en los delitos de secuestro sin resultado de muerte.

En julio de 2002, en el marco de la tercera visita del Papa Juan Pablo II al país, el presidente
Alfonso Portillo anunció su oposición personal a la pena de muerte y manifestó que intentaría
que durante su mandato no se ejecuta ra ninguna pena de muerte. Asimismo, indicó que
presen taría al Congreso propuestas legislativas pidiendo la abo lición de la pena capital. Estos
comentarios presidenciales genera ron en G uatemala el primer debate en varios años sobre la
pena de muerte, que hasta el momento recibía un fuerte apoyo de la opinión pública y de los
congresistas. En un primer momento el Congreso planteó someter a consulta popular la
propuesta de Panilla , señalando como fecha probable de la misma no-..iembre de 2003, pero
luego emitió un dictamen rechazando de plano la abolición, argumentando que no existían
condiciones políticas para tal efecto.

A pesar de las declaraciones de Portillo, en ese mismo año dos personas fueron condenadas a
muerte, elevando así el número total de personas condenadas con pena capital. Es así como
Guatemala es uno de los países a nivel mundial que pasó de la categoría de países abolicionistas
de facto a país reten cionista de la pena de muerte" , ello fundamentalmente porque el órgano
legislativo del Estado de Guatemala ha promovido a lo largo del tiempo la aplicación de la
pcna de muerte como principal medio para enfrentar algunas formas dc criminalidad. Al haber
reanudado en 1996 la aplicación de la pena de muerte, Guatemala volvió a la situaci ón de un
Es tado que mantiene y ejecuta la pena capital, contra la tendencia abolicionista existen te en la
materia.

La Misión de Verificación de Naciones Unidas para Guatemala ít-fl NUGUA) ha seguido de
cerca los casos relacionados con la pena de muerte como parte de su mandato oficial de
verificación y ha expresado su preocupación por violaciones de las garantías sustantivas y
procesales en sus diferentes informes. l\UNUGUA ha mantenido un moni toreo constante
sobre la situación de los condenados a muerte desde el restablecimiento de las ejecuciones

18 En este sen tido , véase Amnist ía Inte rnac ional, "Guaumala: Trar la viJita dll Papa, J( abrt ¡,¡napuma a la abolicilJll dt
la pena deIml(rtd '~ Londres, Septiembre de 2002.
l~ Via.1t, Anexo 1 del presente escri to.
20 Corte de Con stitucionalidad de G uatemala, Sentencia de 28 de junio de 2001 contra Ro nald Ernesto Raxcac ó
Reyes.
:1 Consejo Económico y Social, EJ2000/3, ''PTt"ncilJn dd DditQJ Jrmiria Pmal, la pma lapitalJ la apJi=ilin di lar
l ak 'ag;tardiaJ para !pulItizar la Pr'QUcdÓIl dI 1M dmdNl di /01 ¡"()lId~/I(ldQl e la /J(lItJ d~ lIftJrT1t ' : In fonne del Secretario
General, 31 de mano de 2000.
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capitales en septiembre de 1996. En su décimo tercer informe sobre Derechos Humanos,
co m prendido entre julio d e 2001 y ju nio de 2002, expuso que desde 199 6 se sen tenciaron a
muerte a 87 personas y se ejecu taro n a cinco" . E n 1999, MI!': UGUA escrib ió un in forme
sobre una encuesta a los condenados a la pena capital. la cual arrojó que 27 personas habían
sido condenadas a pena d e m uerte, de un to tal de 47 casos q ue en 1999 se encontraban
pendientes ame los tribunales de justicia."

Además, según ~!I~UGUA, "[e]n la mayoría de los casos hay problemas jurídicos
suficiente mente graves como para justificar una moratoria que de semboque en la abolición de
la pena de m uerte. Sin embargo, el G ob ierno no ha cumplido la promesa del P residente
Portillo de tratar de establecer una mora to ria.,,24 En su informe, MINUGUA también
manifestaba que no estaba claro cuál es la instancia de apelación para suspender la aplicación
de la pena de m uerte."

A la preocupación de MIN UG UA habría que sumar la que atañe a los casos donde los agentes
estatales practican la tortura para forza r a las personas a auto inculparse y eventualmente esto
puede derivar en penas de m uert e. En relación a la presencia de actos de tortura en
Guatemala, el Comité contra la Tortura de Naciones Unidas emi tió en el año 2000l(,
conclusiones y recomendaciones en relación a la incidencia de la tortura en este país habiendo
examinado previame n te el tercer informe periódico de G uatemala" .

El Comité expresó en dicho informe gran preocupación por el incremento de los casos
verificados de tortura y de tra tos crueles inhumanos y degradantes en relación a la situación
que existía cuando el mismo Comité examinó el segundo informe periódico an terior. Así
mismo, transmitió la preocupación de que los principales responsables de esas vi olaciones
fuesen agen tes de la Policía N acional Civil, en especial de su Servi cio de Investigación
Criminal. También hizo referencia a la defectu osa tipificación del delito de tortura en el
articulo 201 bis del Código Pena l y a la ausencia de procedimientos sistemáticos de examen
periódico de la aplicación práctica de las normas e instrucciones, métodos y prácticas de
interroga torio y de las condicione s de tratamiento de las personas privadas de libertad. El
Comité a su vez estableció que en el tratamiento de los internos en establecimientos
penitenciarios, incluidos aquellos de alta seguridad, se deben obse rvar las Reglas mínima s de las
Naciones Unidas para el tra tamiento de los reclusos .

D . E l debate actual en tomo a la pena d e muerte

Aproximadamente, un 85% de la población guatemalteca, según sondeos de opinión realizados
por med ios de comunicación, está a favor de la pena de muerte. La mayoría de los diputados
del Congreso de la Republica comparte este punto de vista .

Los principales argumentos que se utilizan en el deba te sob re la abolición o no de la pena de
muerte son los altos índices de violencia que sufre el país. Incluso algunos han señalado que la

22 MI:-'::UGUA, Diamo W'(tr Inftrm~ solm Dmc!Jos Humanos, ONU, Guatemala, Oc tubre de 2002, pág. 11
2-1 ;\HNUGUA, DI.imo Infomu sob" Dmmos HlimanOJ, ONU, Gu atemala, Noviembre de 1999, pág. 7
2-l Ibid.
Z> Ibid.
26 Comité contra la Tortura de NU, ConduJiontiy rtfomrlldaa"()II(J, .'\ / 56/ 44, 2000, pirro67-76.
27 Informe CAT/C/49/Add.2.
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pe na de mue rt e n o p ueda tener un efecto disuasivo si no se emp ieza a ejecutar a las persollil.s
cond enadas a m uerte. Vario s diputado s del Co ngreso de la República han expresado que
quizá s deb erí a ab olirse la pena de muerte, pero que ahora n o es el m om ento oporrono y que,
además, si la población quiere la pen a de muerte, ellos tienen que respetar la opinión de la
gente, pues h an sido electos co mo sus represen tantes.

En este contexto , el actual Preside n te de la República ha dicho p úb licam ente que está en
contra de la pena de muerte; peto , , hasta ahora no ha tomado los pasos necesarios para
ade cuar la legi slación interna a las ob ligaciones internacion ales impuestas por la Convención
Americana, ni para liderar un proceso que lleve a su abolición .

Actualmente . el clamor de la población por la aplicación de la pena de muerte es ostensible.
Desde la firma de los Acuerdos de p az en 1996, la población guatemalteca ha sufrido un fuerte
incremento de la delincuenc ia común y la violencia. Lo que ha causado un sentimiento general
de inseguridad y temor. Este escenario es común en países postconflicto que se encuentran en
un proceso de transición y consolidación democrática; tratando de superar los efectos de
políticas, económicas y sociales de regímenes autoritarios y de décadas conflicto interno.

La consecuencia es W1 reclamo de la ciudadanía a los gobernantes por acciones inmediatas,
quienes, a su vez, dan una respuesta de corto plazo con una política de seguridad pública de
mano dura (ley y orden). Por [a inseguridad que se sufre, éstas políticas se vue lven populares,
aunque las medidas impuestas por los políticos socaven las garantías legales básicas y los
derechos humanos, bucn ejemplo de esto son las leyes " an timaras" y el uso d e la pena de
muerte. Ka obstante, el índice de asesinatos, secuestros y violaciones no ha disminuido, por el
contrario, se ha incremen tado.

Según P~UD, en el 2003 "la criminalidad aumentóJ' la violencia se atrefentó en re/ación fon ta
incapacidad del E stado democr ática para imponer el orden con reomos Iegalel''21I. De acuerdo con
estadísticas de violaciones a los derechos humanos" comprobadas por MIKUGUA en el
período 199i - 2002, el promedio mensual aumentó de 231 violaciones en 1997-98 a 489 en
2001_02:111.

El número de delitos reportados por el Ministerio Público relativo a homicidios simples,
violación, homicidio calificado y secuestro ha aumentado":

Delito reportados 1999 2003
Homicidios simples 7463 9210
Violación 2708 3339
Homicidio calificado 713 1292
Secuestro 406 503

2&PNUD, UJIO agtluJ:¡para eld!Jam; //¡; humana, Informe Nacional de Desarrollo Humano, Guatemala, 2003, pág_6.
1!l Derecho a la vida, derecho a la dignid ad, derecho a la libertad y seguridad person al, de recho al debido proceso
legal, derechos políticos, derecho a la liberta d de expresión, derecho a la liber tad de asociaci ón }' reunión y
derecho a la libertad de circul ación y residencia.
.w PN UD, cp . cit. 1Tpra28, pág. 230.
31 Ministerio Público, Unidad de Planificación , Febrero de 2004.
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Con juntamente con la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutiva en
materia de D erechos Humanos (CO PRE D EH) , el Ins tituto de Estudios Comparados en
Ciencias Penales de G uatemala (ICCPG) elaboró en mayo el presente año tres ant ep royectos:
1) de derogación de la pena de muerte del Código Penal; 2) de abolición de la pena de muerte,
y 3) de adhesió n del Protocolo Adicio nal de la Conven ción American a para la Abolición de la
Pena de Muerte.

Según CO PREDEH, ya hay dictámenes favorables de parte de la Secretaría G eneral de la
Presidencia de los tres proyectos , sin embargo, el Presidente de la República aún no ha
presentado ninguna iniciativa de ley al Co ngreso, ni se ha logrado la adhesión del pro tocolo .
En el mes de Septiembre del presente año, la Unión Europea formuló una solicitud para
abolir la pena de muer te en Guatemala, sin embargo esa petición no fue vista con buenos ojos
por parte del Congreso de la Rep ública. La mayor paIte de legisladores del Congreso se
mostra ron disconformes con la idea de abolir la pena de muerte; consideraron que no es el
momento oportuno para realizarlo, pu es en la actualidad la situación que se vive en Guatemala
es demasiado violenta" .

Por otra parte, en octubre de 2004, un a veintena de organizaciones defensoras de los derecho s
humanos en Guatemala demandaron la abolición de la pena de muerte en este país por
considerar q ue no es necesaria para enfrentar la violencia l~ . Asimismo, organizaciones de
derechos humanos intern acionales como Amnis tia Internacional y la Federación Int ernacional
de los De rechos del Hombre se han pronunciado a favor de la abolici ón de la pena de
muerte'..•.

E. La s itu ac ió n d e las p ersonas co nden adas a muerte

Las condiciones generales del sistema penitenciario guatemalteco, han sido con frecuencia
reconocidas como inhumanas por no corresponderse con los estándares internacionales
establecidos en la m ateria y; en tal sentido, la Comisión Consultiva del Sistema Penitenciario
Nacional de Guatemala ha reconocido que:

''[L)a.J vioWi")1/~f a 1M dmdroJ iJltman'lJ enpmiun indll)'rn inleguridad, haciflamienl(J, tkfid~",iM sallitarias,
mo¡~l o mala faff!zdad ik alim~ntoy m~dicamefff¡JI, prl)pog,aridn d~ efffmrr~dades c()ll fagt"r)$a.J,y 11Ium~ baj (J
custodia; mi ,"01110 faprevak ncia d~ viokm:ia, rorrupdiff ' impullidad. ,,51

Esta situación, se debe a la inexistencia de una regulación uniforme del sistema penitenciario.
Pues, el vacío legal en la materia conlleva a que las reglas de cada cárcel - medi das de

32 Sirio web: wW\\',deguare.com, ''Congruo no 'fuim abolir la Pma d~ MUet1~ ", 9 de septiembre de 2004.
3.l Dia rio "La Prensa", Panamá, 11 de oct ubre 2002.
}¡ Sitio web: www.plcn~a4bre ,(;Qm . ':r.¡ CQnfra Iuv la musay la Pena d~ M um , '; Guatemala, 13 de octubre de 2004.
En el mismo mes de octubre de 2004, se celebró el Segundo Congreso Mundial con tra la pena de muerte en
Monrreaí, en el cual hubo una mesa redonda especial para tratar el caso de G uatemala. En el mismo, la
Federación Internacional de los Derechos del Hombre informó 'lue recientemente envió una misión investigadora
a Guatemala para conoc er la situación nacional en la cual sus delegados observaron que, pese a una opinión
pública favorable " esa condena, encontraron que el presidente Ósea : Berger era partidario de abolir la pena de
muert e. Por ello, ella solicitó a las autoridades guatemllltecas una mora toria inmediata de esa pena, hasta que
concluya el proceso legislativo para eliminarla.
l S Comisió n Con sultiva del Sistema Penitenciario Nacional, " I nf(Jf'1I'It final d~ la ComiJibff Consultiva del Sistm a
Pmittm:iari(J Naaoaal", 3 de julio de 2002, pág. 16. VéaJ"f, Anexo 3 del presente escrito .
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seguridad, res tricción de derechos, sanciones, horarios de visitas , etc. - queden completamente
a la discreción y arbitrariedad del director de cada centro de detenci ón'", lo que deja a los
presos en una situación de indefensión frente a la autoridad. no pudiendo proteger sus
derechos en forma efectiva".

La ausencia de una normativa jurídica, al decir de la Comis ión Consultiva del Sistema
Penite nciario Nacional, " [. .. ] se ve reflejada en la inexis tencia de un verdadero Sistema, el cual
carece de personal capacitado, de recursos suficientes y de eficiente coordinación entre las
instancias encargadas de la política criminal, lo cual se traduce en largas demoras procesales, en
la falta de atenc ión a las personas privadas de libertad y en la incapacidad de brindar justicia
con rostro humano ." J8

Los condenados a muerte se encuen tran en el Centro de Detención Preventiva de la Zona 18 o
en la Cárcel de Máxima Seguridad de Escuintla, también conocida como "El Infiemiro..J

? En
el Centro de Detención de la Zona 18, los condenados a pena de muerte han sido colocados
en un sector especial, denominado Sector 11. Allí, las celdas son de pequeñas dimensiones,
pues, miden aproximadamente de 3 a 4 por 4 o 5 metro s, con un patio de aproximadamente 4
a 5 metros cuadrados....'.

Entre los aspectos deficientes más graves, se destaca la ausencia de un servtcro médico,
psiquiátrico y psicológico adecuado que atienda las enfermedades comunes de la población
carcelaria"; así como, las específicas de las personas condenadas a muerte relacionadas con la
angustia y la tensión de estar esperando por la ejecución de la condena, tales como: gastritis,
úlceras, dolores de cabeza, problemas de presión arteria l, diabetes y otras." Además, a pesar
de necesitarse tratamientos médicos adecuados, no siempre son facilitados, pues, muchas veces
les son negados los permisos para asistir a citas hospitalarias."

Las visitas a los condenados a muerte son fuertemente restringidas, pues, están
limitadas a dos horas por semana r son efectuadas en el propio pabellón }' con muchas
limitaciones fisicas.44 Igualmente, las visitas de los abogados defensores se dificultan mucho

l6 La Comisión Con sultiva del Sistema Penitenciario Nacional des tacó los efectos de la discrecionalidad que existe

"[ .. .} tanto en la propia Cárcel de Alta Seguridad de Escuinrla , como en ot ros cen eros penitenci arios, se puso de
relieve el alto índice de discrecionnlidad en las funciones administrativas, derivado de la ausen cia de una normativa
que rija tan to al personal administratrvo y de seguridad, como a los reclusos en cuan to a sus derechos,
obligaciones y prohibiciones, propiciando el alto grado de corrupción que pr evalece en este Sistema }' que estuvo
en el origen de la fuga masiva: ' [Ibid., pág. 16).,
J7 Al decir del IECCPG. "[uJn dato que demuestra la total indefensión de los reos, es que el Es tado de Guatemala
no ha sido condenado NUNCA a pagar indemnización por violaci ón a los derechos fundamentales de los
reclusos, po r ningún tribu nal nacional. E sto, a pesar que las violaciones a derechos fundamentales han sido
claramente docu me ntadas por 1.fINUGUA, la pro pia Comisión Inte ramericana y o tras instituciones" [IECCPG,
"La Jitllacirín de lapma dt muerte m Glia/lmala", pág. 26, nota a pie de pagina 29). ViaJt, Anex o 8 d el pre sente escrito

-~ Comisió n Cons ultiva del Sistema Penitenciario N acional, op. cir, mpro 29, pág. 16.
J~ IECCPG, op_cit. JNJ>ra 37, p~g. 24_
00 Krisun Svendsen y G ustavO Ce cina, ''El som dor tU la I!rJW U : w"didoJl4i carnlaria; de le! a ndenadoJ a muern tII

GUaJtmala'~ Guatemala. Agosto de 2004, pag. 64 - 69. ViaJe,Anexo 5 del presente escrito.
4 1 E n est e sentido, entiéndase aque llas enfe rmedades tales como: enfermed ades respiratoria s, de la piel, de
transmisión sexm l. diarreicas. psi<.:o lógtcas y psicosomáticas.
42 IECCPG, op. cit. supm 37. página as,
n lbid.
.... Kristin Svendscn y GUSI¡¡VO Ccrina, JUpa, 4J, pág. 96; IECCPG. op.cit. mpra 37, pág. 24_
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por la falta de un procedimiento efectivo. las faltas de espacio físico para llevar a cabo un a
comunicaci ón efectiva. Las comunicaciones telefónicas y la correspondencia so n también
restringidas.

La aliment ación en las cárceles es sum amente limitada r en muchas o casiones se provee
comida en mal esta do o podrida, lo que les provoca dolores estomacales y proble mas
digestivos" y, una vez enfermos, los condenados a muerte no recib e ninguna alimenta ción
especial." Tra s inspección efectuada por parte de la Procuraduría de los Derechos Humane s
el í I de abril de 2003 en el Centro de Detención Preventiva en Ia Zona 18, ésta concluyó que
la comida estaba en mal estado y que no era suficiente para la cantidad de internos del centro."

En cuanto a la higiene de las celdas, hay que destacar el acceso al agua . En ningunos de los
Centros, hay agua permanentemente y los internos sufren de cortes arbitrarios en el suministro
de la misma . Sólo tienen dos hora s de agua potable al día, el resto del día deben utilizar el agua
de la pila que se encuentra en cada celda. Guatemala no provee a los reclusos de implementos
de higiene personal por lo que son los familiares quienes deben brindarlos. Los reclusos no
tienen privacidad al momento del aseo personal, pues, deben tomar su duc ha en la misma celda
que comparten con otro s reos."

Cabe señalar que la Comisión Consultiva del Sistema Penitenciario Nacional destacó el
"[rjeconocimicnto de la importancia fundamental de incorporar de incorporar estándares
interna cionales en dere chos humanos al sistema penitenciario [guatemalteco} como garan tías
de la capacidad del gobierno de cumplir con los deberes del Estado" 49, como uno de los
principales fundament os para el desarrollo de una nueva agenda de reforma del sistema
penitenciario guatemalteco en el marco de una regulación legislativa del mismo.

Por último, los represent antes de la víc tima destacamos que los extremos expuestos relativos a
las malas condiciones de de tención de las personas condenadas a muerte, se presentan en su
totalidad en relación con el señor Raxcacó Reyes."

IlI . FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. La Violación del Derecho a la Vida en perJUIcIo de Ronald E rnesto
RaxcacÓ Reyes (artículQ 4. 1 Y2 de la Convención Americana)

, .,

El derecho a la vida es ampliamente reconocido como el derecho supremo del ser humano y
condítio sine qua non para el go ce y ejercicio de todos los demás derechos. El artículo 4 de la
Convenci ón Americana reconoce este derecho fundamental, establece las restricciones al goce
de este derecho permitidas en el marco interamericano y establece ciertas garantías necesarias
para salvaguardar este derecho , en estos términ os:

os Krisrin Svendsen y G ustavo Ceuna, .-upro, 40, pago 73; IECCPG. op.cir . l "'Pra 37. pago 24.
-l6 Kristin Svendsen y Gustavo Cetina,npra, 40, pág. 75.
07 Articulo del periódico "Prense Lisre?, Guatemala, 5 de maro de 2003.
• 8 Kristin Sce ndsen r Gustavo Cetina, ¡"'Pro, 40, pág. 71; IECCPG , op.cit. Jliprtl 37, p ág. 24.
•9Comisión Consultiva sob re el Sisteuma Penitenciario Nacional, op . cit. mpra 35, pago18.
Sol) Vialt, lo expuesto en este sentido en el preseme escrito en : Lb (()lldiciQ!/t! tk defmdólI dd ,eñar RoxóaW ~I, pág.
37-39_
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1. TIJda P(fIMO fU-u derrcho a ql<~ se ~JPU fU vida. E¡ü dmchG estaráprotegIM fX'r la ~y , tri gtllmll, a
partir dd momlntDde IdlXNlCipdi n. Nadil putik serprivado <ú la vida ariJitranamenrr.

2. En /01 paises que no han abo/ido la pena de mume, isza ¡óm¡mirá impMerstP(J' /01 delitOl másgral/ti, t!I

fump/imimto de Imlinda rje?1/foriada de tribu/WI romplmtey de t0l1f ormidod {Off 1{'1a ky que u tahlN;fO tal
ptll,", dictada .-rm anurimdad a la romÍlion dd drli/p, Tampoco fe extenderásu aplkation a delitos a tos(l/aJes
nole la aplíqJlt aotualmenu.

3. N« f e reestabteará la pmo de muerte tri ¡/JI E/tados que la hall abolidlJ,

4. En ningún {IUO Jt PUltU aplica,. lapell a dr ",lmf, por tklitOfP'Jli tiros ni romll/l8.i rone:...w CO K hspolífi,w.

J. NIJ se ¡mp(mdni la¡XI/a t:k ml<eftt a jXrstJnaf 91ft, (Ir el ",(lmen/() de la al111iJii" * 1 delito, tllvtm!fJ ",&1101 de

düoo,ho.mfJ! tk edad(1 másde samta, ni le It aplicará a tas "llljem f1I estado Mgravi*t,

6. TodaJ=Y0nQ ,;vl/del/ada a 1?1UffU titile dmdJo a JIJ/idlar la af/1ni!tla, ti indJtlto o la CIHlhllttadóll tú lapOta,
los llialti fXldran ttr co"cedidH m todos hs casos. No sepJletúaplicar la pena de mlttm münfraI la soJicilltd
ti ' ;~If(¡¡eflte de du iIión ante ou/",i dad cOl11peUfl f4.

Como se puede apreciar, si bien la Convención America na no p rohíb e la aplicaci ón de la pena
de muerte , sí tiende a su progresiva eliminación. Es por eso que, ésta distingue entre los
Estados Partes que habían abolido la pena capital al momento de su ratificación }' aquellos que
no lo hicieron. Así, para los primeros , prohíbe el restablecimiento de la. misma (articulo 4.3);
mientras que, respecto de los segundos, establece criterios restrictivos para su aplicación
(artículo. 42 ), por consiguiente, la pena capital solo puede ser aplicada en estricta observancia
de tales criterios.

Además del sen tido literal del artículo 4, los trabajos preparatorios de la Convención
confirman tal rendencl a" : en efecto, 19 delegaciones en la Conferencia Especializada
Inreramericana sobre D erechos Humanos, entre ellas la de G uatemala, aprobaron una
declaración donde manifestaron su "firme aspiración de v er desde ahora erradicada del ámbito
americano la aplicación de la pena de muerte ... " s'. Asimismo, esta política se encuen tra

52 Al decir del tribunal, los trabajos preparatorios de la Conveaci én eonfi nnan el sentido resultante de 1:1.

interput:l.ción textual del articulo 4 [Corte IDH, &s!riaiIJ>ltI d la pma & ",lIme, OC 3, 8 de setiembre de 1982,
Series A., N°.3, párr . 58].
~~ Decl araci ón hecha po r 19 Delegaciones pos terior a la Conferencia Es pecializada Interamericana robre
D erechos Hu manos, San Jo sé, 7-22 de novi embre de 1969, Actas y Documen tos, OE.>\/Ser.K/XVI/1.2,
Washington D.e. 1973, página 467. Tal declaración sostuvo: "[L]as Delegacio nes abajo firmant es, participantes de
la Conferencia E specializada In tcramericana sob re Derechos Humanos , recogiendo el senti miento ampliamente
mayoritario expresado en el cu n o de los debates robre 1:1. prohibición de 1:1. pen:l. de muerte, concorde co n las
m ás puras tradic iones h um anis tas d e nuestros puebl os, d eclara m os solem nemente nuestra firm e
aspiración de ver desde ahora erradicada d el ámb ito ameri cano la aplicación de la pena d e m uer te y
nuestro indeclinable propósito de realizar todos los esfuerzos pos ibles p:l.ró1 que, a corto plazo, pueda suscribirse
un Protocolo adiciona l a la Convenció n America na de D erechos Humanos - Pacto de San José de COSt:l. Rica-e­
que consagre la definitiva abolición de la pena de muerte }' coloque una vez m ás a Amé riea en la vanguardia de 1:1.
defensa de lo s derechos fundament ales del hombre."
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reflejada en o tros in strum entos a nivel in reram ericano '" y universal" . De la mism a manera, la
Corte Inreramericana, ha resaltado esta tende ncia limitativa de la pena de muerte, al decir:

"[e}" u ta maUria, /a C()/IIJeJloi6/1 rXfrna ¡mil dora nuta deprogmividad, ((;II,istnl/( tII qNr, ynlkgar a dtddir
la abolidól1 d~ lap(l/a dem~rlr, adopta lasdisposimJNe¡ reqeeridarpara limitar dejillitivamtllfeni aplicaciónJ
fU dmbiffl, de modo que Isu tr 1I<!J'tl rtdNitend.; hasla lUsuprrliólIfina/. ,,;r,.

E l artículo 4 revela una inequívoca tendencia limitativa de l ám bito d e la pena de muerte tanto
en su imposición, como en su aplicaci ón" . Es decir,la pena de muerte está considerada sólo
en el m arco de co ndicio nes verdaderamente excepcional es.

E n este apar rado, los representante s de la víctima expondremos porqué al condenar a muerte
al señor Raxcac ó Reyes, el E stado de Guatemala ha vulnerado el articulo 4 de la Convención
Americana. En primer lugar, la sentencia a muerte del señor Raxcac ó Reyes rep resenta un
irrespeto a los criterios restrictivos imperantes de la Convención Americana dado que el
Estado amplió ilegítimamente la aplicación de la pena a delitos no comprendidos en la
legislación interna al momento de la ratificación de la Convenci ón Americana. En segundo
lugar, el señor Raxcac ó Reyes fue condenado a una pena de muerte obligatoria sin que los
jueces con sideraran las circunstancias individuales que rodearon los hechos. Y finalmente, al
señor Raxcacó Reyes le fue negado el derecho de solicitar la amnistía, el indulto o la
conmutación de la pena de muerte , ya que no existe en la legislación interna un procedimiento
que garantice, dcmanera efectiva, el ejercicio de ese derecho.

A. E l Es tad o de Guatemala sanc ionó co n pena d e muerte a l
señor Raxcacó Reyes por un delito no contemplado al momento
de la rati ficación de la Convención Americana violando el artícu lo
4.2 de la Convención, en relación con los art ícu los 1.1 y 2 de la
misma.

Los representantes de la victima sostenemos quc el señor Raxcac ó Reyes fue condenado a la
pena de muerte en virtud de un delito no comprendido en la legislación interna al momento de
la ratificación de la Convención Ame ricana por G uatemala. Ello , debido a que el tipo penal de
plagio o secuestro fue ampliado con posterioridad a la fecha de ratificación del tratado para
incluir el supuesto por el que se condena a la victima que hubiera sido pasible de una pena
susrancialmente menor de acuerdo a la legislación vigente al momento de entrar en vigor la
Convención en el derecho interno. Así, el Es tado guatemalteco incurrió en responsabilidad

so Así, v.gr. , el Prot ocolo a la Co nvenció n Ame ricana sobre De rechos Humanos relativo a la abolición de la pena
de muerte, aprobado en Asun ción , Paraguay, 8 de junio de 1990, en el XX Período O rdinario de Sesiones de la
Asamblea ~nernl de la OEA.
~; Así, v.gr.• las Salvagua rdias para Garantizar la Protección de los D erecho s de los Condenados a la Pena de
Muerte. aprobadas po r el Conse jo E COnó mico y Social de las N aciones Unid as en su Resolución 1984/ 50, de 2S
de mayo de 1984.
se La Corte sostuvo.t'[e]n esta m ateria, la Convención expre sa una.clara no ta de pr ogresividad, con sistente en que,
sin llegar a decidir la abolición de la pena de muerte, adop ta las disposiciones requeridas para limitar
definitivam ente su aplicación y su ámb ito, de mo do que éste se vaya reducien do hasta su supre sión final" [Corte
IDH. Ru fri.riOllu a la Pma dr Al~,tt. op. cit. SNpra 52, pár r. 57; El drmho a la inf orma.# 1/ Sflbrt la asistmtia coI/miar t l/ ti
marro de las garwltíasdtl fkbiIÚJ proaso!e,gal, OC -16, 1 de octubre de 1999. Series A.. N"0 16, párr. 134J.
57 Corre IDH, Rulnm (Nfts a lapella demutrte, op . cit. supra 52. pan . 57.
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internacional por la violación flagrante del artículo 4.2 de la Convención Americana en
perjuicio del seño r Raxcac ó Reyes.

E n este sentido , el articulo 4.2 de la Convención Americana, prohíbe en forma absoluta la
ampliación de la aplicación de la pena de muerte: " tampoco se extenderá su aplicación a delito s
a los cua les no se la ap lique actualmente," E n palabras d e la H onorab le Corte, " no es posible
albergar duda alguna respecto de la prohibición absoluta contenida en esta disposición, según
la cual , ninguno d e los E stados Partes puede disponer la ap lica ción de la pena de muerte
re specto de de lito s para lo s cuales no esruvi ese contemplada previam ente por su legislación
mtcrn a ,,,SR

El Estado de Guatemala depositó el instrumento de ratificación de la Convención Americana
el 2S de mayo de 1978, cuando el delito de plagio o secuestro contemplado en el artículo 201
del Código Penal establecía la pena de muerte en el supuesto de que la persona secues trada
falleciera con motivo o en ocasión del ilícito . Específicamente, indicaba:

"El plagio o seoastro t:k U/l.a ~r1olla .:on elobjtlo de lograr rtreate, canje de Urmw pmwuzs N olro ilicito de
igual o anáwga fIItidad, .ft .astigard ron la Pffla de ocho a qJt;'Uf afios de prisidn. Se impondrá la~Ila de
mume al nsponsabk, cuanM ron mot''''' o enocasidn delplagia o se&JIt!tf(J, jalktier-a lapersona ftcue$trada."

T al como indicá ramos al in icio del presen te escrito, entre 1994 y 1996 este ar tículo sufrió tre s
modi ficaciones" , siendo la versión vigente la aprobada mediante Decreto 81/96 de 1996, que
reza:

"A lor autof"U l?Iafmalu o útfeleaua/u dti ~lito deplagjo o seoestra de Jl1Ia o már ptr!()fI(lS (l;n elpropó;i¡o de
kgwr reHatt, (aJ?Je de perronas o la toma de cuafquür dedridn (ontraria a la wluntad dd ft('Uu trado o ¡"()11

cualqJliera otro pmpónto .;imilar o igual, se ler aplicará laptlla de mUert8,y cuanM irta nopllttia ser'mpNuta,
f e aplÚ:a.rti p risión dt lJtinti a ll(() a tln'"Utnta. aiiO!. EnISU ct1J1J n(} .feapretiará ninguna. cirrunffantia a(tnNanll.

Los aimplittr o 11Ióllbridrnrr rmin sancionados( 011 ptlla dewintl a flIartnta aMS di pririóJl. "

Al analizar ambos delito s, La Corte de Constitucionalidad de Guatemala en el año 2000, dictó
un fallo donde cuestiona la am pliación del alcance de la pena de muerte, señalando que:

''[...] el deli/o SOlw91/ado WI/ pena eh l1Iuert~ t1I el arlícuw 201 [...] era Jill ehlito rompltjo cuyo tipo
!vnfi!,uraban do! amdsatas p""ibks; a) ti plagio o mlmbV de pmQJla.J b) la mutrn de la víctima. Qu~ Ji"

delito (pla..~io rJfds mwrle de la /lÍt1ima) ti IIJ1 delito distintodel Mm (pla¡jo simple), aunque l/O hllbiue variado
~I Ml1It1I, PJiti, m el pril1llro feplljila laproutXÍÓn de U1l bimjwidicoSlpmOf: la ¡¡ida. El! (ambio, en elotf"?,
I1bitn pmtegido es la libertad iJld¡~'¡¿ual[...r:

En este mismo sen tido, los representames de la víctima no tamos diferencias sustanciales en tre
el tipo pen al original y el ac tualmente contem plado bajo el articulo 20 1 del Código Penal sobre

se Corte ID H, op_cit . mpra 52, párr. 59.
,9 Con el D ecreto 38/94, aprobado el 18 de mayo de 1994 y vigente hasta el 5 de m ayo de 1\)95, la pena de muerte
resultab a aplicable en los casos en que el secuestrad o fuera persona menor de 12 años o mayo r de 60, y en el que
el secue strado falleciera o resultara con lesiones graves o gravisimas o con traumas psíquicos o psicológicos
pennanentes. El pre.::epto contemplaba además, la posibilidad de arrepentimiento del auto r del ilícito,
concedi éndole en tal caso el beneficie de la atenuación de la pen a. Con el Decre to 14/95, vigente desde el 6 de
mayo de 1995 hasta 1996, la pen a de muerte se aplicaba a todos los autores del delito de plagio o secuestro sin la
apreciación de ninguna circunstancia atenuante.
(,1) Corte de Conatirucionalidad en calidad de Tribunal Extraordinario de Am paro, G uatemala, Sentencia de 31 de
octubre de 2000. V ial(, Anexo 1 del pre sente escrito.
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el delito de plagio o secuestro, que sirvi ó de base pata condenar a muerte al señor Raxcacó
Reyes. Todo esto, en consideració n a que existen notorias diferencias en m ateria de la
naturaleza del deli to y el bien ju rídico protegido en tre lo s supuestos bajo cons id eración.

En efe cto, en el artículo 201 original, la naturaleza del delito de plagio o secuestro era de
resultado. to da vez que junto a la acción del sujeto activo se exigía para su configuraci ón un
resul tad o posterio r, la m uerte d e la v-íctima, que no necesariamente de b ía produc irse al fina lizar
el auto r todos los actos tendientes a producirlo. En la versión actual, la naturaleza del delito es
de mera actividad, pues, se consum e con la sola realización de la acción por parte del sujeto
activo , siendo innecesario un resultado posterior a la misma. E n este caso, se configura el
delito con el mero plagio o secuestro sin exigirse la muerte de la vicrima como resultado.

En lo tocant e al bien jurídico pro tegido, el segundo párrafo del artículo 201 original regulaba el
tipo penal al cual se le aplicaba la pena capital, al establecer su procedencia " [... ] cuando con
motivo o en ocasión del plagio o secuestro , falleciera la persona secuestrada." Como se puede
apreciar, en este tipo, el bien jurídico tutelado es la vida de la persona secuestrada. Mientras
que, en la versión actual, precede la imposición de la pena capital por el "l...] delito de plagio o
secuestro de una o más person as con el propósito de lograr rescate, canje de personas o la
toma de cualquier decisión contraria a la voluntad del secuestrado o con cualquiera o tro
prop ósito sirnilar o igual", sin requerirse como resultado la muerte de la persona secuestrada.
Por consiguiente, en esta versión, el bien jurídico protegido es la sola libertad de la persona
secuestrada, más no lo de vida como en la anterior.

De lo expuesto, surge claramente, que las reformas hechas al articulo 201 del Código Penal
guatemalteco, edificaro n un delito de naturaleza distinta al original, toda vez que las diferencias
imper-a ntes en tre los elementos constitutivos del tipo penal, hablan a las claras de supuestos
distintos encubiertos bajo una misma denominación jurídica, como ha quedado demostrado.

En el caso que nos ocupa, el Estado de Guatemala condenó a pena de muerte al señor
Raxcac ó Reyes median te sentencia de 14 de mayo de 1999, por un secuestro que no fuera
seguido de muerte ocurrido en 1997 que, fue calificado dentro del delito de plagio o secuestro
cont emplado en el artículo 201 del Código Penal.

La Corte de Constitucionalidad - cambiando la jurisprudencia sentada en el año 2000 - falla
que la pena de muerte contra el señor Raxcac ó Reyes no contraria el articulo 4.2 de la
Convención Americana, porque no se está imponiendo esta pena a un delito que no la tenía
establecida con anterioridad a la ratificación de la Convención, por cuanto, el delito de
secuestro contemplaba co n anterioridad la pena capi tel como sanción. En este sen tido,
SOS UlVO :

"[tji/ando amlditada la efr.tiva participad¡;', ,ú tos aocados (Om9 aul9ru in.mtdiato¡ ,úl ilícito que !t j utgu
POR"·LAyoRÍA DE V OTOS, el TributlOl k¡ impmle laptllU qur le indiwni m la parn rrJo/uliva de
u tt f allo, 1'9" estimar qlle la misma es ppliwbk), IW tVlltrawli, las dúpoJidonrl (On!tllidv tfI la Com'ef/(ióll
(.J, pucs n o se cs tá imponien do .lI un delito que no l.ll tema es t.,blecida con
anteriorida d, a la vigencia del relacionado con venio internacional, ya que el delito d e
secuestro contem p laba con anterioridad la ~na de muerte corno sencion (prillapio de
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Es decir que, para el Estado de Guatemala, la existencia del delito de plagio o secuestro con
anterioridad a la ratificación de la Convención con pena de muerte como sanción, permite
cualquier cam bio en la conducta punible siempre que el delito continúe teniendo el mismo
nombre. La afirmaci ón del Estado, permite una variación sustancia l en el tipo que afecte el
bien jurídico pro tegido.

A nuestro cri terio. la Corte tiene ante si la tarea de definir cual es el sentido de la restricción de
la ampliación de la pena de m uerte a delitos a los que no se aplicaba al momento de ratificación
plasmada en el ar tículo 4.2 de la Conve nción Americana. Para ello, debe recurrir a las
herramientas interpretativas que pro vee el derecho interamericano de los derechos humanos,
para la resolución del alcance del dere cho a la vida de acuerdo a la Convención , en particular,
de sus artículos 29, 30, 32 Y4, así como de las reglas generales de interp reta ción de los tratados
de derechos hum anos que se nutren de la Convención de Viena sobre los Derechos de los
Tratado s y o tros p rincipios interp retativos desarrollados, entre otros, por la Honorable Corte62

•

Los represen tantes de la victima, sostenemos que una in terpretación de buena fe del texto
convencional, acorde con el objeto y fin del tratado de limitar la aplicación de la pena de
muerte y restringir las limitaciones relativas a los derechos plasmados en el mismo, exige que la
interpre taci ón de la p alabra delito en la Convención Americana comprenda, en el caso en
especie, no al nomenj sois sino a la co nduc ta prevista.

Una interpretación como la qu e propone el Estado de G uatemala, pe rmi tiría que un delito
sancion ado con pena de muerte, pueda ser totalment e alterado y sustituido por nuevos
supuesto de hecho, bu rlando así la prohibición expresa de exte nder la pena capital" ,

Pues, efectivamente, bajo idén tico nomen jsois, por intermedio de las reformas hechas al tenor
del articulo 201 del Código Penal, el Estado de Guatemala ha creado nuevos supuestos de
hecho, sobre la base de la alteración de los distintos elemen tos cons titu tivos del tipo penal y de
la naturaleza de los deli tos, que resultan claramente distintos en sus diferentes version es, como
lo hemos demostrado.

En este sentido, la Co rte fue clara al sos tener que la limitación del artículo 4.2 in fine de la
Convenció n pretende:

61 Corte de Constitucionalidad de Guatemala , Sen tencia de 28 de junio de 2001 contra el Rona ld Ernesto Rascacó
Reyes.
62 Corte ID H, op. cito ¡kPra 52, pin .. 48; Propkll/a dem~fidadrJn a la COfISti!kClOtr Política dt CtJ.rro Rica rtiadonada wn la
natlffalizatión, O C.14, 19 de ene ro de 1984, Series A., N° 14, párr. 21; Exi¡jbilidad lid dmdm durdijicacirJn o rtJPk~sta,

OC, 7, 29 de agosto de 1986, Series A , N° 7, párr. 21; El dtrecho a la ürformacirin ,'(n/sular m ti marro deltÚbido pMaso
liga/' op. cir. supra56, párr. 114; Caso Caballtro Ddgadoy San/ana, ExcpdMtSPnliminarts. Sentencia de 21 de enero de
1994, Series c., N° 17, p árr . 30.
6> •.>,. este respecto, Alberto Bovino, abogado experto en el derecho penal guatemalteco, considera que "[e]!
derecho penal no distingue entr e distintos delitos en función de la denominación jurídica de los hechos punibles.
En eSI.. co ntexto, resulta com pletamente irrelevante, pau la ley penal, el titulo o calificativo de las figuras
delictivas. E stas denominaciones, en sí mismas, carecen de significado y, lo que es mi s importan te, son
inope rantes para respetar las garantías fundamentales del derecho penal" [Bovino Alberto, '1 A petJa dt mume tll ti
tint,'¡'ogU<lf8ma!um", Fundación Myma Mack, Gua temala, 1998, pág. 75.).
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''[...Jpmltrk «n ¡¡mit~ dif¡nitiliO fa /opena de?nutrir), a travé¡ de 11/1proa/oprogmiw t imwr¡ibk dutinad"
a mmp/iru tanto en úu paÍHl que fl~ ha r¡ rtf1tthO Qún abolirlo, aJm() m aqudlos '1111 JÍ han tomaiÚJ ISa

dtllJmlinaaQII. E" ti (eOS() del articulo 4.2 in jin4j si bien la Can_dQII no Ikga a lo sJljJmirJn de la jXllP de
Inlm1e, si pmhih 'JIU sr tx lim da ¡M IIS0.J' q1l1 ti imponga mp«to ti dtliWl para IfU m a/u no estaba pmifla
¡¡Jllmormmt,. Seimpid, así cualquier expansión tII la filia tk mi/ren,! ca>fÍJ,or/()[ MI tsa prlla'~~

E s así como, la H onorable Corte, ha co nfirmado la responsabilidad internacional de los
Estados Parte cuando promulgan una ley en contra vención a las obligaciones emanadas de la
Convenció n, al decir:

"[. . .) la promulgpción dt una I~ manifieiromt!l!t ,;(m traria a !aJ obli¡,a,iums aJumidaJ 1M" un E stado al
ra1ift'"t1r o adherir (1 lo ContJfflaón (QIIJtitSIJ' ulla violación dr i,;taJ qUI, tIl ,1 m il/a d, que esa UOlacióll <;(~ae

dem-ho5 y Iibmade5 prolttjdOI ruspmJ & ¡'uJividuOl &urmi"adlJ.l,~lura m po1JlabiJidad ¡"tmrada"al para ti
E ¡tado. ,M

En virtud de 10 expuesto, consideramos que el Estado de G uatemala, al cariar sustancialmente
el contenido del articulo 201 del Código Penal, lo qu e hizo fue ampliar la cobertura de la pena
capital a supuestos no previstos al momento de la ratificación de la Convenció n. Pues, como
ha quedado demostrado, las reformas legislativas modificaron el tipo penal, en lo que respecta
a sus elementos constitutivos, acarreando con ello un a clara violación por parte del Estado del
artículo 4.2 del citado instrumento. Por ende, el Es tado de Guatemala, al variar
sustancialmente el comenido del artículo 201 del Código Penal, lo que hizo fue ampliar las
conductas típicas sancionables con pena de muerte, que no implica SIDO aplicar dicha pcna a un
nuevo delito, al cual, no era aplicable al momento de la ratificación de la Convención .

En consecuencia, el Estado de G uatemala al extender la aplicación de la pena capital a un
nuevo delito por memo de las reformas realizadas al artículo 201 del Código Penal, ha violado
en perjuicio del señor Raxcac ó Reyes el derecho consagrado en el artículo 4.2 de la
Convención Americana , en conexión con el incumplimiento de las obligaciones generales
emanadas de los artículos 1.1 y del citado instrumento.

B. E l Estado de Guatemala im p uso al señor Raxcacó Reyes
en forma obligatoria la pena de m uerte violando el artículo 4.1 de
la Convención Americana, en con exión con los articu lo 1.1 y 2 de
la misma

En su escrito de demanda ante la Honorable Corte, la Comisión Interamericana ha sido
enfática al señalar que la obligatoriedad de la pena de muerte es una violación de la
Convención Americana. Específicamente, en el párrafo 51 de su demanda, sosruvo:

''[L),.p rohibia·o" de laprirmdrJII arbitraria dt la vida «J"5agmda M ti arlíCllIr- 4 (1) dt la CqIlVUI7Ü" debe
ifft"pnlarft tll ti 5tntido de que pnmilt la aplicoc;rJ.. de la pono de 1?fJferle " ..icomrote a /rafJi¡ de sentmaas
i"dividualizadt.l1 f1l las qut la autoridad qUt die/a la ¡mltncio litM difardó" pora ((I,,¡j,urar las pcsibk.r
oromstanaas afuu(Jl/k¡ dtl ckli",lle"fr y ckl dtlitq para cúlrrmi"ar ¡¡ la pila de ",lIme es UII C(lJtt);O
atkC1lado. "

'" Corte ID H, fustriCa"MU a la Pena de Mutrtt, op. cit. supra 52, párr. 56, resaltado ausen te en el original.
,¡s Corte IDIl, fVipo1lSabilidad illkmado"alpor o.pedido".J aplícatió" de ky'lJ vilJlaloria,¡ de la Co"wnci¿", OC-14, 19 de
Diciembre de 1994, Series A., r-;" 14, pirro 50.
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Los rep resentantes de la víctima, compartimos plenamente los argumentos y conclusiones de la
Comisión Interam ericana; sin embargo, co nsideramos pertinen te d estaca r algunas
obse rvaciones .

En el presen te caso, el Estad o de G ua temala condenó a m uerte al seño r Raxcacó Reyes
mediante sen tencia de 14 de mayo de 1999, por el deli to de plagio o secuestro conte mplado en
el artíc ulo 201 del Código Penal, reformado mediante D ecreto 81/96, estableciendo así la pena
de muerte obligatoria en todos los casos de plagio o secues tro , independientemen te de la
v íctima o víctimas, de las circuns tancias que rodearon los hechos y de los re sultados. Pues, el
artículo quedó redactado asf

"A los all!~ro mouriakJ" úrti/ectua/11 dI/ MlitIJ tk plagio " smuttro tk una 11mtis personm ~rm d propOJifIJ ,u
lograr ' eI"'!I , (a'!.# dI P"fOIla! o la toma tk fII¡;¡!qUÚ" dedJióIl (()1I" aria a la voluntad túl Jtomrmdo 1) am
CJlalqUlit"a o/ro proprj¡i/o simikJ,.o igual, le les aplUam lapUla tú muerit,y oomdo iJfa 110 Pi/ufo !ff implJu ta,
seaplicará prnw" d~ ~'tin/idnco a tincumta afiM. E" 8.>1~ caso /10 18 aplllcianí "inguna cimmlfaruia aÜnlll1/1/e.

LoI cómplietl o m <Jibridoru serán santWnadtJs <VII pena tú wi/ltt a t1iDllIn/a ofiMtú p,iJián."

Es así como, el señor Ra xcacó Reyes, fue sentenciado a la pena de muert e sobre la base única
de la categoría de delito quc se consideró rcsponsab le'", merced a la legislación resultan te
contraria a los preceptos contenidos sobre la ma teria en la Convención American a. Peor aún,
e! tribunal no podía valorar circ unstancia atenuante alguna con el propósito de grad uar la pena,
lo que impidió un análisis racional y proporcionado de las pa rticularidades del caso . La pena
de muerte ordenada de manera automática y genérica en virtud de la versi ón actual del ar tículo
201 del Código Penal, desconoció la posibilidad de la existencia de diversos órdenes de
gravedad, lo que efectivamente constituye la sanción de una ejecución arbitraria por parte del
Estado; todo ello, en franca contradicción de las ob ligaciones generales relativas al deber de
respetar los derechos de las personas sujetas a su jurisdicción y de adoptar disposiciones de
derecho interno acorde a los están dares estab lecidos en la Conveni ón American a.

Pues, a criterio de la Honorable Corte:

''[.. .] atandtJ sr tnatmtm tn juegq el bienj NTidiro de la /'ida hl<f>1l1J1a, (Ha aplicarWn i11discri",i1l4da de la
fXna, wfJs/it¡rye 1<110arbitmriedad tn los tirminos del arlkulo 4(1) de iaC011venaÓ11. ,6'

E l Estado de Guatemala, imponiendo de modo automático la pena de muer te al señor Raxcac ó
Reyes, ignoró los principios fundamentales que rigen la teo ría del delito y de la pena toda vez
que ésto s abogan por la necesidad de un análisis discrecional que considere todo s los
elementos en su conjunto, es decir, tanto las circunstancias individuales del sujeto activo como
las particularidades del de lito. En suma, valorar las particularidades y circunstancias del hecho
delictivo, así como la culpabilidad del autor, en 10 relativo a sus condic iones psíquicas,
motivaciones, an teced entes, posibilidad de readaptación social y conocimiento de la ilicitud del
acto, en tre o tras cuestiones, que pe rmi tan con side rarlo responsable del hecho.

66 En palabras de la Co misi ón, "I...[Ia ley obliga a impo ner a la autoridad que pronuncia la sentencia sob re la base
únicamente de la categoría del delito del que se considera culpable ",1 acusado" [CIDH, Informe 38/ 00, Caso
11.743, Rudolph Bapristc/ Gren ada. 13 de abril de 2000, p árr. 69.
67 Corte IDH , Caso Hilaire, Benj amíny Otros, Sentencia de 21 de junio de 2002, Series C; N° 94, párr. 103
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La pena de muerte obligatoria, contraviene la comprensión de que cada persona es úni ca y, por
10 Canto, merece una consideración individual por parte de la justicia penal. La Honorable
Corte, ha valorado esta afirmación, al expresar que en su defecto se:

"[. .•} ~Jf'; tratando a los tlt'UsadOJ tÚ tU trimen no t(} ttlO Sl ft! h"maflos individllafu y unitos, sino amo
mimlbros ütdift rellliaMs y sin rostro de Jl flO masa 'lile Imí IOmetida a la aplicado/! citga ,k la pl'lt1 d~

mlJ~rl!. , ,,"

La Corte sostiene que el hecho de qu e una persona sea acusada mediante un proceso judicial
que no considera las circunsta ncias paniculares del acusado ni las específicas del delito, acarrea
una contravención del artículo 4.1 y 4.2 de la Convención por violar la prohibición de
privación arbi traria de la vida69

.

El tribunal. en el Caso Hiiaire, Constantiney Deo/amíny Otros, ha resaltado la importancia de la
individualización de la pena, al analizar la Lq de Delitos contra la Persona de Trinidad y Tobago,
base legal paza la imposición de la pena capital de manera automática a los culpables de
diversas formas de homicidio, al decir que:

"[,..¡ dkha kJ'impdia alj1i~Z amsiderar dr(1iMklllciar háIi~ M lade~¡lIaaoll cklgrado de(1ilpobilidadJ
m ia intiil~"dua/i::'a<ión tk kl pma, dando lugar a la impolicirJn indiscriminada tk una misma landón para
rondu:1al queputdm u r dlferentele>rm si , 0'1]

La importancia tamo de la individualización de la pena como de la discreción necesaria del
juzgador, se encuentra también reflejada en el sistema europeo", universalf e, inclusive, hasta
en los sistemas de justicia nacional" .

En atención a que la pena de muerte, no sólo afecta de manera irreversible el más valioso de
los derechos - v.gr. la vida humana - , sino que la misma constituye un castigo excepciona l, la
Corte Interamericana en el Caso Hiiain, Beo/amíny Otros,concluyó que:

"[...¡ t>I tasto el ift¡1e de klllamada ~. di Delitoscontra la Persona w"siJfe ensomtftr a qukn sea =satU
de mmtiddio i"únWJnal a Uf/ pro,;4lO judidal m rI que no Ir amsitkrWJ ~ arcxnstasass parlieu/affl dd

f>S lbid., p árr . lOS,
ro Ibid.,párr. 108.
7\) Ibítl, p árr. 103.
11 Asi, 1'. gr., Corte EDIl, CaHuf O,okln 1'. TIffkry, 12 de marzo de ZOO3,párr . 202; Casl uf e .B. /l. I31l/garia, 11 de
mano de 2004, p árr. 73.
72 Así, /l. gr., Comit é de Derechos H umanos, Libuf{) c. Zambia (Comwlicación No. 390/ 1(90), UN Doc.
CCPR/C/SS/ D/390/1 990/Rev.1, (octubre de 19(5), párr. 7.2; Tbompsen r. San Viffnf , y Las Granadinas
(Comunicación No . 806/1(98), UN D oc. CCPR/C/70/D/806/1998, (5 de diciembre de 2000), párrafo 8.2;
& nn,'!Y a: Trinidad] Tobago (Comunicación No . 845/ 1(99), UN D oc. CCPR/C/74/ D / 845/1999, (28 de marzo de
2002), párrafo 7.3; Informe del Relator E special de la O~U sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o
Arbitrarias, Sr. Bacre W aIy Ndiaye, presentado de acuerdo con la Resolución 1994/ 82, Cc nveecíóe de Derechos
Humanos, Cuestión de la Violación de los Derechos Humanos >, Libertades Fundamen tales en cualquier pme del
mundo, con referencia particular a los países y territorios coloniales y otIOS países y territorios depe ndientes, UN
D oc E /CN .4/1995 /61 (14 de diciembre de 19( 4) (en adelan te, el "Informe Ndíaye") , parro 377.
n Así. v. gr.. Corte Supr ema de los E stados Unidos, IF~~dron costra d Hitado ck Carolina dd Neae, 49 L Ed 944; la
Ca rie Consti tucional de la Repúb lica de Sudáfrica, Makwaf1)a!leJ Afá IN"N, ~..CCT/ 3/94, Sen tencia del 6 de junio
de 1995, Ce ne Suprema de Justicia de la India, 13(1(l;an Sillg!; ro"rra rI EJfpJ() de P1i1!jph, (1980) 2 S.e.e. 475.
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arusado ni fa¡ upmjUas ¿ti tÚliitJ, la mene/Mado Lq viola lap rohibidón dep rivación arl>itn;m'o tÚ la pida, m
ronfmvenáón rkl articulo 4. 1y 4.2 di lo Conlitndrjn. ,,,.

La diseteeio nalid ad judicial al momento de dictar sentencia en m ateria penal, en ord en a
conside rar posib les circunstancias atenuan tes del imp utado y específicas d e cada delito , guia da
por la incorporación de normas obje tivas que orienten el proceso, así como la sujeción a una
revis ión judicial como parte de un m ecanism o efectivo para el p lanteamiento de estas
circunstancias, constituye una condición sine qua non para la imposición racio nal, humana e
imparcial de la pena capital.

E n el caso parti cula r del seño r Rexcac ó Reyes, cabe tener pres ente sus circu nstancias
individuales al mom ento de los hechos, que de no ser por la imposición obligatoria de la pena
de muerte , deberían haber sido motivo de análisis discrecio nal por pa rte del juzgador, que vió
privado de tal p osibilidad. Entre las circunstancia s individuales de la víctima, se destacan: la
inexistencia de antecedentes penales y policiales en su contra, y la edad que tenía ento nces de
alrededor de 22 años. Es tos extremos, dejan entrever que se tra taba de un a person a joven sin
un grado de peligrosidad tal que ameritara k imposición de las más dura de las sanciones
penales, com o lo es la pena de muerte.

Es por eso que, los representantes de la víctima, adherimos a las conclusiones de la Comisión
Inreramericana en el sen tido que el Estado de Guatemala al aplicar el articulo 201 del Código
Penal al señor Raxcac ó Reyes, condenándolo a una pena de muerte obligatoria, violó su
derecho a no ser privado arbitrariamente de su vida garan tizado por el ar tículo 4.1 de la
Convención, en relación con el incumplimien to de las obligacione s generales consagradas en
los artículos 1.1 y 2 del citado ins trumento.

C. E l Es tado d e Guatemala al no resolver el pedido d e
clemenci a del señor Rax cac ó Reyes o y no regular el
procedimiento para el trámite del mismo vio ló el artículo 4.6 de la
Convención Americana, en con exión con los artículos 1.1, 2, 8 Y25
de la m isma

Como explicamos en la secció n relativa a los hechos, el Congreso de la Rep ública de
Guatemala derogó el decreto en cuya virtud se regulaba el procedimient o .interno pata la
pres entación y trámite de las pe ticiones de clemencia. A pesar de ese yacio legal, los
defensores del señor R axcac ó Reyes presen taro n un recurso de indulto ante el Ministerio de
Gobernación en fecha 19 de mayo de 200475

• Esta solicitud no ha sido resuelta hasta la fecha.
Los representantes de la victima sostenemos que al no resolver el pedido de clemencia del
señor Raxcacó Reyes y no regular el procedimiento para el trámite de las peticiones de
clemencia, el E s tado d e Guatemala violó el artículo 4.6 de la Convención Americana,
en conexió n con los art ículos 1.1, 2, 8 Y25 de la misma.

El artículo 4.6 de la Convención Americana dispone que "[tjcda persona condenada a muerte
tiene derecho a so licitar la amnistíe, el indulto o la conm utación de la pena, los cuales podrán

74 Corte IDl-í, Caro J lilai~. Benqjaminy otros, op. cit. sepra 67, párr. 10S.
7. VM~, Anexo 12 del p re.se. nte escrito .
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ser concedidos en todos los casos. No se puede ap licar la pena de muerte mientras la solicitud
esté pendien te de decisió n an te autoridad competente."

Esta disp osición ga rantiza a las personas condenadas a m uerte el derecho de co n tar con un
recurso para evitar que se les aplique la pena capital . Además, la disposición está reflejada en
otros in strumen tos intern aclonales 76 qu e, en término s similares, exigen la provisión de una
última oportunidad pata co nsiderar la sentencia frente a su irrevo cabilidad.

La Corte Inreramericana, ha en fatizado que el Estado de be ga rantizar la existencia de un
procedimiento efect ivo, imparcial }' adecuado que haga efectivo este recurso. Expresamente,
ha concluido:

"[EjI artklllo 4.6 1eíd(; m «III/l/1/fO 0{I1l ior anícuWI 8 y 1.1, k¡ ms d~ la CIJIlIM,ui6nAm.mcana, !J<!flt al
E¡/aM!n!!t4 a la I)/;ligatiríll tk gam ll1itfr qJd tltt d",dxJputda Uf t/ midopor ti «Jndtllado a ptlla dt mutru
dt masera tltalVd. AJí, ti Estado titile la obligación di implel1ttntaf If tl proadimitnlQ tÚ esta índo/~ qlft #

¡;praarricr por serImparCÚl/)' ffan .rpartllft, tn tWndt ti a)ntÚnado a pella capitalpu~ hafrr valrr de !!lanera
titrra to!kH HJJ antectdentes que ena ptrlintnttJ p am serj ot,ortddo (tln Il actlJ de c/emtllaa".71

Por su parte, la Comisión Interamcricana, ha elaborado en más de talle los requisitos mínimos
de tal procedimiento esta bleciendo que el artículo 4.6 leído conjuntamente con artículo 1.1
requiere que los solicitantes sean informados de cuándo la autoridad competen te considerará el
caso, así como la posibilidad de formular declaraciones en persona o por via de un asesor
letrado an te la autoridad competente y a recibir una decisión de dicha autoridad dentro de un
plazo razonable, an tes de su ejecución. 7~

El articulo 4.6 de la Convención Americana, carece de todo sentido y contenido sin la
existencia de un procedimien to interno por intenncdio del cual las personas condenadas a
muerte puedan ejercer el derecho que consagra a su favor. En Guatema la,
desa fortunadamente, esto es lo que ocurre en estos días. Pues, a pesar qu e e! artículo 18 de la
Constitución de la República de Guatemala, establece que mnguna pcrsona puede ser
condenada sino hasta que se hayan agotado todos los recursos, 10 que incluye el indulto, no
existe un procedimien to o mecanismo para la evaluación imparcial )' transparen te de las
solicitudes de clemencia.

Como lo explicamos al analizar e! contexto guatemalteco relativo a las peticiones de clemencia
an te las autoridades intern as, a fines de mayo de! año 2000, el Congre so de Guatemala derogó
el Decreto Legislativo 159 del año 1892 (Ley de Indulto) que estab lecía el procedimiento para
el tr ámi te de las peticio nes de clemencia ante el Presiden te de la República. T anto la Comisión
lnreramericana, como MINUGUA y el Comité de D erechos Humanos de la O rganización de

76 Véase el articulo 6(4) del Pacto Intern acional de Derechos Civiles y Políti cos. Las Sah..aguardias para Garantizar
la Protección de los D erechos de los Condenados a la Pena de M ue rt e (Salvaguardia 7) que se refiere a la
clemencia y preve "que tod a pe rsona tiene el derecho de solicitar la conmutación de la pena o el indulto, el que se
pcdeá conc ede r en tod os los casos. El acceso a las medidas de clemencia no se puede vedar de ninguna manera.
El Es tado debe regular los elemento s básicos que debe contener tod a solicitud de indulto, para garantizar a las
personas el acceso a este derecho >' que su caso sea resuelto de manera objetiva ".
77 Corre ID H, CasoHiltJi" , Btnjaminy Otro.r, op . cit. Jupra 67, pár r. 188.
78 CIDH, Inftmu 41l OO, Casos 12.023, Jamaica, 13 de abril de 2000, párr . 228: QItI,,'o ¡'iforme Job" la Sihla..i91t dt
D rrnhw H umarlO! en Glfa temala, 6 de abril de 2001, pág. l OS. Véase también Corte JD H, op . cit l'1'ra 67, p árr. 186.
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las Naciones Unidas expresaron su preocupació n por tal derogaci ón" . Aunq ue esta
derogación no significa la inexistencia del recurso, dado q ue la Convenció n Interamericana
goza de vigencia plena como parte del derecho guatemalteco según el articulo 46 de la
Constitución política del pais '", la inexistencia de un procedimiento evidencia el vacío legal
imperante en la materia.

La derogación del decreto y la consiguiente falta de procedimiento, crearon gran incertidumbre
entre los operadores de justicia y personas condenados a muerte, inhibiendo a los segu ndos y a
sus defensores a ejercer legítimamente tal derecho.

Al re specto , la Comisión en el párrafo 108 de su demanda ante la Corte sostuvo:

'1...] muiialltf la d~gal(Jria da mffllllÍ!mo 1t!f11 qm rtghmmr.aba tI "mm¡ dt indult(J, Ji bim no Tt aftdÓ¡U

~lgt"da, si Je ¡",}>O/ibilitó su ejmi.w. La jaita dt ¡ma ky qllt Nglammtt tI "alNfJ !k i1ldJ¡IttJ, rUega a las
p'NOllas condenadas a la p'1Ia dt mlltrn, NI utt caro al stiior~~'tf, ti IUNrho 4 4ra!kr 4 un
promJimimto rk dtmt1laa co'iformt a tas oblilflcW1IU ir.f<!rnaaMalts adopkJdus por ti Estada m matma dt
dmr:hfJs humanos, "'1

E n el presente caso, como ha sido expresado, d 19 de mayo de 2004, el señor Raxcac ó Reyes
presentó una solicitud de indulto ante el actual gobierno de l señor Berger, sin que a la fech a
haya obtenido una res puesta y sin que sepa el trámite que se le ha dado a su solicitud, en clara
contravención a lo que establece la Convención Americana.

E n consideración a lo expuesto, los representantes de la víctima, solicitamos a la Honorable
Corte que establezca la responsabilidad in ternacional del Es tado dc G uatemala por negar el
acceso al recurso de amnistía, indu lto o conmuta ción de pena como lo prev é el artículo 4.6 de
la Co nvenció n Americana, toda vez que no existe en el derecho intern o una ley que regule un
procedimiento transparente, efectivo e impa rcial para trami tar solicitudes en tal sentido como
lo ordenan los artículos 8 r 25 de la Convenci ón. Todo ello, en conexión con el
incumplimiento por parte del E stado de los deberes generales de respetar los derechos y de
adoptar disposicion es de derecho interno consagrados en los artículos 1.1 y 2 de la Convención
Americana .

2, L a Violació n d el D erecho a las Garantías Judiciales en peQUlclO d e
Ronald Ernesto Raxcacó Reyes (artíc ulo 8 de la ConvenciÓn Ameri cana)

Los representantes de la victima, co nsideramos que el Es tado guatemalteco ha vio lado el
derecho al debido pro ceso en contra del señor Raxcacó Reyes, por cuanto, la pena de muer te
impuesta a la víctima es de carácter ob ligatorio, lo cual conlleva de por sí - tal como lo han

79 CIDH,QNinlo Inftmu IObN laSituaaó" de Dmd10sHuma1losm GNOft11lala, lit mpra,pago105; ;-'HNUGUA, Un dirimo
[lija",," sobrr Dm,hllJ Htmlaft fJJ, párrafo 26; Comité de Derechos Humanos, Obm var:i01lu jina/u: Guatmlala, 27 de
agosto de 2001, CCPR/ CO /72/GThf. pi n o18.
so La Comisión Imeramericana ya ha señalado que "[$]i bien la derogación del D ecreto 159 ha provocado
con fusión co n respecto al proceso de petición de clemencia, esto no puede interp retarse en el sentido de que este
recurso simplemente ya no existe - dado que es requerido bajo el derecho internacional aplicable" lCIDH, op . cit .
i/(Pro 67, p árr. 63. Ta mbién véase l'.iI NUGUA, op. cito s"Pro79, parr o26].
81 CIDH, Escrito de de manda pre~"nt';lda ante la Ho no rable Corte en el presente caso, pirro108.
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afirmado reiteradamente la Comisión y la Corte Intcramericana de Derechos H umanos - una
violación a las garantías judiciales del debido proceso legal.

La Co rte In teram erica na, ha dicho que para que en un pro ceso existan verdade ras garan tías
judic iales, es precise que en él se observen todos los requisitos que sirvan para proteger,
asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho , es decir, las condicione s que
deben cumplirse pata asegurar la adecuada defen sa de aquéllos cuyos de re chos u ob ligaciones
están bajo cons ideración judicial'". Y para los casos de delito s sancio na dos con pena de
muerte, ha afirmado que sin excepción debe aplicarse el más rigu roso con trol sobre el re sp eto
a las garantías judiciales" . E s d ecir que, si el debido proceso legal. con su conjunto de
derechos y garantías, debe ser respetado en cualesquiera circunstancias, su observancia es aún
más imp ortante cuando se halle en juego el supremo bien que reconocen y protegen todas las
declaraciones y tratados de derechos humanos: la vida humana Es te espe cial escrutinio
encuentra su justificación dice el Honorable Tribunal, en el carácter supremo del derecho a la
vida , por un lado y; por otro lado, en el carácter irrev ersible que importa la pena de muerte" .

E n efecto, la Honorable Corte precisó que:

"[SJitlldo la 9,rodón tk la¡;tila dt mu,r1I una m,dida tk (arán" i rrwmibk, txiu dtl Estado ti másIStriaoy
riguroso m¡;tlodelasgarall" Í1Jjudiria!rs, dr modo a t/lifar Ullavioladón de i sfaf, qUt, a!1i 1>tV lKt1maria una
prit;(lciólJ arbitraria dt la vida '~ "S

Las normas del debido proceso que rigen las acusaciones de carácter pe nal contra una persona
están prescritas por los ar tículos 8.1 y 8.2 de la Convención, que incluyen el derecho a una
audiencia ante un trib unal compe tente, independiente e imparcial, el derecho del acusa do a
defenderse pe rsonalmente o por la vía de un repre sentante letrado y el derecho a apelar la
sentencia en una instancia supe rior.

Con un desarro llo aun m ayor en este mismo sen tido , el Comité de Derechos Humanos de la
O~U, ha determinado en varios casos concernientes a la aplicación de la pena de muerte que,
en caso de constatarse violaciones a las garan tías del debido proceso estab lecidas en el artículo
14 del Pacto Internacional de Derechos Civ-iles y Políticos, se viola el artículo 6.2 (derecho a la
vida) del mismo si la pena es ejecutada ."

82 Corte ID H, Carallriasj udiciales t1I Estados deEm~rgellda , O C-9, 30 de enero de 1987, Series A., N" 9, párr. 25.
S-\ Corte IDH, El dm cM a la ill!romacióll «JlIsular sahrt 1<1 sistt1lcia consular t ri ti marro tkl lasgarallw dd dtbido promo !rgal,
op. Ó. supra 56, p árr . 135.
M [bid., p árr . 135, 136.
~'i ¡bid., párr. 136.
1!6 En la comunicación número 16/ 1977, por ejemplo , referida al caso del señor Dani el Mo nguya Mbcnge (1983),
el Comité citado estableció qu e, según el artículo 6.2 del Pacte Internacional de D erechos Civiles y Políticos, "la
pena de muerte sólo podrá imp onerse "de conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse
el delito y que no sean contrarias a las dispo siciones" del Pacto. Ello exige que tanto las leyes sustantivas como
las procesales en virtud de las cuales se haya impuesto la pena de muerte no sean co nt rarias a las disposiciones del
Pacto y, adem-ás, l.jue la pena de mue rte se haya impuesto de conformidad con esas leyes y, po t consiguiente, de
conformidad con las disposiciones del Pacto . En consecuencia, el incum plimiento por el Es tado Par te de las
condiciones pertinentes que figuran en el párrafo 3 del artículo 14 lleva a la conclusión de que las penas de muerte
pronunciadas contra el autor de la comunicación se impusieron contrariamente a 10 dis puesto en el Pacto}', por 10
tanto, en violación del párrafo 2 del articulo 6." Selección de Decisiones del Ce rniré de Derechos H umanos
adoptadas con arreglo al Pro tocole Fac ulratrvo, Vol. 2 (octubre de 1982 - abril de 1988), N aciones Unidas, N ueva
York, 1992; pág. 86, párr . 17. En el caso &id es. j(V/Iaica (no. 250/1987), el Comité afirmó que "la imposición de
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Los rcpre:sclllam Cti d e la v íctima, a continuación expondremos las violaciones especificas a las
garan tías judiciales consagradas en el artículo 8 de la Convenció n Americana en las que ha
incurrido el Estado de Guatemala en perjuicio del señor Raxcac ó reyes, tales como: el derecho
a ser juzgado por un juez o tri bunal ind ependiente e imparc ial, el derecho d e defensa y de
presentar pruebas, así como el derecho de recurrir en forma efectiva ante un tribunal superior.

A. E l Es tado de Guatemal a impuso la pena de muerte
ob liga to ria a l se ñor Raxca c ó Reyes, violan do el derecho a ser
juzgado por un juez O tribunal índepend íen re e imparcial
consagrado en el articulo 8.1 d e la Co nve nción Americana

El artículo 8.1 de la Convención Americana , consagra las garan tías judiciales, al decir que:

T'oda pmOlli1 fimr tUruho (1 1" oída, roll fa¡ drbídaf gorOITlíaJy rklltro rk 4 11pla:(!J ~lWbk, por NnjN~Z o
Jrib!mol rom~/tllk, i"dqxll<iímtr r ;mparcio~ mabl«i~'lIic ~" o"tmtmdad por la ~., ~II la !N!tollcia.iQJl d~
fIlOlqliiff oCZt!o" ónpenalj?m:lilada ~IIfra ~11a, opara la drfrrmilladólI dr IItJ dtrwM.Jy obitgaáollu dr orden
dvi~ laborolfiJeal o de rna!qlfieroJro carácter.

En el pre sente caso, el Estado de G uatemala violó en perjuicio del señor Raxcac ó Reyes el
derecho a un debido proceso legal por no haberle garantizado el derecho a que el tribunal
interviniente actuara con indepen dencia e imparcialidad para la sustanciación individualizada de
la acusación penal formulada en su contra, como lo establece la Convenc i ón Americana.

El artículo 201 del Có digo Penal guatemalteco, consagra la aplicación de la pena dc muerte
para los autores del delito de plagio o secuesu o, estableciendo así una condena de muerte
obligatoria. Ello, arroja como resultado que, por un lado, el tribunal encargado de juzgar a
presuntos autores del delito de plagio o secuestro se deba limitar a determinar la existencia de
los supuestos de hecho que constituyen el delito y a aplicar luego la pena de muerte, de manera
maquinal y sin posibilidad alguna de considerar si tal pena es adecuada al caso y al sujeto que se
juzga, ni mucho menos indagar sobre la posible existencia de causales de atenuación, dadas por
las condiciones persona les del reo, por las circunstancias del hecho, entre otras. En virtud de
una regulación de esta naturaleza, donde se erige un sistema automático para la resolución de
casos donde es aplicable la pena de muerte, el tribunal enc uentra anulada toda posibilidad de
ejercer discrccionalidad, actuando claramente sin la independencia e imparcialidad que exige la
Convenci ón Americana.

En efecto, el juez deja así de ser independiente e imparcial, toda vez que no puede realizar Wla
consideración razonada del caso, pues, sus extremos ya están determinados de manera rígida
en la ley, de una manera que supera las limitaciones permisibles por la Convención Americana
al afectarse seriamente el derecho de la víctima a ser oido por un juez o tribunal
independientee imparcial. Su sana crítica (principio rector de la interpretación en materia

una sente ncia de m uerte (Como conclusión de un juicio en el cual no se han respetado las disposiciones del Pacto
cons tituye l...] una violaci ón del articulo 6 del Pacto. Como el Comi té o bserv ó en su comenta rio general 6(l ó), la
disposición según la cual una sentencia de muerte sólo puede imponerse ce acuerdo con la ley y sin contrariar las
disposiciones del Pacto, implica gue 'deben ser respetadas las g'J.rllntías procesales ahí establecidas inclusive el
derecho a un juicio justo po r un tribunal independiente, la presunción de inocencia, las garantías mínimas de
defensa, y el derecho a recurrir a un tribunal sup erior ".
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penal), es reemplazada de Jacto por un sistema tasado del cual no puede apartarse, que ha sido
establecido previamente en forma extralimitada por otro órgano del Estado.

En el caso particular del señor Raxcac ó Reyes, deviene imperioso tener presente que al
momen to de los hechos, el juzgado r no pudo tener en cuenta elementos paniculares relativos a
las circuns tancias individuales del señor Raxcac ó Reyes y parti culares de caso mism o. E n el
primero de lo s sen tid os, se destaca la inexistencia de antecedentes penales y policiales en su
contra, y la edad que tenía en to nces d e alrededor de 22 años, q ue hab lan a las claras del perfil
de una persona joven sin un elevado grado de peligrosidad. POr otra parte, en el segundo de
los sentidos, sobresale la corta duración del delito de secuestro que sólo se extendió por
alrededor de 30 horas, es decir, alrededor de un día y; el hecho de no haber existido resultado
fatal para la víctima, como podría haber sido su m uerte. Estos eleme ntos particulares, al no
enrolarse en el común de los delitos de esta naturaleza, no pudieron ni fueron tenidos en
cuen ta po r el juzgador de una manera independiente e imp arcial como lo exige la Convención
Américna.

Por lo expresado, los representantes de la víctima , consideramos que el Estado de Guatem ala
ha violado el derecho ser juzgado por un juez o tribunal de manera independiente e imparcial
en perjuicio del señor Raxcac óReyes.

B. E l Estado de Guatemala violó el derecho de defen sa y de
presentar p ruebas del señ or R ax cac ó Reyes consagrados en el
artícu lo 8.2 e y d de la Convención Am eri cana

En el marco del proc cso penal interno, el Estado de Guatemala vio ló en perjuicio del señor
Raxcac ó Reyes su derecho de defensa al imponerle el órgano judicial la pena de muerte en
forma obligatoria; así como su derecho de presentar pruebas conducentes por la denegacion
del Ministerio Público de considerar otras líneas en la investigaci ón de los hechos.

En este último sen tido, cabe recordar algun os extremos relevantes tanto de los hechos como
de la apreciación de la prueba que ilustran líneas de investigación desestimadas y elemento s
proba torios no tenidos en cuenta, tales como: la admisión de la posibilidad que el seño r
Raxcac ó Reyes haya podido saltar un a pared de siete metros de altura con un niño de nueve
años en los bra zos": así como, la declaración de los testigos de descargo que señalaron haber
visto cuando nuestro representa do y su esposa fueron me tidos violentamente en dos carros,
por hombres armados, el día de los hechos" , Asimismo, cabe destacar que, en el presente caso
el señor Raxcacó Reyes también vio afectado su derecho de defensa y de presen tar pruebas al
no haber tenido lugar una división del acto del debate, en cuya virtud: por un lado, se
determinaría o no su culpabilidad y, por el otro, se individualizaría la pena para el caso de ser
pasible de ella, como ocurre en el grueso de los procesos penales en Guatemala."

87 Es to, conforme al reconocimiento judicial realizado po r el T ribunal el 7 de mayo de 1999 en el lugar de los
hechos.
l5! En este sentido, véase lo expues to en el presente escrito en L7 wndma a mll~ dd ,diqr RaxuuV RQ'rJ, pág. 6, 7, 8.
$9 En efecto, de conformidad al articulo 353 del Código Procesal Pena: " (DJi...-isrón del debate único. 1_Por la
gravedad del delito, a solicitud del Misusterio Publico o del defensor, el tribunal di...-idirá el debate único, tratando
prime ro la cuestión acerca de la culpabilidad del acusado y, posteriormente, 10 relativo a la dete nninaci6n de la
pena o medida de segurid ad y corrección que corres ponda. El anuncio de la divi sión se hará a más tardar en la
apertura del deba te. 2. E n este caso, al culmina r la primera parte del debate, el tribunal resolverá la cuestión de
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La Convención Americana, en su artículo 8, inciso 2, apartados e y d regula otras

garantías judiciales, estableciendo que :

Toda perrOlld in'Jllpada tk ddi to time dn-ed'Qa qlit Jt prtsumo su il/oama:z miu ItrlH no ulobfer!n /egofmMJe

su culpabilidad. DUf'"l.lTte elproas/), ",da p rrsO'lO titile tUrttbo, ,ft pkna igU4ldad, a las Jiguimul garalllias
m¡"ima¡:

t: (()1I(tJiónal btClilpado del UI1'!fJJ'Jy detosm,dios adw.tuilJ[ para laprrparadón dt JI( dif(1ua;

d. dmmo del in'Jilpado de difmekm ptmnamWlft o de. ser asistido por 1111 dejen.m,. rk J74 e/eaión y de
<qmunicar¡e librey privadammfe ro" 111 d!fiMO,.,

La posibilidad de desarrollar prueba y la alegación de factores atenuantes, ya ha sido
reconocida, internacionalmente, como un elemento integrante del debido proceso, que se debe
obser-..ar afomori; en los procesos por delitos penados con muerte'".

La Comisión Interamericana ya ha sostenido que:

"l...) la txperiel/fÍa de otrasj u,ú diaWnes illlmw<wnales)' M<Wllalu f...] S1IUm '1ue el tn"bullal tkbe tener
mJ(fuión para Itlter ,n ron.;idtradÓn 1mdrmll!f.allcia¡ illdividuallSdd rklillCMtnleJ' d,1dtlito al detemrinar si
la pena tU mutrU pue& y dd" i"'!X'r:ml, si la senteneta se ronsidmt radonaJ, bJm1ono J rofljamre el 1M
requisi/Q,¡ dd debida proaso. Sr ba detrrminmia qNr lar ammlkmdar individs<alrr qJle debm ronsidmm l
in.hfym ,1 caráctery los aJfJtalUn!er él tkli"()Jerr(~, losjaa~r sllbjrtiws qlle¡ lllden habff inddide tn SN
rompqr1atnÚn!o, la fOrmay la manera d, la tjealcirin dtl dtliro ,n partiC1lIar, y la poJihilid<:d dI rtjórmay
rtadaptadrin sodal dtl drlin(lll1ltl. ""

Sobre la base de ello, la Ilustre Comisión sos tuvo en su Informe de Fondo (cfr. art. 50 de la
Convención Americana) sobre el presente caso, que la imposición de la pena de muerte de
manera congruente con la Convenció n exige un mecanismo efec tivo por el cual "el acusado
pueda presentar descargos y pruebas ante el Tribunal que pronuncia la sentencia acerca de si la
pena de muerte es un castigo permisible y apro piado en las circunstancias de su caso.',n

i':o obs tante, la pena de muerte obligatoria priva al procesado de la posibilidad de ejercitar su
derecho de defensa, ya que todos sus esfuerzos probatorios y argument ativos se ven reducidos
a la única posibilidad de demostrar que no cometió el hecho considerado como delito. No
puede, en ningún caso y bajo ningún concepto, demostrar que la pena de muerte no es

culpabilidad y. si la decisión h abilita la imposición de una pena o medida de seguridad y corrección, fijuá día }'
hora para la prosecución del debate sob re esta cuestión. 3 . Para la decisión de la primera parte del debate se
emitirá la sentencia correspondiente, que se implementará co n un a resolución interlocutoria sobre la imposición
de la pena en su caso ." Por otra panc, el Manu al del Fiscal explica las ventajas de esta institución: "La división o
cesura permite ordenar el debate teniendo en cuenta la importancia de la conc ret a aplicación de la pena. En la
pn·mera pam dtl debate sedtterminarrisi elaaaado ha ~m'tido la aaión qke re leimpl4/11Y n-es atlpable. Finalizada la prim era
pllrte se emitirá sentencia. Si Ía sentencia. declara III culp abilidad del reo O habilita para la imposición de una
medida de seguridad , el debate ccnunuará al siguienre día hábil En la rtgundaparle sediJ(lltirá sobrt la f# ffa o medidaa
impoff".Y la! PaTUJ ¡XJdrriff propMtr prueba par-a la j ijadó" ~1f(:re!a. Asimismo, en este momento, se podrá ejercer l:I
acción civil. Concluida esta segunda fase, el tribuna l dictan una resolución interlocutoria, en la que se fija la pena
o medid a, que se añadirá a la sentencia" [Man ual del Fiscal, Segunda Edición, Guatemala, 2001, pág. 284J_
90 Profusa jurisprudencia internacional citada por la Comisión en su Inf(lf'1'1fe38/00. ¡Upr-a 58, párr. 84.
~l l bid., párr. 96.
92 V ia.re,CfD l ], Informe de Fondo 49/ 03 adoptado en el presente Cll SO , p árr. 55.
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adec uada al caso y a su persona, o que existen otras circunstancias que atenúen su culpabilidad.
Ello, resulta sumamente arbitra rio porque permi tiría, por ejemplo, que el secuestro cometido
por una rer~ona que no se hallare en uso de sus facultades mentales, careciere de antecedentes
penales y en el que no resu ltare la muerte del secuestrado, fuera sancionado por la mi sma pena
que uno en el que sí resultare la muerte de la persona sec ues trada y en el que el acusado
estuvie re en perfecto uso de sus facultades m entales y tu viera anteceden tes criminales" (ello
descontando la posible aplicación a autores de sec uestros con m o tivos políticos o conexos,
menores y otras situaciones igualmente delicadas).

En suma, la imposición de la pena de muerte obligatoria limitó la posibilidad de la victima de
form ular declaraciones y presentar pruebas, a efectos que el juzgador evalúe si la misma es o
no el castigo admisible o adecuado y, en consecuen cia, no se concluyó el proceso penal interno
con una sentencia individualizada que tenga presente las particularidades del caso y las
circunstancias individuales del imp utado .

Por lo tanto, los representantes de la víctima. consideramos que el Estado de Guatemala
también violó el derecho a las garantías judiciales enumeradas en el artículo 8.2.c y d de la
Convención Americana en perjuicio del se ñor Raxcac ó Reyes, toda vez que se ha afectado
gravement e el debido proceso legal, como ha quedado demostrado.

C . E l E s tado d e Guatemala im p u so la pena d e muerte
obligatoria a l señor Raxcac ó Reyes violand o el derecho d e recurrir
ante un tribunal superior por e l fallo que lo condenó, consagrado
en e l artícu lo 8.2.h de la Convención Americana

El inciso 2, punto h del artículo 8 de la Convenció n Americana consagra que;

Toda p'no!!a i/lc:.lpada de ,k1i1tJ tiene dtndJO a qlle Je pm llma JII i!!ocrnda m!tntrOJ 1IQ ntab/~ca Irgalmrnu Sil

1'1tlpabi/idad. DUfantt tiprrxtJo, toda pmona tiMe dtrtcho, tII plma igNaldad,a fa¡ sigllitnfu ganmrfas mbdmlll:

Tal como lo ha señalado la Comisión Interamencana, esta garantía judicial no tiene lugar en los
casos de pena de muerte obligatoria, toda vez que

"[. . .] tII ratfn dt iJI caM1ef ~mplll!ivo, la impqJidón dt Nlta u n1t11da de mNm, obligatoria impide toda
"vuión ifeaiva tII ena isutanaa JH}en'or para tkurmillar la pertinmia J¿ la /tnumia de mume en las
címm.itallliaJ de &ada caso t1I parlú;u!.zr. Como se indicó anuriormtnte, «na PeZ impNuta una IMlmaa rú
ml/trie obligatoria. todo !tJ quepuede determinarIIn tribllltal Jupm"or n si 1/aCUlado fue debidamente d~clarado

culpable de Mn ddito para ti cual era obl;galon·o imponer /o ml-fmcia de !!1ltfffe. No eXll fe oportunidadde que
1111 tribunal de alzada IxmJidert si laptlla de mu~rle era e!ca.¡tigo adecuado t!! las alt"UnJfalltta.¡ dtl delincuente
)' e! delito m paníadar. Esta ronftCtltllcia no puede mnciliaTSe Cf)1I f¡H p,indp,osJUlldamtntalu de! tkbíJiJ
procero ronlagradtJl en 10J artiaslos 4y 8 dela Olllvt1ldoll que rigtll la ""/Mlido" de laptlla de Immte¡ /o cual,
(1)1110 lo ha rt<"rJlloddo la C011e Inttrlmmúana, inclJ9'r la estnaa tJbJt1wnda J nvúid!! de /O, requisitoJ
procelale, que ritfn la impoúciólI o aplicaddn de la pena de mw:r1e. La inexi.rumia dt una nvúión ejrotiva
ilmtra una wt más el earacta arm"trano de la impkmrofadón de la pesa de J17utrte por senunaa obligatoria
[.. .r:

oy¡ E n ese sentido CIDII. op. cir. mpro 58.
'.lol lbid., p árr. 87.
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En el caso particular del señor Raxcac ó Reyes, tras habérsele impuesto la pena capital, recurrió
ante la Corte de Apelaciones alegand o que la pena unpucsta no era p ro p orcio nal al daño
causado. Durante la au diencia p úb lica de segunda ins tan cia, la defensa d el señor Raxcacó
Reyes explicó que el tribunal de sente ncia había ignorado la ley al aplicar la pe na de muerte
dado que el niño secuestrado no había muerto y, en consecuencia, también hab ía quebran tado
en perjuicio de su defendido el principio de proporcionalidad de la pena en vio lació n tanto de
la Constitución Pa lluca Guatemalteca como de la Convención Americana. Empero, la Sala
Cuarta de la Corte de Ape laciones, declaró improcedente la impugnación alegada por el señor
Raxcac ó Reyes, indicando que el artículo 201 del C ódigo Penal es plenamente aplicable al caso
y que no contraría ni la Cons tituci ón de la República ni la Convención Americana.

Como se puede apreciar, el T ribunal de alzada, al encontrarse ante la imposición de la pena de
muerte obligatoria no valoró si la misma era el castigo adecuado a las condiciones personales
del imp utado }' a las circuns tancias pa rticu1a.res en las que se realizó la conducta, ni la
proporcion alidad entre el delito }' el castigo. Es obvio que, el acceso a esta instancia fue
meramente forma l, sin que existiera un verdadero análisis sobre el fondo del caso. E l T ribunal
supe rior, no fue capaz de corregir las decisiones jurisdiccionales contrarias a derecho que había
estab lecido el tribunal a quo.

La Corte Inte ram ericana, en forma reiterada, ha interpretado que no basta con la existencia
formal de los recursos sino que éstos deben ser eficaces, es decir, deben dar resultados o
respuestas al fIn pa ra el cual fuero n concebidos'}';. Específicamente. sobre el dere cho de recurrir
del fallo ante juez o tribunal superior, ha considerado que éste es una garantía primordial que
se debe respetar en el ma rco del debido pro ceso legal. en aras de permitir que una sentencia
adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distin to y de superior jerarquía orgánica. En
palabras del Honorable T ribunal: " [S]e busca pro teger el derecho de defensa o torgando
durante el proccso la posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede firme una
decisión que fue aprobada con vicios )' ~ue con tien e erro res que ocasionarían un perjuicio
indebido a los intereses de la una persona." 6

D e es ta fonna, al no realizar la Corte de Apelaciones de G uatemala un análisis o exam en
comprensivo e integral de todas las cuestiones atine ntes al caso particular resuelto por el
tribu nal infe rior, el recurso no satisfizo los requisitos del arti culo 8.2 h de la Convención
A.mericana. Por lo tanto, solicitamos que la Honorable Corte declare que el E stado de
Guatemala ha violado en pe rjuicio del seño r Rax cac ó Reyes el derecho de recurrir el fallo ante
un juez o tribunal superior.

3. L a Violación del D erecho a la Protecci Ón ludicial en p erjuicio d e Ronald
Ernesto R ax cacÓ Reyes (artículQ25 d e la Conve nción Am erican a)

E l articulo 25 de la Convención dispone:

1. Todaptr501la tim( dfTC(hq (J un reooto ¡mli//q'y rápido o a ¡'Jia/qNi" otro recurso ifmiw alltt k! jum ! o
tribuna/ti ,omptttllttl, qUt la ampart contra actos qUt vio!tll I1lI dtn,ho! J1l1'uiammta/u rtI;(J1Irxido! por la

'5 Corte 1DH. Coso BomaRúardoj' otroJ, ComptuJI.-ia. 28 de noviembre de 2003. párr. 77.
ss Corte ID! I, C.a."() Hm -e1'll Ulioa, 2 de julio de 2004, párr. 158.
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ÚtUhllflitílt, la '9 ~ IDrr~1I1I Cs>nftl:iri•• lIJnJ~ f4I~. I ta _fiJopqrp6»1I<U fIII ..rJiI. ",
~ tk 11<1! 1ll/drJ/W¡ o/iri"/'I.

2. 1-"/ E s!4dtJs parre. " ro11tprom,UfI:

"- "jtm>"Ii'if~ '1'" ,. ""'MdoJ "''''Jxf..U¡:mutapor " Siu_ kgtJ liti &14<4 attidlni PJim Mil úrtúJoJM

ttHi41'""114'1'" ' ''fn1»''l'' /JIf ~fW"

/;. " puJitar ¿ OIwrpS~. ptIr !tu~ <lP't/'tfflllu. M tlNW tI«isift .. '1'" JI~ ;ni.....
pr-MII/' . / rnJtr...

De acuerdo a este articulo , los Estados Parte están obligados a suministrar recursos judiciales
efectivos a las víctimas de violación de los derechos hum anos." El derecho 1I. un recurso
sencillo. rápido y efe ctivo ante los jueces o tribunales nacionales co mpetentes es UO;¡ ganntú
judicial fundamental importante que ¡amis puede ser minimizada. Cons tituve, en última
mstancia, uno de Jos pilares básicos, no sólo de la Convención Amcric:,¡na. sino tamb ién del
Estado de: Derecho en una sociedad democrática, así como una garantía judieW que tiene su
o rigen en el artículo X\ilIl de la Declaración Americana y ha sido incorpouda en otros
instrumentos internacionales....

En el prim er párrafo del anículo 25, la Convención tutela la instituc ión procesal del amparo,
ente ndido como el procedimiento judicial sencillo }' breve gue tiene por objeto la rurcla de
todos los deeeeh os reconocidos po r 12$ constituciones y leyes de los Estados Parte y poI la
Convención.

La Corte Interamericaoa, ha sostenido asimismo que el anícuJo 25.1 dc la Convenci ón
incorpora el principio de la efectividad de los instrumentos o mecanismos procesales de
protección desunados a gan.ntizu los derechos humanos y. en tal sentido. ha enfatizado gue:

'YN]~,...J."w"Jidmm. </,,6_ "1,.,l/(,s ,.,am~s qu,,~, lascOJ/dici~J/IJ gtl'tra!1S dtl pais ~ i"duiO por las
4mJ1IsftJnaas par6i'U1a...s dt U" tafll IÚldo, ffJJ'!tl" i!ltJf!,i~s. Ello purdt _ nir, por <jI",!,h, a«lII(/¡¡ 1/1
ilUlr/1iJad h'!J" ,,,,dtJM w..~rnad.1 por ¡" prdaiut, p.rr¡w.1¿t¡alfll¡ ln'isdió';""'! "'":;'"' ¿, la u.d!J""k"""
~s.uitJ l-" d«itJ¡', .... I~' M- fll!lu .IN -.Jm l-" !ftP'tar l1tJ dnsi.",r; por tIIdt¡Wr
""" si~ <¡MI -Ji:- ... a.a.:Jr. J, ..~ ., jarrl lia. _ RImiI~ 11 i t«:llrrt trr rrf4f1M
~ulaJCsj¿"'''

Además, el Honorable Tribunal ha señalado que según la Convención:

' '[L}l1f Estadn Partu 1< gbliy n a lUI1Iinillrw r,..mOI ¡ 1I'¡¡" akl 1<<1/1101 " las Iidi",,,, ¿, ~WÓ" dt kn
1i",.i1f1JhUm""0J (arr. 25), ffl'Uffl1J q"l 11tH" Jlr IUI"'IUi""os d. alllftrm/dadCM 1M rt¿kzJ Ii,!J.bi,*,prtKts.
k¡,.J (t6t. 8.'J, t"a, ,lid Ii",,", dt la 6b1i§l<ió"J"," a!" (¡J~ dt /iN mi111lDS Bnedos. dt ¡,aml/ti'{ar el Iib,.,.1
p¡'u ljtnUia dt 1M durdJt¡¡ rettlll«iJlr por la O "" ttQ(j1/ a rula J>m"'" qu M ......"m b% ni

jJn'isdi.-r:i#" ..... "

" Corte IDH. em. VdtiJqoWt~ E.:xaJxi-sPrrhnuns, 26 de jwúo de 1987, párr_90. 91, 92.
.. Tales como, la Declar:tciOO l 'nn.-usaI de IXttthos Humanos, la Convención EUl'Ope.i robre Derechos
Humanos.,la Conv=aón Amen.::lna sobre Dereebos Humanos, r '" Cnu Africana de De recho, Huma nos.
" Cfr., Co rte ¡DH, Cm funil Ri-.J¡¡.1 DfJW. sltJml 85, pino TI; C= '(:;1/'" Pmsiolfi!taJ", 28 de febrelO de 2003.
au. 126; Cll!~ La, P,,/m.tW, 6 d e diciembre~ 2001, pi rro58.

Cfr- ÚzJ~ L....,¡>,,/m"ar , l"Pm 99, pilet. 60; (.Il tO G~·"Q,. e",::. Ex""f'do~'s Prr/ir!til/a,.". 26 de junio de 1987, pirro
93; y C= F...,;" G.m.iy 5~lis Ú WIl1n, Exapaam Pn/U1,ilf<J,.", 26 de junio de 1987, pino 90 ,

"fija i".frarnQn dtl dffl<'ho a kJ ilt!tgridad¡si,"".1 psiqMi(4 de 1M /"",OfIllJ It "110 cla.r, dt ,,;o/miól/ ,,<O tUl/'
1i¡_r4J "' ''IIoIIUiMOS de ¿r."do ) '1'" abtz"" dmú la kJrlJm1 "as/¡> ow tipa d, "'fií"''''<1 ~ fratlJJ (fU,!eJ,
,,,hU,,,II"M Otiwadalt1ts "'!)'o'lS msn/i1S.ftsi=J pnq..1ms Nrlll~ de ÍJlI",J¡rJqJ ng;L" 1M ft1<TDJ'tS ,"dój'II/IJ.1
~ {-.J El~~k M txpnsa", ". H~tiMU"kJ de ..¡,. , tMfJÍ<l , ÍJl/"'"''''''' _ .1Ji" ¡J,

/sIIMiIJp, ¡J,¿n>d-.1 " ..-pn-Ia rrrim"¿,,fis*.1-rJ,¡, ¡" Iid/",.. -

Partiendo dc estas ap reciaciones, los rep tesenwues de la. víctima afirmamos que en el presente
caro el Estado de Guatema.la esci vio lando su dcrecho a la mtegridad personal de tres formas:
por la imposición de una pena de muerte oblig:i!toria; po r el fenómeno del corredor de la
muene; y finalmente, por las condiciones carcelarias cn las que vive actualmcnte.

.. ConeIDH, ea... c.m¡¡, Prln<t':i.1 .bTu,30 de mayo de 1999, pin . 196.
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A. La pen.a de muerte obligatoria

Como ha quedado estab lecido, la pena de muerte obligatoria elimina la posibilidad de razonar
la individualización de la pena, impide esta b lecer una conexión racional y proporcional entre el
inculpado, el delito y el castigo impuesto y no permite una revisión judicial de la decisión
adoptada, en los términos consagrados en la Convención Americana.

E fectivamente, la au toridad judicial que condenó al señor Raxcac ó Rey es Jamás tuvo en
consideració n sus circunstancias personales; no valoró sus posibilidades de reinserci ón social ni
ninguna otra condición o circunstancia, obje tiva o subjetiva, que pudiera atenuar la pena.

En co ncordancia con lo anterior y de acuerdo con su propia jurisprude ncie'P, la Comisión
Inreram erican a indicó en su dem anda que la imposició n de la pena de muerte obligato ria
transfo rm a dicha pena en una sanció n inhumana e in justa que comporta una violación de los
artículos 5.1 r 5.2 entre otros en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana. En
concreto, sos tuvo que

'i'A}¡imiJmo, al sentenciar al leñorRaxcacó ~eJ a unapena de mutrle obligatoria JÚ' considerar
Jll)' an:un.rtpnaaJ individualti, ha t1iolado SUl derechos a la integridad ftsica, psiquicay mfJrol, m
conlrannaón dd arlicJ//a 5(1} tÚ la Convenaón,] lo ha sometida a un CaJligo o tratamiento cme!,
inhuma1l() O dtgradantt, m violación del arlku/iJ 5(2). El respeto tltndaf por la dignidad d41
individuo que informa el arl!cJ/lo 5 (1).'1 (2) de la ünvtntión no puede condliarse con un sistema
quepriva al individuo deSUJderechos masjU1ldamtllfa/es. romo el amcho a la vida, sin conJiderar .ti
estaforma excepáonal de castigo es adecuadaa lar araoutanaasd4 f U caso. LA determinadón de la
pena de muerte obligatono tomoprivación arbifraria de la vidarifuerza fU caracterización dt .'tlftigo
o tratocme/' inhumanoy degradante, contrario,por tasto. al artku/iJ 5(2) dela Convenci6n.' I)J "

Los represent antes de la víctima coincidimos con es ta valoración y, en tal sentido,
considerarnos que la imposició n de la pcna dc muerte obligatoria al señ or Raxcacó Reyes por el
de lito de secuestro atenta contra la dignidad inheren te al ser humano y el derecho a un trato
hum ano, establecidos en el articulo S de la Convención Americana.

B. El fenómeno del corred or d e la muerte

La Corte Interamericana, en el Caso Hilaire, Betyaminy Otros tu vo la oportunidad de refe rirse al
fenómeno del co rredor de la muerte. Luego de apreciar la prueba pericial aportada sobre el
impacto del mi smo en las personas co ndenadas a muerte, consideró que las condiciones de
de tención en 'lue las víctimas del caso han VIVido y viven "constituyen tra tos crueles,
inhumanos o degradantes ya que éstas se encuentran VIviendo en situaciones que afectan su
int egridad física }' ps íquic a."?" En particular, observ ó que " todos los detenidos se encuentran
bajo una constan te amenaza de que en cualquier momento pueden ser llevados a la horca
como consecuencia de una legislació n y proceso judicial contrarios a la Conve nción
Amcricana." tII~

1(l2 CIDH, Ba.:Jtisl(y o/rol VI . Granada, F(}f/d~, 13 de abril de 2lXlO, párr. 90
IOJ En el p árrafo 78 de la de manda de la CIDH
10-l Corte IDH, Caso HiJairr, Btf!iaminy Otros, supra 67, pirr.169
10; Ibid. pirro168
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La Corte Europea de Derechos Humanos, también ha considerado que esta Situ ación
constituye un trato cruel, inhumano y degradante porque " la omnipresente y creciente angustia
d e espera r la ejecuci ón'"?' du rante esta dc mora r bajo estas co ndiciones va m ás allá que el
"elemento inevitable de sufrimiento y humillación conectado ..l," con la pena de muerte. Según
esta Corte, no existe una manera de ap licar la pena de m uerte que ev ite el « fenó meno del
corredor de la m uerte" sin violar estas ga ran tías minimas'[".

En el caso bajo estudio, el señor Raxcacó Reyes desde el momento que fue condenado a
muerte e1 14 del m ayo de 1999, está sufriendo el fenómeno del corredor de la muerte , lo que
conlleva en su perjuicio una violación a su derecho a la integridad por el sufrimien to moral
experiment ado r a la angu stia emocional que se deriva de saber que su ejecución puede darse
en cualquier m omento.

C. Las cond icio nes carcelarias de detención

Actualmente, el señ or Raxcac ó Reyes se encuentra detenido en el Centro de Detención
Preventiva, en el pabellón de máxima seguridad. Dicho pabellón tiene 18 celdas (nueve celdas
frent e a otras nueve, separadas por un corredor de aproximadamente cuatro metros). El total
de la población carcelaria allí es de unos 50 reos, 9 condenados a muerte, entre ellos la víctima
del presente caso.

Las celdas son de peq ue ñas dimensiones, pues, miden aproximadame nte de 3 a 4 por 4 o S
metros' ?", }' cuentan con un diminuto espacio acondicionado para servicio y ducha. Cada celda
tiene acceso , a través de una puerta, a un pequeño patio enccmenrado, de un metro de ancho y
del largo de la celda, con rejas como techo por donde entra la luz natural. Estas celdas
albergan de tres a cuatro reos y su únic a comunicación con el mundo exte rior es a través de
una puerta de acero con una pequeña ventanilla que da al corredor, por donde los prcsos
asuman sus rostros. En cada patio hay una pila con agua.

En el pabellón de m áxima seguridad, se permi ten visitas una vez a la semana por dos horas.
Las autoridades peni tenciarias organizan las visitas de tal manera que cada reo las reciba en
forma separa da. Las comunicaciones telefónicas y la correspondencia, son limitadas.

E l señor Raxcac ó Reyes comparte la celda con una person a y no tiene acceso a ningún tipo de
programa, ya sea de trabajo, de educación o de rehabilitación . Sólo puede salir de su celda
cuando recibe visitas, en las condiciones descritas.

Tanto el señor Raxcac ó Reyes com o los OtrOS reos condenados a muerte su fren enfermedades
relacionadas con la angustia y la tensión de estar esperando la ejecución de su condena:
gastritis, úlceras, dolores de cabe za, problemas de presión arteria l, diabetes, depresión r otras.

roe Co rte EDH, Caso SiNring P. fui f/o Uf/ido, 7 de julio de 1989, párr. 11t.
\07 Ibid. pare. 105.
Hlll lbíti., pi no t OO-lI1. Otro ejemp los de prácticas que van más allá que el inevitable son la manera de ejecutar, las
circunstancias personales del con denado, la disp roporcion alidad entre La gravidez del crimen y el castigo, y las
condiciones de detenc ión. La Corte agregó que las actitud es actu ales del los estados partes a la pena capital son
relevantes en la determinación de si se ha superado la umbral o no.
M V !a.r! mp ra 40, páginas 64 - 69_
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Él particularmente, se qu eja de dolores en el pecho y en las rodilla s, y de asfixia, y pese a habe r
solicitado en repetidas ocasiones atención médica, no ha sido examinado.

Como su esposa también está privada de libertad por los mismos hechos por los que él fue
juzgado, no se le permite visita conyugal. El señor Raxcacó Reyes y su esposa tienen casi
nu eve años de no verse, sólo comparten corre spondencia a trav és d e la m adre de la v íctima.

La co mida en la cárcel es sumame n te limi tada y en m uchas ocasiones se les da en mal estado O

podrida, lo que les provoca dolores es tomacales y m ole stias digestivas. E n su declaración
jurada, aportada a la H onorable Corte por la Comisión In teram ericana, el señor Raxcac ó
destacó la mala calidad de la alimentación, en estos términos:

''[E}" el Itma de a/immr.adón n /á UIr poromala, porqul In ti dmryun() timen f rijoles,y un p látano qUI na es
ni ",aduTtny lo ( Ile.tn asi t'mil, todo !arra,\!!, qUI fJI1 SI puedM ni <!imlr,y losftij()IIJ vit/ltn malp"fN1rad<u , a

/llClJ traen un aiar«()111() qlll)'a Jt után arntiJlalldo, esdI Il<lIu a d~mingo '11« /ram la miJm() t/I la maiiana,
frfP k ly arroz, a /Jea! un hut/)(} tII la mañana, (} un /ama//()J ¡ábacWl tn fa tanit, qUt a 1JtUl ha<l mal fXJrqut
.P IlÚII4 shuro, EIl 11 aimuIT"{!J Mio (mln arroz tlJ lI jrij ()lIs blan(;()J «m lalcbkha, o fnJoItJ coiorodos Mil

sakhima y am;zy "fla wz a la semana Irar:n pqlki,)' a 1Jt«s piml.aJ'i ¡hNtIJ, qUI (J a/g() qUI rt(} 11 puedl ,YJmer
porquehmr mal. En la ~tnll soto trarn.frijoly fideo¡ bim colados oparadOS,) ..inro tortilla¡ ddgadila¡'y ..afiJ
p iro. Es aigo qJlI /lO sUI/tII/ay 1/() SI plmil arreglar. S I ha traT4cW qUI amglln UII poqJliM mál la t»mida,
ptro no k hall iH<ho CdSO, Trotll U/l ibow 111"11, que n() 11 purdemmtr, ¡>Qrqul ti fi de() time maZJldo)' hubo
,.,/(J milla. •':() dall jXl1frr, all/ts traíangelalillai, bal101lIJS, = ,y4J, ahora no dan nada dI (J(). S()#) banart()
cuando dan rorn jlaklS, a Jtea'S1'O"ln Nn ballatl() rol1 frija/."

Por otra parte, el Estado no provee a los reclusos de implementos de higiene personal, por lo
que son los familiares quienes deben pro porcionarlos, dependi end o de sus posibilidades
econ ómicas.

En su demanda, la Ilustre Comisión evaluó las condiciones de detenció n del señor Raxcac óa la
luz de las normas mínimas establecidas por la Convención Americana y otros ins trumentos
internacionales para el tratamiento de los reclusos, incluidas las establecidas por las ONUllO y,
al respecto , concluyó que el E stado de Guatemala es responsable por la violación de los
articulas 5.1 y 5.2 de la Convención Ame ricana en perjuicio del señor Raxcac ó Reyes en virtud
de las condiciones precarias de detención que no respetan su integridad física, mental y

1'" E ñal é d ...I ~ 11 2mora . xpresamente, sen o en su emanua , que:

"[EJI Estado IlO ha observado estosparám~hVl millim()s d, tratassimto t1l rtlad rJn ron d sdior RP=có ~'t's.

LA Cflmisiónconsidera que ti iftrlo de eras tIJ"dicionu, !ti parti¡;j¡far ti Pislamitnro, ti Il/titrrO pro1lJ ngadtJ Ji"
acaso a la hitI()Jar, lofaba dt illStafaaOllts ildtalada! para su higitnl pmMal, lof aba dt aJúrmda ",¿diCt1,
1Nmad()1 allitmpu prohngadrJ t1l q"~ ha u rtJd() rrduid() durante ti proas() ¡<nal) Iuqp wn IXasidll dt .'71

{()Ildlna, n() plld~ «JnJidtrorsl rol1l!utnü (011 d~d¡t) a .m ( ro/() hllmafl() ronsagrad() en d tJTtin¡h 5 dt /:J
Ca1lt'lndón. Ir J "

Los representantes de la víctima coincidimos con la conclusión de la Comisión Intcramericana.
Partimos del hecho que toda persona privada de libertad tiene derecho a ser tratada con
dign idad y, es el Estado el responsable de garantizar su integridad personal mien tras se

110 CID H. E scrito de Demanda presentada ante la Corte IDH para el presente caso, párr. 116.
11l1bid., 121.
112 lbid., p árr . 120.
11\ V itJ.ll en ese sentido, Corte ¡DH, Cas() Hi/airt, Conskll1til1e) Btnjamin ) O/rol, ll1pra 67, páIrs.168-169.
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encuentra en recluúón.114 A este respecto , el Comité de Derechos H umanos de la O N U ha
establecido que "[...] sea como fuere, el Es tado Parte sigue siendo responsable de la vida y el
bienestar de sus presos't.!" extendiendo el deber positivo del Estado, más allá de la adopción
de m edidas ra zonables para p reservar la vida del detenido, hacia el em prendirnicnro de las
accione s necesarias para mantener un estándar adecuado de salud.

Para ma yor abundami ento a este respecto , hemos ofrec ido como peri to, un experto carcelario
que realizara una visita al cen tro de detenció n donde se encuentra privado de libertad el señor
Raxcac ó Reyes y elaborara un dictamen en virrud de su experiencia en condicione s carcelarias y
sistema penitenciario en G uatemala116

•

En razón de 10 expuesto, solicitamos a la Honorable Corte que declare que a! señor Raxcac ó
Reyes se le está violando su derecho a la integridad física, mental y mo ral, por condenarlo a
una espera de ejecución prolongada en condiciones carcelarias pésimas que incluyen el
aislamiento prolongado, restricción de visitas así como de llamadas telefónicas, mala
alimentación , falta de atenció n médica, inaccesibilidad a p.r:ogramas de educación y trabajo, e
imposibilidad de ejerci tación fieice, entre otros, lo que constituye un trato cruel, inhum ano o
degradante en contravención con el artículo 5. 1 y 5.2 de la Convenció n America na.

5. E l incumplimiento de la ob ligación gene ral de respetar los derechos y
dd deber de adoptar disposiciones de derecho interno en perjuicio d e
Ronald E rnesto Raxcacó Reyes (artículos 1.1 y 2 de la ConvenciÓn
Americana)

El artículo 1.1 de la Convención Americana, establece que:

Lis Estados parW rJI uta ronwn<7lin SI rompromrfrJI a rupetar /01 dm:chor.J Iibtrladu rrronotido.¡ ", eJ14J a
garantizarsu librey pleno tjmwo a todapmnna qUI tlt/ !~tta a sujurirdia:ilftt, sin discriminadón algunapor
motiPOl de ra'{a, rolor, sexo, idioma, rdigiólI, opinionts politicas o de roalqlll" otro Ímhle, origm nacio/U110
Joda/,posúión eron¿mico, nadmimto o CJlalquitr otra «Jndicúfn soaal

Por su par te, el ar tícu lo 2, reza:

Sin tn ti tjmicro dt /01 dtrtchos y /ibtrfadu l11enciONa$ S en el arlklO/o 1 no u/lIvi",)'a garantiZado por
di.Iporiaoner kgislativas o de otro ca,daer, ku Estados partes It ,;¡;mprommn a ad9pfar, Uin arreglo a fllf
procldimimtol,;¡;nstitKdMaluya /ai dilpoM onu dt tita ConlJtnciÓIl, lasm,dida.t kgslalilJill o dt otroctmÍder
qllt jlfertn necesarias parabaar t.fi'1ilJOr tal~l derschosy lilM/taan

La interp retación de los artículos 1 }' 2 de la Convención, sobre la base de los criterios de la
Corte Interamericana, debe estar orientada al compromiso de los Estados de respetar 10$
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona

1 1 ~ Viare al respt'C1o. Corte IDH, CillOBlIlodQ, RrparoWJ Ilt1, 30 de septiembre de 2003. párr. 138; Caso dt la Cárnl dr
Urso Bralf«J, Mulidas ProlJúionl3les, Resolución del 22 de abril de 2004, punto considerauvo 6, Caso Hilai,." ÚJnr!oll!it,e

y B~'!iamilfy otros, supra 67, pirrafo 165; Caso N rin¡A legriay o/m , 19 de ene ro de 1995, pár r. 60.
ll5 UN doc . CCP RjCj97/D /970/ 2001, Fahrikarrt 11. Canada, 11 de noviembre de 2003, párrafo 9.3.
11(, Cfr., Anexo 13 del pre sente escrito de solicitudes, argumentos y prue ba.
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sometida a su jurisdicción y a adoptar, en su caso, las medidas legislativas o de otro carácter
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertadcsl17

•

En este senti do, la H o no rable Corte ha in terpretado que el articulo 2 de la Convención
Ame ricana impo ne a los Estados parte s la obligació n general de adecuar su derech o in terno a
las normas de la propia Convención, para garantizar así los derechos consagrados en ésta.
Asimismo, el Estado tiene la obligación de consagrar y adoptar en su ordenamiento jurídico
interno todas las medidas necesaria s para q ue lo establecido en la Convención sea realmente
cumplido y puesto en prác ticall 11

• N atu ralmen te, SI se ha contraído la o bligación de adoptar las
me didas aludidas, el Estado no puede luego adoptar aquellas que contradigan el objeto y fin de
la Co nvención.

A criterio del H ono rable Tribunal:

"[Sji I/)/ EHad/)/ ritlttlt, dt aaJeftio (()fI el artiath 2 fÚ la COIllJtfldrifl Anteri=a, la I)!'¡¡.gadó" poJilifla fÚ

adl)ptar las medidas fej JfatiuaJ qw fueml IImsaria! paragaranti~r el tjmicW de 1I;J dmcJ)()! fU()fIOaMSpor
la Conwnd6n, CM mqyor ra~fI están efl fa I)bligadrin de ni) expedir 1tyt1 qJIt MlconOzttm tJ()J tintchol u
obsta.-ulicen /u tjen;ico, y fa dt JIlpnmir o ml)dificar las qu, lengan estos últimlJ.; alcaaas. De lo ..ontrano,

¡'UJffT!n enviofadril'ldelartículo 2 de fa únvufI;ión. '1 19

Son muchas las fo rmas como un Estado puede violar un tratado in ternacional por medio de la
conducta de su órgano legis lativo y, específicamente, la Convención American a. Ya sea
omi tiendo dictar las no rm as a las que está obligado, o dictando disposicio nes que no estén en
conformidad con 10 que de él exigen sus obligaciones dentro de la Convención.

E n el presen te caso, como hemos sos tenido en 10$ capítulos correspondientes, mediante la
expedición del artículo 20 1 del Có digo Penal vigente, el E stado guatemalteco incurrió en una
violación del articulo 4.2, y 2 de la Convención Americana, en concordancia con el articulo 1.1
del mismo ins trumento. As imismo, un cambio en la composición de la Corte de
Cons titucionalidad hizo al tr ibunal revertir su doctrina por sen tencia de 28 de junio de 2001,
referida justamente al caso de Ronald E rnesto Raxcacó Reyes, en contrave nción de las
o bligaciones que impo nen los ar tículos 4, 1 Y2 de la Conv ención Americana 120.

Adicionalmente, la Corte de Co nstitu cionalidad, a n aves de un a serie de decisio nes posteriores
sentó "doctrina legal" , esto es, estableció un verdadero preceden te jur isprudencial. As i, el
articulo 43 de la Ley de A mparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad señala que la
"interpretaci ón de las no rmas de la Constitució n y de otras leyes contenidas en las sentencias
de la Corre de Constitucionalidad, sienta doctrina legal que debe respetar se por los tribunales al
haber tres fallos contestes de la misma Cor te". D espués de la sentencia contra el señ or
Raxcac ó Reyes, la Corte de Cons titucionalidad, se ha pronunciado confirmando la imposición
de la pena de m uerte en los deli tos de secuestro sin resul tado de muerte , aproba ndo así una
resolución en tal sen tido en perjuicio de Pablo Ruiz Almengor y luego co n tra Bcmardino

117 Corte ID H RuplJ/lJabilidad [ntlm<J<'Í(}llaJ por E.xjNdidriffy ApLujoff dr Le)"! Viotasorias tU fa Cartvt rttiÓIl , OC.14/94,
op. cit., mpra65, párrs. 32 y 33.
m Corre ID H, Cas« Olm,do BUJtolY otras, 5 de febrero de 2001, pirro 87; Caso Hilairt, C/)llJtantlff t } Bmjamifl } otros;
mpra 67, pirr.112.
II ? Corte IDH, C llO 1lila;rtJ' otros VI. TrinidadJ Tohagq, op. cit. supra 67, pirro113.
120 IECCPG, "Ls Sifl<anón de fa PeM fÚ AJI«fú ' 1'1 Gilatemafa'; Informe presentado en audi encia a la Comisión
lnt eramericana de De rechos Humanos en octubre de 2002. ViaJr, Anexo
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Rodríguez Lara, esta última de fecha 28 de junio de 2002121
• Estas tres sentencias, fueron

suficien tes para crear la m entada doctrina legal. E s decir que, actualmente, todos los jueces
penales están obligados a dictar sentencia condenatoria a pena de muerte en casos de secuestro
donde sea aplicable el artículo 201 del Có digo Pena l. E sto ha prov ocado un aumento de las
condenas a muerte, siendo que la mayor parte de las pe rsonas co nde nadas a muerte lo han sido
por el delito de plagio o secuestro sin res u ltado de m uerte de la vícrima'P. Por ejemplo, el
Tribunal de Sentencia de Escuintle, en Sentencia de 29 de abril de 2004, impuso la pena de
muerte a Adolfo Siliezar Raymundo y la Corte Suprema de J usticia, C ámara Penal, ha
co nfirmado penas de m uerte impuestas por trib unales in ferio res co mo las sen tencias
confirmatorias dictadas en los cagas: 1) Edgar Iv án Sandoval (Sentencia. de 14 de mayo de
2004); 2) Tirso Román Valenzuela Ávila (Sentencia de 5 de julio de 2004); 3) Humberto
Portillo G onzález (Sentencia de 6 de julio de 2004).m

En este sentido , el Es tado de G uatemala no sólo no adoptó las medidas legislativas necesarias
para garantizar los derechos consagrados en la Convención, sino que , peor aún, ado ptó
medidas que de por si y en aplicación a casos individuales resultaron en una nueva situación
vulneratoria de la Convenci ón, que no existía antes de su adopción. Es decir que, adoptó
medidas legislativas violarorias de derechos protegidos por la Convención.

A este respecto, la Honorable Corte, ha establecido que los Estados son responsables por el
incumplimiento de la obligación de adecuar su legislación a los precep tos de la Convención
Americana, cuando emi ten normas contrarias a los derechos y libertades garantizadas en la
Convención. En el Caso Hilaire, Constantiney Btnj aminy otros, ordenó al E stado abstenerse de
aplicar la ley mencionada y. dentro de un plazo razonable, modificarla, adecuándola a la
Convención Americana "de manera que se garantice el respeto y el goce de los derechos a la
vida, a la integridad personal, al debido proceso legal y a las garantías judiciales, cons agrados en
ese mismo instrumento internacional...12~

En virtud de todo lo expuesto, los representantes de la víctima, solicitamos a la Honorable
Corte que declare que el Estado de Guatemala ha violado el artículo 2 de la Convención
Americana, por lo que debe ordenar la adecuación de su legislación inte rna a los parámetros
establecidos en materia de pena de muerte por la Convención Americana. En este sentido, la
Honorable Co rte, puede estab lecer claramente gue las reformas hechas al artículo 201 del
Código Penal, con posterioridad a la ratificación de la Convención Am ericana , constituyen una
violación del artículo 4 de este instrumento, poniendo fin a la confusión generada al especco en
los tribunales internos de Guatemala.

m Es ta sentencia fue anexada por la Comisión Inreramericana.
122La lista actual de pe rsonas con denadas a muerte por delito de plagio o secuest ro donde no murió la víctima y
que están a la espera de su ejecución: Gerson Alonso E scoto Centeno , Augusto Parir Uxla, Abraham Char....ac
Rompich, Fcm\.Ín Ramírez Ordóñez, G ustavo Adolfo Carranza, Adolfo Rod as Hcm ández, Humbc rto Portillo
González. Pablo Arturo Ruiz Almengor, Edga r Mike Pineda, Otto Ejil Sopan B ámaca, Raúl Aroldc Ramos
Ramirez , Hugo Hum be rro Ruiz Fuentes, Carlos Enrique Chun Choc, Bcmardino Rodríguez Laca y Ronald
E mesro Raxcac ó Reyes.
l:t\ Todo ello, de conformidad a la informaci ón suministrada po r el Instituto de De fensa Publica Penal de
Guatemala.
J2.I Corre lD H. Caso Hilaae, Cons tannne y Benjamín y otros, op.cn. J"Pra 67, párr. 212.
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En el presen te capítulo, los representantes de la víctima, solicitamos a la Honorable Corte que
ordene al E stado de Guatema la reparar de modo integral los daños ocasionados al señor
Raxcac ó Reyes con motivo de la violación de sus derechos a la vida, a la integridad personal, a
las garantías y protección judiciales. así como por el incumplimiento del deber de ado ptar
disposiciones de de recho interno, todo ello, en conexión con el incumplimien to de la
obligación general de respetar los derechos consagrados por la Conve nción Americana .

1. La ob ligaciÓn del Estad o de reparar las violaciones de derechos
humanos (a rtícu lo 63.1 d e la Conve nc ión Americana )

El artículo 63.1 de la Convención Americana, dispone que:

e l/Ol/Jq d~ddo q1il hublJ ~¡qhdó" tk 1m du~dJl) 1) fibfflad prot:gidlJl rr. rila VJllwnddn, h Cote dúpondrá qu~

Jt gtzranri't al k.;iona@ tn ti ,sO« lit su titrt,ho o libertad ronculcados. Dispondrá, asimimlo, si el/o fuera
prM/dmlf, qu~ ir rtfmlTn las 'l)fIswmlCiM de la medida o siluadón que ha ronfigurado la vulnmmón de esos
dm.hosy elpago deunaj uita indtmnitadón a laparU luio'lOda.

Esta Honorable Corte, ha interpretado este artículo como "un a norma consuetudinaria que es,
además, uno de los principios fundamentales del actual derecho de gen ees'''" y, además, ha
reiterado "que es un principio de derecho internacional que toda violaci ón de una obligación
internacional que haya producido un daño comporta el deber de repara rlo adecuadamente't'P.
Ademá s, parte del deber consistente en hacer cesar las consecuencias de la mencionada
violaci ón!".

Pues, las reparacion es "consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de
las violaciones cometidasv'", las cuales, "no pueden implicar ni enriquecimiento ni

b . . la vi . ,,12~empo recmucntc para a vrcurna o sus sucesores .

Asimismo, la H on orable Corte, ha reiterado constantemente qu e, de ser posible, la reparación
del daño se hará de tal manera que abarque la plena restitución de la situación anterior a la
violaci ón (m titutio in integrum/ 'J1,l Sin embargo, ha reconocido que en muchas ocasiones cuando
esto no sea posible, en consecuencia, " la reparación ha de asumir otras formas susti tutivas,
como la indemnización pecuniaria"!" . Es por ello que, ha fijado otras formas en las que
pueden ser reparados los efec tos de un acto ilícito internacional en virtud de que "puede haber

12i Corte ID H, Caso AloeimefQey Otros, fVparai7Mu, 10 de sep tiembre de 1993, pi rro43.
1:M Co r te IDH, Caso V elásquet RodnjW t . Sentencia de indemni zaci ón compensatoria, pi rro25; Caro Batna RiamioJ
Otro, FOnM, 2 de febrero de 2001, párr. 201; Caso rk la "Panel BJm,(a" (Cm Partiagua Moirmsy Otros es. GJlaltmalo,.
&paraaMu, 25 de mayo de 200 1, p árr. 75; Caso Villa,gránMoralesJ Otros (Caso di los "Niños lit /a Ca/k'), RJparaaMu
26 de ma yo de 2001 , párr. 59; Caso Cutí Hul1ado, &paradonu, 3 t de mayo de 2001, párr . 32 .
m Cfr. Co rte IDH, Caso H ifajn, BtnjamillJ Otros, lupra 67, párr. 202; Molina Theim n, 4 de mayo de 2004, párr. 40.
1 2~ Corte ID H, (Aso E l Cara(a<;p.~radonu, 29 de agosto de 2002, p i rro 78.
129 Corte ID I I, Caso Hilair¡, Cortltafftiffe y Belljaminy otTOS, iUpra 67, párr. 205; Caso Tnij·illo Oroza, &para.ionu, 27 de
febrero de 2002, párr . 63: y Caso Báma(a V e&q#t -v &jJartXÍ'Jffu , 22 de febr ero de 2002. p árr. 41 _
\1O Casos Villagrán Moralesy otros. op. cit . J:fjJfa 126, pá rr. 60 y CtstiHUf1Qdo. op. cit. mpra 126, parro33.
m lbid.,p árr. 50_
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ti ibl fi . d d ,,1'~casos en que aque a no sea P OS! e, su icien te o a ecua a .

Benevides, la Corre, subrayó que:
Además, en el caso Cantoral

.; :

í'

''fLJa obligarién dt nparar, que ft! nguh nI todo; !-JI a.<pt<10J (a/~na, lIatrdaleza, mrxlalidadu j

dtlmninaci¡jn de /rIJ bmdiciarioJ) por ti dm cho inurnocional, fII) pued, ser modificada q inC1<mplido por el
El/aJo obligado illWI/Pndo dispoJirianude ¡ JI deruho ill/" no""'.

Estas reparaciones deberán incluir tanto una indemnización p ecumana com o otras form as
adicio nales de reparación, en tre otras, las medidas de satisfacción y las gara ntías de no
repetició n, es decir, to das las medidas que tiend en a hacer d esaparecer los efectos de las
violacion es cometidas.'?' Es de esta m ane ra que, las reso luciones d e la H o norable Corte. no se
quedan en una simple sanción moral sino que trasciende esa esfera y se garan tiza que haya
justicia en los caso s indiv idua les.

Asimismo, a lo largo de su juri sprudencia, la Corte, ha considerado que aunado a una justa
compensación, las indemnizaciones deberán incluir el reembolso de todos los ~stos y costas
que la víctima, sus familiares o representantes hayan incurrido y que deriven de la
representación en procedimientos ante cortes nacionales y en el ámbito internaciona l.

2. El b eneficiariQ del de rechQ a la reparaciQnes

Como lo indica el articulo 63.1 de la Convención, el pago de una justa indemnización a la panc
lesionada, es una exigencia que conlleva una violaci ón a los derechos humanos. Las partes con
derecho a indemnización son generalmente aquellas directamen te lesionadas por los hechos de
la violación en cuestión.

En el p resente caso, en atención a qu e las violacion es a los derechos humanos fueron sufridas
por el Ronald Ernesto Raxcac ó Reyes, el beneficiario de las reparaciones que ordene la
Honorable Corte es el señor Raxcac ó Reyes.

, .,

3. Las medidas de repara ción

! :

I.'l Corte IDH, Caso A 'oebIMIIMy Otros, Repar{U'Í/)l ltS , op. cit. SNpra 125, p árr. 49, in fine.
l.'>.' Corte lDH , C m Cantora' Bmauides. fVparacWnu, 3 de diciemb re de 2001, párr. 41; Ca sa Dlirand y U,garte.
&par-adone¡, 3 de diciembre de 2001, p árr. 25; CaJt'J Bum lJJ' A hoJ. F-1>tJmdonu , 30 de no viembre de 2001, párr. 25;
Ca.ro Cnti H NrfaM. &p<1mmJMJ, J'kp ra 126, párr. 34; y { .ASO de tos "NiñoJ d~ la Calk" (ViUagrd!l M ora/u J otnu).
&paraa"onu, Jupra 116, pi rro61. En este mismo sen tido la Cone ID H ha resu el to en Caso BIah, Rtparaa"t'JII' J, 22 de
enero de 1999, p árr. 31 y 32; CasoAljrna Macle Chan,g, 25 de noviemb re de 2003, pár r. 236; Calo A legria,
fVparadones, 19 de septiembre de 1996, pérr. 38, CasoCanidoy Bai¡prria, &paraaOllu. 27 de agosto de 1998, párr 41;
Caso Im~)!za Ta/'l'lo/" F-'P'..lrotit'J~J, 27 de noviembre de 1998, párr . 124 y C m Capillo Páez. &pomdQlfeJ, 27 de
noviembre de 1998, párr. 69.
llJ Corte lD H. Caso Loqyza Ta",'!JVI, ff/'ara<iMeJ, JI/pra nota 133, párr. 85.
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Es te Honorable Tribunal, ha señalado que las medidas de reparación tienden a hacer
desaparecer los efectos de las violaciones comeridss'" y consisten en medidas de no repetición,
satisfacción. restitución, rehabilitaci ón e indemruzaci ón''".

A. Las garantías de satisfacción y no-repetición

Uno de los más imp ortante s avances de la jurisprudencia inreramericena, es el relativo a la
inclusión de garantías de satisfacción y no re petición de los hechos. En este senti do, la Corte
Inreramericana, ha reconocido que las medidas de satisfacción tienen el objeto de reparar
int egralm en te a las víctimas " median te la realización de actos u ob ras de alcance o repercusió n
públicos, que tengan efectos como la recuperación de la memoria de las víctimas, el
restablecimiento de su dignidad, la consolación de sus deudos o la transmisión de un mensaje
de reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurnr." l17 Asimismo, este tipo
de medidas tienden a garantizar que estos hechos lamentables no vuelvan a perpetrarse, por lo
que son conocidas como "garantías de no repetición".

En este sentido , los representantes de las víctimas y sus familiares consideramos que las
reparaciones más importantes en el presente caso se darían precisamente bajo este concepto.
Por lo tanto, solicitamos que la Honorable Corte ordene 10 siguiente:

a . Adecuación de la legislación interna a las disposiciones de
la Convención Americana

La Honorable Corte debe imponer al Estado de G uatemala la obligación de adecuar su marco
normativo y adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias a fin de
que la imposición de la pena de muerte se realice en estricta observancia de los derechos r
libertades garantizados por la Convención Americana.

Por lo expuesto en este escrito , el Estado debe reformar el artículo 201 del Código Penal por
resultar violatorio de la Convención Americana. La reforma debe respe tar los contenidos del
citado instrumento internacional. Para tales efectos , coincidimos con la Ilustre Comisión en el
sentido de que entre las modificaciones de la legislación debe quedar incluida la referente a la
introducción de diversas categorías en el tipo penal del secuestro, que correspondan a la
diversa gravedad de los hechos, tomando en cuenta las circunstancias del delito y de sus
responsables. Asimismo, la graduación de los niveles de severidad de la pcna debe guardar
relación con la gravedad de los hechos y con la culpabilidad del imputado.

I ~ ; Corte IDH, Ca¡Q Ricardo Callme, 31 de agos to de 2004, párr. 196; C m fÚ /QS Hermanos Gdmez PaqHiyaJlr¡, 8 de
julio de 2004, párr. 190; CaJl)(U tos 19 Commiallfes, 5 de julio de 2004, párr. 223; Caso Herrera U/Ioa. op. cit . supra 96,
pán:. 194; CaSI) .\ !l·ma ,\112<';: Chan¿, op. cit. u.pra133, pán:. 237.
1'16 Naciones Unidas, I njrJ1'7l1e dejinilh'1) prmntaM por ThM V an &wn, FJ!a/fJrE speda/ partl!a FJJ/itución, Compefl.1aaófI}'
&habilitadin de las V íctimas de Grat;t! V ;I)!acirJl111 a los Dertcho! HJlmal'lo! J al Dm chfJ llJmlanitario.
E/CNA/Sub2/ 1990/ 10, 26 julio de 1990. Ver también: Corte IDH, Caso Blake. &¡xvadMll [art. 63.1
Convención Americana sobre D erechos Humano s). Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie e N° 48, pán:afo 31;
CaJI) Sud"Z Rom tl, RtparadOlltJ, Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie C N° 44, párrafo 41, y Corte IDH, Cm
C,vtilh Pá'fí: &paradOlles, Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie e N° 43.
m l bid., párr. 84 il'lJinl.
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En este senti do, el E stado de Guatemala debe tener presente los delitos que tenían la pena de
muerte como sanción aplicable al momento de la ratificación de la Convención Americana y,
no de be extender su ap licación a sup uestos distinto s a ellos, porque d e ser así vulneraría lo s
parámetros establecidos en la materia por el citado instrumento.

b. Otorgamiento de un nuevo proce so p enal

Tanto la Comisión In reram ericana com o los rep resentantes de la v íctima, hemos demostrado
que Id señor Raxcac ó Reyes fu e condenado a muerte en aplicación de una ley inco mpatible con
la Conv ención, por lo tanto , la Honorable Corte debe disponer, como lo ha hecho en el kading
case "i-iitarie, Constantine, Be,!jamin j' otros", q ue el E stado d e G uatemala se abstenga
definitivamente de ejecutarlo.

En materia de repa raciones, an te el es tablecimiento de las violaciones de derechos humanos
po r parte de este M áximo Tribunal, el E stado de G ua temala debe restablecer, en cuanto sea
posible, el status quo ante. E n este caso, consideramos que existe po r parte del E stado la
obligación de realizar un nuevo proceso penal por el delito imputado al señor Raxcacó Reyes,
aplicando a és te la legislación refo rmada.

Tal medida es la reparación debida al seño r Raxcac ó Reyes frente a las violaciones planteadas
para asegurar un a defe nsa plena en el juicio , su derecho a ser oido , y cvenrulmen re, si fuera
pertinente una pena indiv idualizada y proporcional que tome en cuenta todas las circuns tancias
atenuantes del caso.

El sometimien to de las personas condenadas a muerte que sufrieron vio laciones a sus derechos
a un nu evo procedimien to p enal, es una cuestión ya aceptada por la H onorable Corte en el
caso "H ílain, Constantine, Bo!iamíny Otros': donde o rdenó al E stado de Trinidad y T obago el
sometimien to a un nuevo procedimiento judicial a los condenadas a muerte, rodeado de todas
las garan tías del debido proceso y una vez adecuada la legislación interna a los parámetros
establecidos en la Convenció n, habida consideración, de la regulación y aplicación de la pena
capital en franca con trave nción del artículo 4 y concordantes de la misma,D8

La Honorable Corte, en el citado caso , enfatizó la necesidad de que el juzgador pueda
considerar las circunstancias par ticulares del caso e individuales del imputado , al señalar que
con la ley interna que permitía la aplicació n de la pena capi tal de modo automático y genérico,
a más de vio lar el artíc ulo 4.1 y 4.1 de la Co nvención:

"[...J ID.; tn'b'"faks Wf?¡;UI de la /wibi/idad de apf"!tiar fa! parti&uhridadts di! [lÚliloJy dispqXtr, mnro
M I!t<J<tfltltl Jógiw.J j llridúa de lardijeftllrias, Sallatlne.; ig=lmtlfü dillmas. ' U9

En otros casos de pena de muerte, a menudo la co nmutación de la pena por parte del ejecutivo
ha sido un a medida de reparaci ón.l'" Sin embargo , en el caso que n os ocupa, consideramos
que un nuevo juicio es la reparación debida porq ue el procedimiento de conmutación de la

na Cfr, Con e ID H , CaJO Hilairt, COI/SÚllfli ll1y BtllJamfny o!rIJJ, iupra 67, p i rr o214 y PWltO resolutivo 4.
m Corte IDH. Voto concurrente del Juez Sergio Ga rcia Ramírez, Case Hilaift, Cm!lanrilll y &ttjamilly otros, s1tpra
67, p árr. 13,
I ~" Comité de Derechos Humanos, WIv-'!t 11]tm7alta (Cornm. No. 732/1997) decisió n of 19 August 1998, L-obltto L'

ZaPlbia(Comm. No. 390/ 1990) decisi ón o f 17 Novernber 1995
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pena no es suficiente para garantizar la consideración de las circunstancias rnitigantes en el caso
por la autoridad judic ial, lo que la Corte ha destacado como fundamental.

Por lo expresado, solicitam os a la Honorable Corte qu e ordene al Estado de G uatemala que se
lleve a cabo un nuevo juicio para el seño r Raxcac ó Reyes y que se garantice que no se le
impon drá la pena de muerte .

c. M oratoria de las ejecuciones de las p ersonas co ndenadas a
muerte

Los representantes de la víctima solicitamos que la Honorable Cort e compela al Estado de
G uatem ala a que, co n fundamen to en la equidad , se ab stenga de ejecutar a las personas que
han sido condenadas a m uerte en base a una ley que es in compatible con la Convención
Americana. La constatación del carácter violato rio del articulo 201 del Código Penal lleva a la
conclusión necesaria de que el Es tado de Guatemala debe abstenerse de ejecutar las condenas a
muerte y; además, los jueces deben abstenerse de condenar a muerte en los delitos de
secuestro, hasta tanto las reformas detalladas en los párrafos precedentes no hayan sido
efectuadas.

Además, mientras el Es tado de G uatemala no implemente una ley para poder ejercitar el
derecho al indulto, la amnis tía o la conmutación de la pena r; mientras no garantice que los
condenados a muerte no sean sometidos a un tra to cruel, inhumano o degradante bajo el
fenómeno del corredor de la muerte, deberá decretar lcgislauvamen re o por cualquier otra vía,
una disposición obligatoria que ordene la moratoria de la pena de muerte y el ces e de tod a
ejecución d e pena cap ital.

d. Regulación de un procedimiento p ara el trámite de las
petici ones de clemencia

En Guatemala no existe un procedimien to para hacer efectivo el derecho al indulto o la
conmutación de la pena. Es te vacío legal, ha provocado gran incertidumbre entre las personas
condenadas a muerte sobre la posibilidad del uso legítimo de tal recurso, y por tanto, en
cumplimiento con su deber de crear las condiciones para el respeto del derecho a la vida , el
Estado debe reglamentar este recurso. En este sentido, destacamos que tal procedimiento
debe contar con plena observancia de las normas sobre el debido proceso legal consagradas en
la Convención Americana, para garantizar a las personas condenad as a mu erte un recurso
efectivo, transparente y adecuado.

e. Me jora de las condiciones carcelarias de detención del
señor Raxca c ó Reyes

Como lo señalamos en su oportunidad, las condiciones carcelarias actuales del señor Raxcac ó
Reyes constituyen un trato inhumano y degradante , ..-iolarorias de su derecho a la integridad
personal. Las principales preocupaciones son relativas a su salud, alimentación y régimen de
las visitas.

Para constatar el estado de salud del señor Raxacac ó Reyes, el Es tado de G uatemala debe
proceder a realizarle un examen médico integral que pcnnita detectar sus dolencias y po sibles
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en fermedades, para proceder luego a su tratamiento. En este sen tido, el E stado de G uatemala
debe garantizar que d icho tra tamiento sea oportu no , completo y sistemático.

La salud del seno! Raxcac ó Reyes, co mprende también su equilibrio emocio nal y psíquico. Por
su condición de aislamiento y por el tipo de condena, el señor Ra xcac ó Reyes en una ocasión
solicitó a la dirección penitenciaria que le asignaran atenc ión psicológica pero al día de ho y eso
no se ha materia lizado. Por lo tanto , la sen tencia de la Honorable Corte deb e señalar la
obligación del Estado de proveer al señor Raxcac ó Reyes este tipo de atención médica.

En cuanto a la alimentación, el Estado de Guatemala debe gara ntizar que el se ñor Raxcac ó
Reyes reciba una alimentación adecuada bajo estándares nutri cionales aceptables. Igualmente,
debe modificar el régimen de visitas paN asegwar que los familiares y amistades del señor
Raxcacó Reyes le puedan visitar con mayor frecuencia a la seman a )' por más tiempo, según los
criterios inte rnacionales sobre atención de personas privadas de liber tad.

O tro aspecto que resulta fun damental en m ateria de condiciones carcelarias, es que el señor
Raxcac ó Reyes debe tener acceso a formas de trabajo y material de trabajo , no sólo como una
cuestión de terapia emocional, sino tam bién para que pueda ap ortar a la manutención de su
familia, específicam ente de su hija y de su madre.

f. Promulga ción de una ley p enitenci aria

En Guatemala no existe una ley específica que regule el sistema penitenciario. La
organización, adminis tración y reglas de cada centro de detención depende de su direc tor o
direc tora, lo que implica que las person as privadas de liberta d, sean condenadas a muerte o no,
estén bajo la decisión r voluntad de este funcionario estatal. l....Iuchas veces, la inexi stencia de
tal ley ha permi tido graves abusos a los derechos de las personas privadas de libertad.

En este sentido, conside ramos que es impe rativo que el Estado de Guatemala promulgue una
legislación que regule los derechos y obligaciones de los privados de libertad y les garan tice el
derecho a una ejecució n penitenciaria compatible con la dignidad del ser huma no.

Aunque en su demanda, la Comisión limitÓ sus recomendaciones a "las co ndiciones del
régimen carcelario aplicables a los co ndenados a m uerte"!" , consideramos que la Corte debe
ordenar al Es tado promulgar una ley más general que se aplique a todos los cen tros
penitenciarios . La necesidad de tal ley se constata por múltiples informes':", que detallan la
tragedia que representa la realidad penitenciaria en G uatemala y que afecta miles de personas
anua lmente.

En la formulación de esta ley, co nsideramos esencial que se tome en cuenta lo que sigue:

l . El cese del régimen especial de máxima seguridad que mantiene a los privados de
libertad encerrados en su celda, por periodos de 24 horas, sin acceso a la realización de
ejercicios y actividades al aire libre.

1'1 CIDH. Escrito de D emanda presentado ante la HonorableCorte en el presente caso, pán.147
1<2 V éase.Anexos 3, 4, 5, Y8 delpresente escrito.
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2. La garantía a fav o r de las perso nas privada s de libertad de un régimen de atención
médico-sani ta ria adecuado ; y la m ejora de las condicio nes de sa lud en los centro s de
detención. E sto debe incluir para los condenados a muerte, programas especiales de
aten ción psico lógica adecuada para dar tratamiento al su frimiento men tal que padecen
d urante lo s año s que se les som ete al fenó meno del corredor de la muerte.

3. La garan tía de un régimen de visitas a las p ersonas privadas de liber tad, que sea
co m patib le con las o bligacion es contr aídas de acuerdo a la Convenció n. P or lo tanto,
se debe aumentar el número de días en que los condena dos a muerte p ue den recib ir
vis itas así como el número de horas de cada una.

4. La garantía en cada centro de detención de que toda su población tenga la posibilidad
de realizar programas educativos, laborales y recreativos, que permitan su plena
reinserci ón social. Estos ptogramas, deben estar a disposición en igualdad de
circunstancias.

5. La garan tía de un espacio físico adecuado para alojar a los privados de l ibertad, con
acceso a facilidades sanitarias y duchas en buen estado de funcionamiento, así como el
acceso a la luz solar y al aire libre.

6. El permiso a las personas privadas de libertad de tener visita conyugal y medio s de
comunicación accesibles para mantener contacto con sus familiares cercanos .

Consideramos que este caso específico podría ser un antecedente importante en la lucha para
un sistema penitenciario que respeta los derechos inherentes de toda persona privada de
libertad. En el caso "Hitaire, Bt'!ftlmín, Constantinoy otros': la Honorable Corte, consideró
pertinen te r necesario ordenar al Estado de Trinidad }' Tobago que ajustara las condiciones del
sistema carcelario a las normas inte rnacionales de protección de los derechos humanos

libl 1 '143ap ca es a a m ateria ".

La ley que pretendemos permitiría que cese la existencia de ese sistema penitenciario de
carácter adminis trativo, encargado exclusivamente de administrar los centros de detención y de
velar por el cumplimiento de las condenas, sin que existan planes y programas de educación,
trabajo y re-socialización. Además, tal ley permitiría que el Estado guatemal teco cumpla con
las normas mínimas prescripras por tra tados internacionales en la materia.

g. Promulgación de una ley de benefici os

En aras de la re-inserción social, el Estado de G uatemala deberá derogar la prohibición que se
encuentra contemplada en el articulo 2 inciso f) de la Ley de Redención de "Penas, que impide
redimir penas mediante la ins trucción y el trabajo remunerado a las personas condenadas por
los delitos de homicidio do loso, asesinato, parricidio, violación agravada, plagio o secuestro en
todas sus formas, sabotaje, robo agravado y hurto agravado.

Tomando en cuenta la gravedad de las penas - 25 a 50 años - las personas que sc encuentran
conde nadas por asesinato o secuestro, por ejemplo, no pueden redimir penas por lo que deben

143 Cfr. Corte IDH, Caso I-l¡¡"iTJ, Bmjaminy OtTOl, f1tpm67, pán.217.
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purgar la totalidad de la sen tencia (50 años). E sto es absolutamente incompatible (;00 la
finalidad de las penas p rivativas de libertad establecida en el artículo 5 de la Convención
Americana, que señala la re-socialización como el principal obje tivo de este tipo de sanción.

En este sentido, el E stado de G uatemala deberé ade cuar su legislación para garan tizar que las
perso nas condenadas a penas privativas de libertad puedan redimir sus penas, mediante la
realización de actividade s educa tivas y laborales.

h. Reconocimiento público
internacion al del Esta do

de la responsabilidad

r o.

,-

Solicitamos a la Honorable Co rte que ordene al Estado de Guatemala a reconocer
p úb licamente al interior de su país que ha incurrido en re sponsabilidad internacional al
reformar el artículo 201 del Código Penal y al derogar el Decreto 159 que refente al indulto.
Pues, son muchos los hombres que han sido condenados a muerte por aplicación del citado
artículo y todos ellos han sido juzgados bajo las mismas condiciones que el señor Raxcacó
Reyes.

Tal reconocimiento contribuirá al debate nacional sob re la abo lición de la pena de muerte,
pero, principalmente servirá para que los operadores de justicia tengan certeza sobre los
compromisos internacionales relacionados con el t espeto a la vida y las restricciones )'
limitaciones a la pena de muerte.

En este acto, el Es tado de G uatemala debe comprometerse a garantizar la observancia y
aplicación correcta de las leyes nacionales como internacionales en todos los casos penales para
asegurar que las infracciones cometidas en este caso no vuelvan a ocurrir en el futuro.
Además, se solicita. que en este mismo acto, el Es tado reconozca públi camente que el señor
Raxcac ó Reyes ha sido sometido a un trato cruel inhu mano y degradante tanto por estar
sometido al fenómeno del corredor de la muerte como a raíz de las pésimas condiciones
carcelarias a las cuales ha sido sometido desde la fecha de su detención.

Asimismo, en este acto, deberán estar presentes las altas autoridades del Es tado, incluyendo la
Dirección G eneral del Sistema Penitenciario, el Ministro de Gobernación }' el Presidente del
Organismo Judicial, debiendo ser difundido a través de los principales medios de
comunicación nacionales!" .

Además, solicitamos a la Honorable Corte que, de acuerdo con su jurisprudencia, ordene al
Estado que se publique la sentencia del presente caso en el Diario Oficial de Guatemala'" y en
un período de circulación nacional.

El fundamen to de la ampli tud de esta medida de satisfacción se halla en múltiples in formes
sobre la situación del sistema penitenciario en Guatemala, especialmente , el informe temático
de l'·..fIt'UG UA sobre la Situació n Penitenciaria de Guatemala y el informe de la Comisión de
Transformación Penitenciara.l'"

1'" Ver Cm A-lj'rlTd Ma.k Chang, op. cit. ¡xpra133 párr. 278.
1 ~~ IMi., párr. 280; Cm Denavidu, &pt1ra.ionu, 3 de diciembre de 2001, párr. 79.
1.6 V¡au, Anexo 3 y 4 dd presente escrito.
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B. Las indemnizaciones pecuni arias

En lo que respecta a las indemniz aciones pecuniarias por los perjuicios sufridos, la Cor te
Int eramen cana las ha otorgado en el entendido de que éstas "comprenden tanto el daño
material como el daño mo ral" l..' , incluyéndose dentro del primer rubro el lucro cesante r el
daño emergenre.t"

Las indemnizaciones pecuniarias a cargo del Es tado que ha incurrido en la violación de sus
obligaciones inte rnacionales, cicnen el propósito principal de remediar los daños - tan to
materiales como morales - que sufrieron las partes perjudicadas!" . Asimismo, para que las
reparaciones constituyan una justa expectativa, las reparaciones acordadas deberán ser
proporcionales a la grayedad de las violaciones y del daño causado.l "

a. El daño inmaterial

Como representantes del señor Raxcacó Reyes, conside ramos que la reparación por daño
inmaterial debe ser reconocida po r la H o norable Corre, por cuanto, éste com prende los
sufrimientos y las afliccio nes causados a la parte lesionada.

La Honorab le Corte, ha entendido po r daño m oral aquél que:

[p}lIede .r;mprMdtr tanto los ¡¡~/rimülltoJy las qflicaollu W1I.!adOJ a lar virtim(.l.l di~rtdJ J a JUJ aUegadoJ,
lomo el mfltO!l~bo de »atores mllJ Jignijirotivos paro las/J"Y0/l.(.l.Iy otraJ pertmf;ocionu qlle noson sllJ"o/tiblu
de muJidón /J«lInima. Es unacaraaerirtiCtl «I/n¡Ín a laJ distintasexpnMnesdtl da;;o moral el (p.e, nosiendo
poJiblt aJignámlu Jin preaso 'quival,n!e monetario, solopuedan,para IOJ finu de la rrpararién integral a 1(.l.I
vktimas, serolij'eto de IXJmptnsadón,y eUo di doJmanera!. En pn'mer lugar, mediallU elpago de1ma JW/l.a de
dinero 1) la tlI!rega di bieneJ o JmmioJ apreciables en dinem; que elTribunal de!ffmineUl aplicadén tm;pnable
delarln"triq j¡JdiciaJy rn tirminO! de equidad. Y ~n ltgNndo lugar, medial'lte Jo n alitación dt ack)J u obras de
atcana o nperruJión púbJicw, quc tt1lgan tjtaos como la rratperación de la memoria de fa¡ víctins(.l.l. el
m tabiecimitntQde JII di).#idaJ. la ronJQkJa"'¡n de Slll dntdos Qla !ranJmision de 1m mmJaje de trprobacidll
o/ldala lar /lÍQlaciQn(.J lit 10J demboJ humanQs dt que J( trata)' de rompromirQcon los e.rfuef1!U úndünús a
qut no putA'Q# a oarmr.t;,

En reiteradas oc asiones, la Co rte, ha satisfecho a la ....zictima y a sus familiares por el daño moral
sufrido a consecuencia de v iolacio nes de derechos humanos, ya que "es p ropio de la naturaleza
hum ana que toda pe rsona sometida a agresiones y vejamenes co mo los que han sido probados
en el presente caso experimente un sufrimiento m oral. A criterio de la Co rte, no se requieren

b II 1 ., » \ 52
prue as par.!. egar a esta conc usro n .

1-+7 Caso I...wryza Ta»Ji!J'O. reparacfOl1U. supm133. pán .l 24.
1'8 Ver. entre otros. CaJOJ A IQebottQt)' otros. reparocilJ/lu , Jrpra 125, p árr. 50; Garridoy Baiglmia, nparaciollu, supra 133,
párr. 48; 1.Aq;.'Z.u Tamfl)Q, npara,ion", pan. 129.
119 Corre ID H, C;¡JQAhrborIQt)" otros. Jl4pra148, párrs. 47 y 49.
1511 La Corte ha estimado que la naturaleza y el monto de las reparaciones "dependen del daño ocasionado en los
planos tanto material como moral". Cen di la "Pan,1Blanca'~ nparacifHltJ.supra 126, p árr. 79.
m Cor te ID H, Caso V illagrál/ ,1l;fQraltJ OtroJ, rtp(lfacioms, Jrpra 126, párr. 84.
m Corte IDH, Coso ~-ta Tam~}'o. repa,.aaol'ltJ. Jupra 133, plÍrT. 138; CaSQ (Astillo Pá4z, rtpara,-w1II!J s¡¡pro 136, pérr.
86; CaIQ dé' la "PtZ1!d Blanca", reparador:u, SKfJra 126, párr. 106; CaJa A IQeboetfJtJ' Otros, JJipra 125, p árr. S2; C(JJQ Nara
Altgrial otros, rtpamciOllu. 19 de septie mb re de 1996, párr. 57. En el mismo sentido, Caso GarridQ) Baigorria. sJPra
133, p árr. 49.
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En cuanto a la valoración del daño inma terial, debe señalarse que de los hechos del caso es
evidente que el señor Raxcac ó Reyes ha experimentado aflicción m oral }' emocional al ser
juzgado r sentenciado a pena de muerte ba jo un proceso violatorio d el debido proceso ,
confonnc ha sido demostra do. A ello, debe agrega rse que hasta la fecha el señor Raxcac ó
Reyes experimenta sufrimientos morales como consecuencia de es tar pendiente su ejecució n,
por estar som etido al fenó m eno d e! corredor de la muerte, y por las condiciones carc elarias en
qu e vive p rivad o de su liber tad.

Asimismo, estos sufrimientos se han visto aho ndados por el hecho de no existir en el país la
posibilidad del indulto, la am nistía o la conmutación de la pena; ni la voluntad del Estado por
adecuar su legislació n a las no rmas in ternacionale s.

Aunque estos daños son dif íciles de cuantificar, la Honorable Corte, cuenta con una base
sólida para su estimación bajo criterios de equidad y, es así como, los representantes de la
víc tima le solicitamos que lo haga.

1. Costas y gastos

La Corte Inreramericana, ha señalado que en el concepto de cos tas deben quedar
comprendidas tanto b s que corresponden a la etapa de acceso a la jus ticia a nivel nacio na l,
como las que se re fieren a la justicia a nivel internacional, ya sea ant e la Comisión como ante la
Corte'". Por tales razones, deben reconocerse los costos razonab les en que incurrieron los
representantes legales en el presente caso a nivel doméstico y ante los órganos del sistema
intcramericano .

El señor Raxcac ó Reyes tuvo que contratar un abogado para qu e lo representara d uran te el
proceso penal por el que se le condenó a muerte en forma obligatoria. T ras la sentencia de
primera insta ncia y siendo víc tima de violaciones a sus derecho s, por las razones ya expu estas,
el señor Raxcac ó Reyes también pagó por servicios profesionales para recurrir ante los
órganos de apelación y Casación in ternos. Aunque el señor Raxcacó Reyes no guarda facturas
que acrediten estos cos tos, solicitamos a la Honorable Corte que los fije en términos de
equidad1S4

.

E l Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales, IE CCP , copecicionario en el
proceso ante la Comisión Interamericana incurrió en gastos relativos al proceso internacional,
tales como envío de faxes a \Vashington y Costa Rica y llamadas telefónicas intern acionales.
También tuve gastos de tra nsporte interno y horas de trabajo adicionales para dialogar con el
gobierno gua temalteco sobre la posibilida d de reformas legislativas e indulto, durante el plazo
que le fue concedido al Estado p ara que cumpliera con las recomendaciones de la Comisión.
Tales gastos deben ser considerados por la Honorable Corte también bajo criterios de equidad.

ISI Corte IDH , Cm Cal/!Qra/ & lIavid4s, Iúpara::iollu, 3 de d iciembre de 2001, párr. 86; Coso de ias "Niiio! d41a eaJk"
(Villagráll A10rausJ o!nJs). fuparadollu, supra 126, párr. 108 Caso de la CtJmutÚdad Af'!JagllO (SJlmtJ) A wa! Tilll,/li, 31 de
agosto de 2001, párr, 168; e /UI) Cu fi HJfft.;¡do. Rrparodol'/(s. supra 116, párr. 72; y. ifr. Cm Loayza To",'!)'o.
Rt¡wradonu, .rupra 126, p árr. 178; YC/UoGarridoy Baigomo. Rtparadonu, mpra 133, párr. 81.
15-1 No se cob ran cos tos referentes al recurso de Amparo y a la solicitud de indulto po rque éstos fueron cubie rtos
por la defensa pública de Guatemala.
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En cuanto al Centro por la Justicia y el D erecho In ternacional, CEJIL, la organización tambié n
incurrió en gastos de llamadas telefónicas internacionales entre Guatemala, Costa Rica }'
w ashíngtoc. En este sentido, a efectos de tener mayores elementos para la determinación de
estas reparaciones, indicamos que dos funcionarios de CEJIL viajaron recientemente a
Guatemala para entrevistarse con el señor Raxcacó Reyes, cuyas facturas de costos aéreos de
traslado y de hospedaje. se ad juntan. Por es te co ncepto , so licitamos q ue la Honorable Corre
reconozca la suma de $ 1502 (mil quinientos do s dólares no rreamcricanos.)

La Honorable Corte, también debe considerar bajo este rub ro de costas y gastos , lo
correspondien te al litigio an te ella, donde será necesario el traslado de testigos y peritos, así
como el pago de declaraciones juradas. Es por eso que , solicitamos que, posteriormente, en
nuestros alegatos escritos, la Corte nos permita indicar el monto de estos gastos.

v, RESPALDO PROBATORIO

1. Prueba Documental

i '

Los representantes de la víctima hacemos nuestra la prueba documental aportada por la
Comisión In tcram cricana y agregamos la siguiente:

o Anexo 1: Corte de Consti tucionalidad de Guatemala, Sentencia de 31 de O ctubre
de 2000;

o Anexo 2: Corte de Constitucionalidad de Guatemala, Opinión Consultiva de 22 de
setiembre de 1993;

o Anexo 3: Comisión Consultiva del Sistema Penitenciario Nacional, "Informe Finalde
la Comisión Consuíma delSistema Penitenciario Nadonal", G uatemala, Julio de 2002;

o Anexo 4: 1'.HN UG UA, Informe de la Misión de Verificación de Naciones Unidas a
Guat emala, "La Jituaciónpenitenciaria enGuatemala': Abril de 2000;

o Anexo 5: Kri stin Svendsen y G ustavo Cetina, "El corredor de la muerte. Condidón
carcelaria de los condenados a muerte enGuatemala': G uatemala, Agosto de 2004;

o Anexo 6: Rony E ulalia Lópcz Conrreras y Alejandro Rodríguez, 'El derecho del
condenado a la pena de !nuerlr a solicitar elindulto o la conmuladón de lapena': Guatemala,
Abril de 2004;

o Anexo 7: Alejandro Rodríguez , "La pena de muerte en Guatemala. Un e¡!lIdio politico
mnJinal, mminológicoy dogmático': Guatemala, Febrero de 2003;

o Anexo 8: IE CCPG , "La situación de la pena de muerte en Guatemala': Informe
elaborado por el Institu to de Estudios Comparados en Ciencias Penales de
Guatemala, presentado por los peticion arios de presenre caso ante la Comisión
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temática durante su 1160

i "

o Anexo 9: Testimonio de manda to general judicial de representación otorgado por
Ronald Ernesto Rexcac ó Reyes a favor del Centro por la Justicia }' el D erecho
Internacio nal (CEJIL) y del Instituto de E studios Co mparado s en Ciencias Penales
de Guatemala (IECCPG), de fecha 8 de enero de 2004.

o Anexo 10: Fotografías tomadas de Ronald Ernesto Raxcacó Reyes, después de
haber sido detenido y en m omentos q ue fuera entrevistado po r los medios de
prensa guatemaltecos.

o Anexo 11: Factu ras de gastos incurridos por funcionarios de CEJ IL con motivo del
viaje a Guatemala con motivo del presente caso, relativos a vuelos aéreos y
hospedaje, correspondien tes al mes de noviembre de 2004.

D Anexo 12: Recurso de Indulto interpuesto PO! Ronald Ernesto Raxcac ó Reyes ante
el Ministerio de Gobernación de la República de Guatemala, de 19 de mayo de
2004.

D Anexo 13: Escrito presentado por los peticionarios ame la CID H, Bonatd Ernesto
Raxcacó Rryes- Guatemala, Caso 12.402, 15 de junio de 2004.

a Anexo 14: Escrito presen tado por los peticionarios ante la CID H, Ranaid Ermsto
Rtl).xaaj Rryes - Guatemala, Caso 12.402,20 de agosto de 2004 ,

2. Prueba Testimonial y Perici al

Los representant es de la víc tima, hacemos nuestra la pru eba testimonial y pericial aportada PO!
la Comisión Intcramericana y, agregamos como prueba pericial:

D Anexo 15: D ictamen pericia l de la señora Aida Castro Conde, ps icóloga, quien se
referirá al estado psicológico de las personas condenadas a muerte y sobre el
impacto que tiene sobre ellas las condiciones carcelarias de detención que
actualmente caracterizan al sistema penitenciario gua temalteco. Se adjunta
Currículo Vitae.

o Anexo 16: D ictamen pericial del señor Santiago Argüello, quien se re ferirá a las
condiciones carcelarias de las personas privadas de libertad así como al sistema
penitenciario existentes en Guatemala,

Por último, los representantes de la víctima, nos reservamos el derecho de no present ar o de
sustituir a uno o más de los testigos y pericos ofrecidos para el presente caso.

! . VI. CONCLUSIONES
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Sobre la base de las consideraciones, canto de hecho como d e de recho, contenidas en el
presente escrito de solicitudes, acgwnemos y prueba, los represen tantes de la víctima
conclu imos lo siguiente:

1. Q ue, el Estado de Guatemala al haber modificado su legislación interna extendiendo la
aplicación de la pena de muerte a delitos distintos a los que la con tem plaban al
momento de la ratificación de la Convención Amen cana; así como al haber derogado
de su ordenamiento jurídico interno la ley a través de la cual se solicitaba ante sus
autoridades la am nistía, el in dulto o la conmutación de la pen a, h a incurrido en
perjuicio del señor Raxcac ó Reyes en la vi olación de los dere chos consagra dos en sus
artículos 4.2, 4.6, 8, 25, 1.1 r 2 del citado instrumento .

2. Q ue, el Estado de Guatemala al imponer al señor Ra xcac ó Reyes la pena de muerte por
la comisión de un delito que al momento de la ratificaci ón de la Convención
Americana no la contemplaba en su ordenamiento jurídico interno; así como al no
haber realizado un análisis circunstanciado de las circunstancias del caso particular para
una aplicación individualizada de la pena; todo ello, sin las garantía" judiciales del
debido proceso legal a 10 largo de todas las actuaciones judiciales interna s del presente
caso, ha inc urrido en la violación de los derechos consagrados en sus artículo s 4.2, S.l,
S.2.c, S.2.d, S.2.h, 25, 1.1 Y2 del citado instrumento.

3. Q ue, el Es tado de G uatemala al habe r some tido al señor Raxcac ó Reyes a la
imposición ob ligatoria de la pena cap ital, al fenómeno del corredor de la. muerte y a
condiciones carcelarias de detención inhumanas, ha incurrido en la violación de los
derechos pro tegidos por los artículos 5.1, 5.2 )' 1.1 del citado ins trumento.

VII. PETIT O RIO

Por todo lo hasta aquí expue sto, los represen tantes de la víctima solicitamos a la H onorable
Corte que concluya y declare que :

1. E l Estado de Guatemala es responsabl e de la vi olaci ón del derecho a la vida
consagrado en el ar tículo 4.1 }" 4.2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en perjuicio de Ronald Erne sto Raxcac ó Reyes, PO! haberlo sanciona do con
pena de m uerte de forma obligatoria por la comisión de un delito que al momento de
la ratificación de la Convención Americana no tenía cont emplada dicha pena en la
legislación interna, en conexión con los ar tículos 1.1 y 2 del citado ins trumento.

2. E l Estado de Guatemala es responsable de la violación del derecho a la vida
consagrado en el artíc ulo 4.6 de la Convención America na sobre D erechos Humanos
en perjuicio de Ronald Ernesto Raxcac ó Reyes, por no habérsele garan tizado en el
ordenamiento jurídico interno el ejercicio del derecho a solicitar la amnistía, el indulto
o la conmutación de la pena, en conexió n con los artículos 1.1, 2, 8 Y 25 del citado
instrumento .
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3. El Es tado de Guatemala es responsable de la violación del derecho a las garantías
judiciales consagrado en el artic ulo 8.1 de la Co nvenció n A mericana sobre D erechos
Humanos en perjuicio de Rooald Ernesto Raxcac ó Reyes, por no hab érsele garantizado
el derecho a contar con un juez o tribunal independiente e imparcial con las debidas
garan tías para la determinac ión d e sus derechos.

4. E l Estado de G uatem ala es responsable de la violación del derecho a las garantías
judiciales consagrado en el ar tículo 8.2.e y d de la Convención Americana sobre
D erechos H umanos en perjuicio de Ronald Ernesto Raxcac ó Reyes. por no hab érsele
gara ntizado el derecho de defen sa y a aportar pruebas al p roceso penal in terno por el
cual se le impuso la pena de muerte obligatoria.

5. El Estado de Guatemala es responsable de la violación del derecho a las garantías
judiciales consagrado en el articulo 8.2.h de la Convenci ón Americana sobre D erechos
H umanos cn perjuicio de Ronald Ernesto Raxcac ó Reyes, por no hab érsele garantizado
el derecho de recu rrir ante un Juez o tribunal superior qu e revisara en forma efectiva e
íntegra la imposición obligatoria de la pena de muerte , sobre la base de las
circunstancias indivi duales de su persona y particulares del delito.

6. El Estado de Guatemala es responsable de la violación del der echo a la protección
judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en perjuicio de Ronald Ernesto Raxcac ó Reyes, por no hab érsele garantizado
el derecho a un recurso efec tivo que lo amparara de la imp osición de una pena de
muerte en contravención al citado instrumento.

7. El Estado de Guatemala es responsable de la violación del derecho a la integridad
personal consagrado en el articulo 5.1 y 5.2 de la Co nvención Americana sobre
Derechos Humanos en perjuicio de Ronald Ernes to Raxcac ó Reyes, por no hab érsele
garantizado su integrida d psíquica }' moral y someterlo a un trato croel inhumano }'
degradante, al imponerle la pena de muerte obligatoria , someterlo al corredor de la
muerte }' a precarias condiciones carcelarias de detención; tod o ello, en conexión con el
articulo 1.1. del citado instrumento .

8. El Estad o de Guatemala es responsable de la violación del deber de adoptar
disposiciones de der echo inrerno consagrado en el artículo 2 de la Convención
Americana sobre D erechos Humanos en perjuicio de Ronald Ernesto Raxcacó Reyes,
por haber extendido la aplicación de la pena de muerte a delitos que no la tenían
contemplada al momento de la ratificación de la Convención, en contravención al
artículo 4.2 y; por haber eliminado el procedimiento a través del cual se tramitaban las
peticiones de clemencia en contravención al articu lo 4.6 del citado instrumento.

Sobre la base de las conclusiones y peticiones que anteceden, solicitamos a la Honorable Corte
que ordene al E stado de Guatemala la adopción de todas las medidas pecun iarias y no­
pecuniarias necesarias para repa rar los daños provocados a la víctima del presente caso .



! ' .

-

000 284


